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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	12-7310-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	04-06-12
	REBAJO DE PUNTOS DE LA LICENCIA

-Artículo 71 bis inc. d) de la Ley de Tránsito No. 7331

Se impugna el rebajo de puntos de la licencia de conducir, respecto de una persona que es chofer de taxi. 

	12-7335-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	04-06-12
	   IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS

-Artículos 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8de la Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. No. 9024 del 23 de diciembre del 2011. Alcance 111-A de la Gaceta 249 del 27 de diciembre del 2011. 

Se cuestiona la aprobación de la ley a nivel legislativo, se acusa que las normas imponen sanciones irrazonables, que lesionan el principio de capacidad contributiva, entre otros aspectos.

	12-7379-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	05-06-12
	INTEGRACIÓN DEL CONSEJO SUPERIOR DE EDUCACIÓN

-Artículo 2 de la Ley Orgánica del Consejo Superior de Educación, No. 1362 del 08-10-1951

Se indica que el Consejo Superior de Educación estará integrado entre otros miembros, por un representante de una Asociación de Educadores inscritas, sin tomar en cuenta otros sectores de la sociedad como todas la universidades, iglesias, Juntas de Educación, etc, que igualmente actúan en el ámbito educativo. Se acusa que la única asociación presente en el Consejo es ANDE.  


	12-7379-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	05-06-12
	LICENCIA VENCIDA Y PLACAS EN MAL ESTADO

-Artículos 134 d) y 141 d) de la Ley de Tránsito

Se impugnan las multas impuestas por conducir con la licencia vencida y con placas en mal estado. Se acusa que las multas son desproporcionadas e irrazonables. 

	12-7642-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	06-06-12
	CON PÉRDIDA DE PUNTOS DE LA LICENCIA

-Artículos 71 bis inciso c), 133 inciso e) en relación con el 101 inciso f) de la Ley de Tránsito.

Se acusa que se impone la sanción de pérdida de puntos en la licencia a los choferes, lo cual considera el accionante es irrazonable y desproporcionado.  

	12-7564-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-06-12
	REQUISITO DE ASUNTO BASE DE LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

-Artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional

La norma exige para la admisibilidad de la acción de inconstitucionalidad un asunto pendiente de resolver, lo cual no se pude en el caso concreto, por lo que solicita que las normas independientemente del caso base, puedan se cuestionadas por vía de acción. 

	12-7497-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	06-06-12
	TRATADO DE EXTRADICIÓN CON COREA

-Aprobación entre la República de Costa Rica y la República de Corea sobre Extradición. Expediente Legislativo 17.276

	12-7496-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	06-06-12
	ESTABLECIMIENTO DE UN CENTRO DE TECNOLOGÍA DE LA INFORMACIÓN CON INDIA

Aprobación del Memorando de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de India para el Establecimiento de un Centro de Excelencia en Tecnología de la Información (CETI) en Costa Rica. Expediente Legislativo 17.586

	12-7595-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	08-06-12
	SANCIÓN CON REBAJO DE PUNTOS DE LA LICENCIA

-Artículos 71 bis incisos d) e) y f) en relación con los artículos 132 inciso i), 133 h) y e) y 134 c) de la Ley de Tránsito. 

Se impugna la sanción de rebajo de puntos de la licencia a choferes de vehículos, los cuales aseguran, no tienen responsabilidad directa sobre el estado del automotor.

	12-7602-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	08-06-12
	SANCIÓN POR CONDUCIR SIN LICENCIA O PERMISO

-Artículo 130 inciso b) de la Ley de Tránsito

Se cuestiona el monto de la multa por conducir sin licencia o permiso. 



	12-7663-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	11-06-12
	DECRETO DE EMERGENCIA. CONSTRUCCIÓN DE “RUTA 1856”

-Decreto Ejecutivo 36440-MP. Publicado en el Alcance 14, Gaceta No. 46 del 07 de abril del 2011. 

Mediante el Decreto de emergencia impugnado, se declara en estado de emergencia los cantones limítrofes con Nicaragua y entre las acciones concretas, se ordena la construcción de la “Ruta 1856” cerca de isla Calero, lo que a juicio del accionante, ha dañado el ambiente, al haberse afectado los humedales, específicamente en cantón de Pococí en un área de 3 km2.



	12-7693-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	11-06-12
	   INCENTIVOS A EMPRESA SOMETIDAS AL RÉGIMEN DE ZONAS FRANCAS

-Ley del Régimen de Zonas Francas. No. 7830 del 22-09-1998
-Reforma a la Ley del Régimen de Zonas Francas. No. 8794 del 12-01-2010

Se impugna el régimen de incentivos al Régimen de Zonas Francas, en tanto las exoneran del pago de bienes inmuebles, del traspaso de bienes inmuebles, pagos de tributos, especialmente los municipales.

	12-7709-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	11-06-12
	SANCIÓN DE PÉRDIDA DE PUNTOS EN LA LICENCIA

-Artículos 71 bis inciso d), e) y f); 71 ter. en relación a las conductas tipificadas en el artículos 132 inciso ñ), 133 inciso e) y 134 inciso c).

Contra el sistema de pérdida de puntos en la licencia, se acusa que aún cuando se paga la multa, la sanción en la licencia permanece.

	12-7714-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	11-06-12
	CREACIÓN DE LAS FIGURAS DE ALCALDE Y VICE-ALCALDES POR LEY

-Artículos 12 y 14 del Código Municipal

Se acusa que la figura de Alcaldes y Vicealcades no están contempladas en la Constitución Política como puestos de elección popular, lo cual se hizo mediante ley y no por reforma constitucional, como correspondía.

	12-7733-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	12-06-12
	SANCIONES ADUANERAS

-Artículo 242 de la Ley General de Aduanas.
La norma impugnada señala que “constituirá infracción tributaria aduanera y será sancionada con una multa equivalente al valor aduanero de las mercancías, toda acción u omisión que signifique una vulneración del régimen jurídico aduanero que cause un perjuicio fiscal superior a cien pesos centroamericanos y no constituya delito ni infracción administrativa sancionable con suspensión del auxiliar de la función pública aduanera...” Sostiene el recurrente que la norma es violatoria de los principios de proporcionalidad y razonabilidad, en cuanto al monto de las multas.

	12-7735-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	12-06-12
	SANCIONES ADUANERAS

-Artículo 242 de la Ley General de Aduanas.
La norma impugnada señala que “constituirá infracción tributaria aduanera y será sancionada con una multa equivalente al valor aduanero de las mercancías, toda acción u omisión que signifique una vulneración del régimen jurídico aduanero que cause un perjuicio fiscal superior a cien pesos centroamericanos y no constituya delito ni infracción administrativa sancionable con suspensión del auxiliar de la función pública aduanera...” Sostiene el recurrente que la norma es violatoria de los principios de proporcionalidad y razonabilidad, en cuanto al monto de las multas.

	12-7743-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	12-06-12
	BENEFICIO DE EJECUCIÓN CONDICIONAL

-Artículo 55 del Código Penal

Se acusa que no se tiene derecho al beneficio de ejecución condicional de la penal, en el caso concreto del recurrente. Asegura que existe un error en el cálculo que hace el Juez de Ejecución. 

	12-7744-0007-CO

Consulta Judicial

	12-06-12
	PENSIÓN ALIMENTARIA. EXTINCIÓN DEL PROCESO AL CUMPLIR LA MAYORÍA DE EDAD. 

-Se consulta si se mantiene el criterio sobre la sentencia 11490-10 de la Sala Constitucional, la cual dispuso que cuando un menor de edad cumple la mayoría de edad, el proceso de pensión alimentaria se extingue y debe iniciar un nuevo proceso.

	12-7781-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	13-06-12
	POSIBILIDAD DE IMPUGNAR REITERACIÓN DE ABSOLUCIÓN DEL IMPUTADO EN JUICIO DE REENVÍO

-Artículo 10 de la Ley de creación del recurso de apelación de la sentencia. No. 8837 y otras reformas al régimen de imputación e implementación de nuevas reglas de oralidad en el proceso penal, mediante la cual se derogó el artículo 466 bis del Código Procesal Penal vigente. 

La reforma deroga la prohibición de que el Ministerio Público, el querellante y el actor civil, formulen recurso de casación contra la sentencia que se produzca en el juicio de reenvío que reitere la absolución del imputado dispuesta en el primer juicio, lo que a juicio del accionante lesiona entre otros, el principio de progresividad de los derechos del imputado.

	12-7784-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	13-06-12
	CASACIÓN EN MATERIAL NOTARIAL

-Artículo 158 del Código Notarial

La norma impugnada restringe la posibilidades Recurso de Casación contra lo resuelto por el  Tribunal de Notariado, únicamente en los casos en que “hubiere mediado pretensión resarcitoria” y “cuando la cuantía del asunto lo permita”, impidiendo así la interposición del recurso en el resto de los casos, ya sea porque no haya pretensión resarcitoria o porque la cuantía no lo permite. De igual forma en cuanto limita la competencia del tribunal de casación únicamente a lo pecuniario.

	12-7832-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	13-06-12
	SANCIONES DE TRÁNSITO Y REBAJO DE PUNTOS EN LA LICENCIA
 
-Artículo 71 bis incisos b), c) y d) de la Ley de Tránsito. 

Se acusa que la norma impugnada impone sanciones pecuniaria y de rebaja de puntos en la licencia, que son sumamente desproporcionadas, incluso respecto de otras conductas más graves.

	12-7935-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	15-06-12
	DELITO DE CONTRABANDO

-Artículo 211 incisos a) y b) y 213 incisos b), c) d) e) y f) de la Ley General de Aduanas. 

Las normas imponen una multa de prisión y pecuniaria a quien introduzca en el territorio nacional o extraiga de él mercancías de cualquier clase, valor, origen o procedencia, eludiendo el ejercicio del control aduanero, aunque con ello no cause perjuicio fiscal y establecen circunstancias agravantes. Señala el accionante que las normas imponen una pena conjunta de prisión y multa.

	12-7955-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	15-06-12
	SANCIÓN POR CONDUCIR SIN LICENCIA

-Artículo 135 inciso a) de la Ley de Tránsito

Se impugna la multa impuesta “a quien conduzca un vehículo sin portar la respectiva licencia de conducir, cuando esté inscrito como conductor para el tipo y la clase de que se trate”, pues se considera que la multa es desproporcionada e irrazonable. 

	12-7999-0007-CO

Consulta Judicial

	18-06-12
	SUSPENSIÓN DEL PROCESO A PRUEBA

-Se impugna la posición del Ministerio Público en cuanto no acepta la suspensión del proceso a prueba, en los delitos de conducción temeraria, con una ingesta de alcohol que supere los dos gramos por cada litro de sangre.

	12-8023-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	18-06-12
	SE EXCLUYE A PROFESIONALES EN CIENCIAS POLÍTICAS DE CONCURSOS PARA PUESTOS EN EL SERVICIO EXTERIOR

-Artículo 14 del Estatuto de Servicio Exterior. Ley NO. 3530 del 05 de agosto de 1965.

La norma cuestionada establece los requisitos, para las personas que concursen por un puesto para el servicio exterior y se acusa, que excluye a los profesionales graduados en Ciencias Políticas, pues no cumplen con los requerimientos que establece el artículo. 

	12-8037-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	18-06-12
	MULTA Y SANCIÓN POR CONDUCCIÓN TEMERARIA

-Artículos 71 bis inciso a), 71 ter. Párrafo 1) y 130 inciso a) de la Ley de Tránsito. 

Las normas se impugnan en cuanto se sanciona la conducción temeraria con una multa que se considera irrazonable y desproporcionada y además, con la pérdida de puntos en la licencia. 

	12-8040-0007-CO

Consulta Judicial

	18-06-12
	DEBERES ALIMENTARIOS DENTRO DE UN PROCESO SUCESORIO

-Artículo 939 del Código Procesal Civil 

La norma señala que  “instancia de interesados, el tribunal podrá mandar que de los productos de la administración se les entregue a los herederos, legatarios o cónyuge sobreviviente, por concepto de alimentos, hasta la cantidad que respectivamente pueda corresponderles, como renta líquida de los bienes a que tengan derecho…Cuando haya dinero que no produzca rentas, previa autorización del tribunal, el albacea podrá colocarlos en depósitos nominativos a plazo en bancos estatales, con el objeto de que se les paguen alimentos a las personas mencionadas en el párrafo anterior, siempre y cuando no se comprometa o dificulte la ulterior partición; también podrá entregarles sumas de dinero, entendiéndose que la entrega es a buena cuenta de lo que en definitiva le corresponda al heredero dentro del caudal hereditario. El consultante considera que esta norma contraviene la normativa internacional de protección de menores, pues la deuda por alimentos supera la cuota hereditaria.

	12-8043-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	18-06-12
	DENEGATORIA DEL PRINCIPIO DE LA DOBLE INSTANCIA EN PROCESOS LABORALES DE MENOR CUANTÍA

-Artículo 10 de la Ley 4284 del 16 de Diciembre de 1968. Reformada por la Ley 5264 del 24-7-1973. Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. 

Se indica que el artículo 10 de la citada ley regula los asuntos laborales de menor cuantía en materia laboral, al establece que contra las resoluciones dictadas en los juicios no será admitido recurso alguno, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6°.

	12-8044-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	18-06-12
	JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE CASACIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

-Jurisprudencia del Tribunal de Casación Contencioso Administrativo

La jurisprudencia emitida por el Tribunal de Casación Contencioso Administrativo, ha interpretado que el recurso de apelación dispuesto en el artículo 45 de la Ley de Expropiaciones, debe ser interpuesto directamente ante ese Tribunal, que no existe recurso de apelación por inadmisión ante el Tribunal de Casación Contencioso y ha sido omiso en indicar que cuando se presenta recurso de revocatoria con apelación en subsidio, el Juzgado Contencioso debe trasladar de manera inmediata el recurso de apelación al Tribunal de Casación. Se citan la sentencias 169-10, 303-10 y 298

	12-8153-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	20-06-12
	MULTA A QUIEN IMPIDA EL REBASE DE OTRO VEHÍCULO

-Artículo 132 inciso m) de la Ley de Tránsito

La norma impone una multa a quien impida el rebase de otro vehículo. A juicio del accionante la multa es irrazonable y desproporcionada. 

	12-8083-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	19-06-12
	SE DETERMINA IMPUESTO CON DESTINO ESPECIFICO SIN CONSULTAR AL IFAM

-Artículo 87 inciso a) de la Ley de Creación del Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación. No. 7800 del 30 de abril de 1998. 

La norma impugna destina un 25% de los recursos que se le dan al IFAM, que genera el impuesto a la cerveza, al ICODER, sin que previamente haya sido consultado el proyecto de ley a la institución.

	12-8295-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	22-06-12
	PERSONAS JURÍDICAS

-Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. 

Se acusa que la ley cuestionada imponer un impuesto con destino específico, que es violatoria del derecho de propiedad y que le Registro Nacional no tramita escrituras ante la morosidad en el pago del impuesto de la esta ley.

	12-8303-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	22-06-12
	SE CUESTIONA OCUPACIÓN DE INSTALACIONES DEL LICEO DE COSTA RICA POR PARTE DEL MOPT

-Artículo 1 de la Ley No. 5570 del 30 de agosto de 1974.

La norma se cuestiona señala que: “al trasladarse los talleres y demás instalaciones al Ministerio de Obras Públicas y Transportes a sus nuevas instalaciones, traspásese el Liceo de Costa Rica (Diurno), representado por su Junta Administrativa, la manzana ubicada al Sur del edificio del Oeste, con sus edificaciones,  destinadas a ampliar la planta física de dicho Colegio” . Se acusa que en más de 30 años el MOPT ocupa instalaciones del Liceo de Costa Rica, por lo que solicita que se ordene su desalojo del inmueble, por lesionar, a su juicio, varios derechos fundamentales.

	12-8306-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	22-06-12
	MULTA POR NO CEDER EL PASO A PEATONES QUE SE ENCUENTRAN EN LA CALZADA

-Artículo 131 inciso d) de la Ley de Tránsito
La norma impone una multa “Al conductor de un vehículo que, al virar en una intersección de las vías públicas, no ceda el paso a los peatones que se encuentren en la calzada, como se dispone en los incisos b) y ch) del artículo 90 de esta Ley”. Que a juicio del accionante es irrazonable y desproporcionada.

	12-8352-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	25-06-12
	MULTAS DE TRÁNSITO POR FALTA DE DERECHOS DE CIRCULACIÓN Y PLACAS

Artículo 131 inciso g) y 132 inciso l) de la Ley de Tránsito

Las normas sancionan a quien no haya cancelado el seguro obligatorio o derechos de circulación del vehículo y a quien conduzca un vehículo sin portar las placas reglamentarias. El accionante considera que se le impuso una multa sin valorar las circunstancias concretas del caso. Además estima que la multa es desproporcionada e irrazonable.

	12-8396-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	25-06-12
	CONSTITUCIÓN DE HIPOTECA LEGAL POR DEUDAS DEL SERVICIO DE AGUA

-Artículo 11 del Reglamento de Prestación de Servicios de Acueductos y Alcantarillados


La norma impugnada señala que “La deuda proveniente del servicio de agua y alcantarillado sanitario que brinda A y A, impone hipoteca legal sobre el inmueble que los recibe, siendo la propiedad la que por ley responde a las obligaciones del cliente ante este (Ley No. 1634, Ley General de Agua Potable), lo anterior sin perjuicio de que A y A pueda indistintamente utilizar el juicio hipotecario, prendario o simple, como los medios compulsivos de pago. Las responsabilidades contraídas son transferidas de propietario a propietario, sin posibilidad de renuncia”. A juicio del recurrente es confiscatoria y violatoria del principio de  reserva legal y del derecho de propiedad. 

	12-8376-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	25-06-12
	BENEFICIOS PENITENCIARIOS

-Artículo 25 del Reglamento Técnico del Sistema Penitenciario. Decreto Ejecutivo 33876-J del 11-07-2007.

La norma dispone que para determinar si un privado de libertad es apto para un cambio de programa, se hará una evaluación extraordinaria, cuando cumpla con el primer tercio de la pena impuesta. Se ha interpretado que se debe obviar el tiempo laborado en prisión preventiva, para la aplicación de este artículo, otros dicen que si debe ser tomado en cuenta el tiempo laborado en prisión preventiva, esto con relación al beneficio del artículo 55 del Código Penal.

	12-8405-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	25-06-12
	MULTA POR IRRESPETO A SEÑALES DE TRÁNSITO FIJAS

-Artículo 131 inciso b) en relación con los artículos 79 inciso c) y 116 de la Ley de Tránsito. 

Las normas imponen multa al conductor que irrespete las señalas de tránsito fijas e imponen una multa, que a juicio del accionante es irrazonable y desproporcionada.

	12-8466-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	25-06-12
	REBAJO DE PUNTOS EN LA LICENCIA A CONDUCTORES DE VEHÍCULOS

-Artículo 71 incisos b) y d) en relación con los artículos 131 ch) y 132 ch) de la Ley de Tránsito. 

Se multa a quien conduzca un vehículo que se encuentre alterado o modificado en el motor, los sistemas de inyección y carburación, o los sistemas de control de emisiones que disminuyan la contaminación ambiental. Se considera que la multa es desproporcionada e irrazonable, pues sanciona con el rebajo de puntos en la licencia a quien conduce, que en el caso concreto es un chofer, sin tomar en cuenta que la responsabilidad objetiva es del propietario.

	12-8511-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	27-06-12
	DIRECTRIZ DE LA CAJA SOBRE ACCESO A EXÁMENES DE LABORATORIO

-Directriz de la Caja Costarricense de Seguro Social

Se impugna directriz de la CCSS (no se especifica), en tanto da un trato de diferente a los pacientes provenientes de médico de empresa o medicina mixta, respecto a los pacientes que van a consulta externa, en tanto a los primeros se les limitan una serie de exámenes de laboratorio, aún cuando todos contribuyen a la seguridad social de igual forma.

	12-8536-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	27-06-12
	LIMITACIONES PARA EL NOMBRAMIENTO DE DIRECTOR EJECUTIVO EN EL IFAM

-Art. 18 párrafo segundo de la Ley de Organización y funcionamiento del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal. Ley No. 4716 del 09-02-1971

La norma señala que “…no podrá nombrarse Director Ejecutivo a quien sea miembro de la Junta Directiva o lo hubiere sido en el año anterior al nombramiento; a quien sea regidor municipal, propietario o suplente y a las personas que sean cónyuges o parientes por consanguinidad o afinidad hasta el tercer grado inclusive, de cualquiera de los miembros de la Junta Directiva o del Auditor.” El accionante considera que la norma es discriminatorio

	12-8521-0007-CO

Consulta Judicial

	27-06-12
	COMISO DE VEHÍCULOS A FAVOR DEL ESTADO POR DELITOS ADUANEROS

-Artículo 224 de la Ley General de Aduanas

Se solicita que la Sala se pronuncia sobre si el artículo 224 de la Ley General de Aduanas no es inconstitucional, en tanto se interprete que, a pesar de la consecuencia especial, expresa e imperativa establecida por el legislador en dicha norma y para los delitos aduaneros, a saber la orden de comiso a favor del Estado del vehículo propiedad del imputado y que sea utilizado por este para la comisión del delito aduanero, su procedencia no es automática, sino que debe ser valorada, establecida y motivada por el Juez Penal, en cada caso concreto, de conformidad con los principios constitucionales de proporcionalidad y razonabilidad.

	12-8637-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	29-06-12
	DEFENSAS PREVIAS EN MATERIA AGRARIA (COSA JUZGADA)

-Artículo 44 inciso c) de la Ley de la Jurisdicción Agraria
La norma impugnada señala que “serán admisibles como defensas previas y deberán presentarse en el momento de contestar la demanda, o en el momento de la réplica, salvo la de cosa juzgada, que podrá presentarse en cualquier estado del juicio, antes de la sentencia definitiva: c) La excepción de cosa juzgada. La accionante considera que este artículo es inaplicable en las demandas que establezca un productor de café contra un beneficiador de café, pues su aplicación violatoria de lo dispuesto en el artículo 74 constitucional.


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	11-015813-0007-CO

Voto 2012-07425
	06-06-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 132 inciso k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Se corrige el error material que contiene la sentencia No. 2012-003945 de las dieciséis horas y veinticinco minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce, dictada en la acción de inconstitucionalidad número 11-015813-0007-CO, y se advierte que el artículo 132 inciso k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, se anula en relación con lo dispuesto en el artículo 98 inciso "b)", y no como por error material se indicó en esa resolución. En consecuencia, en la segunda frase del Por tanto de esa sentencia, entre las palabras "en relación con" y "de la misma Ley", léase correctamente como sigue: "lo dispuesto en el artículo 98 inciso b), numeral 1)". La misma corrección deberá tenerse por hecha en los Considerados III y VII de la sentencia.  Comuníquese esta resolución aclaratoria a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquesele íntegramente en el Boletín Judicial.



	12-003052-0007-CO

Voto 2012-07439
	06-06-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el Artículo 654 del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	12-004517-0007-CO

Voto 2012-07445
	06-06-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el Reglamento para la Contratación de Examinadores para la Oficina de Patentes del Registro de la Propiedad Industrial. Se rechaza de plano la acción.-



	12-006022-0007-CO

Voto 2012-07456
	06-06-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra  el REGLAMENTO  PARA EL OTORGAMIENTO DE LICENCIAS A LA ACTIVIDAD DEL PORTEO, de la Municipalidad de Santa Cruz.- Se rechaza de plano la acción.-


	12-006317-0007-CO

Voto 2012-07461
	06-06-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra artículo 109 del Código Notarial. Ley No. 7764. Se rechaza de plano la acción.


	12-006319-0007-CO

Voto 2012-07462
	06-06-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra las sentencias 127-P-08 del Tribunal Superior Penal de Puntarenas y Resolución 1101-10 de la Sala Tercera. Se rechaza de plano la acción.-



	12-006583-0007-CO

Voto 2012-07473
	06-06-12
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Acuerdo Municipal Dr-2386-sm-10. Se rechaza de plano la acción.-



	12-005488-0007-CO

Voto 2012-07892
	12-06-12
	A las dieciséis horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 132 inciso j) de la Ley de Tránsito, así como contra el artículo que pondera los rebajos de puntos de la licencia de conducir. Se deniega el trámite a esta acción.



	12-002581-0007-CO

Voto 2012-07896
	13-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Ley de Presupuesto Extraordinario N° 6963 del 31-06-1984, Artículo 48. Se rechaza de plano la acción.-



	12-004198-0007-CO

Voto 2012-07897
	13-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Decreto Ejecutivo 36910. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Jinesta salva el voto y ordena dar curso a la acción, según lo expuesto en el considerando VIII.  Los Magistrados Rueda y Piza ponen nota en el IX y X considerando de la sentencia, respectivamente.



	12-005700-0007-CO

Voto 2012-07899
	13-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra  el  artículo  84  del  Reglamento  para  Regular los Procedimientos Administrativos de Carácter Disciplinario de la Universidad Nacional (Gaceta número 15-2009 del 15 de octubre de 2009).- Se rechaza de plano la acción.-



	12-007153-0007-CO

Voto 2012-07912
	13-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Judicial referente al artículo 939 Código Procesal Civil. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	12-007158-0007-CO

Voto 2012-07913
	13-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Judicial referente a la resolución de las 14:40 horas del 7 de mayo de 2012,  dictada dentro del expediente número 11-003078-0857-CI, que es proceso de Ejecución Hipotecaria de la MUNICIPALIDAD DE  BUENOS AIRES contra H.  S.R.L.. No ha lugar a evacuar la consulta.



	12-007171-0007-CO

Voto 2012-07914
	13-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Judicial referente a la resolución de las 14:00 horas del 4 de mayo de 2012, dictada dentro del expediente número 10-003456-0857-CI, que es proceso de Ejecución Hipotecaria de la MUNICIPALIDAD DE  PÉREZ ZELEDÓN contra S. S.A.. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	12-007335-0007-CO

Voto 2012-07919
	13-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra  la Ley Número 9024 “impuesto a la Personas Jurídicas” y su Reglamento.- Se rechaza de plano el recurso.-



	12-007564-0007-CO

Voto 2012-07932
	13-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 75 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano la acción.-



	11-013564-0007-CO

Voto 2012-08221
	20-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 449 del Código Procesal Civil. Se rechaza por el fondo la acción.- 



	12-001250-0007-CO

Voto 2012-08222
	20-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra artículo 27 del Reglamento A la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento ilícito en la función Pública (Decreto Ejecutivo Número 32333-mp-j del 12 de abril de 2005). Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Cruz, Rueda y Piza ponen nota.- 



	12-001926-0007-CO

Voto 2012-08223
	20-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra inciso B) del Reglamento de la Dirección Jurídica y de las Actividades Jurídicas de la Caja Costarricense del Seguro Social. Se rechaza por el fondo la acción, en cuanto a la impugnación del  inciso b del Artículo 20 del Reglamento de la Dirección Jurídica y de las Actividades Jurídicas de la Caja Costarricense de Seguro Social. En lo demás, se rechaza de plano la acción.



	12-003572-0007-CO

Voto 2012-08224
	20-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra artículo 86 párrafo 3 Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Se rechaza de plano la acción.-



	12-005518-0007-CO

Voto 2012-08227
	20-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Ley de Impuesto de la PJ. Se rechaza de plano la acción.-



	12-006174-0007-CO

Voto 2012-08229
	20-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Decreto Ejecutivo N° 37073-h del 18 de abril del 2012. Se rechaza de plano la acción.- 



	12-006694-0007-CO

Voto 2012-08232
	20-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 117 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios Ley 4755. Se rechaza por el fondo la acción.-



	12-007743-0007-CO

Voto 2012-08251
	20-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 55 del Código Penal. Se rechaza de plano la acción



	12-007744-0007-CO

Voto 2012-08252
	20-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Judicial referente a Demanda de Pensión Alimentaria. No ha lugar a evacuar la consulta.- 



	12-001442-0007-CO

Voto 2012-08279
	22-06-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Jorge Enrique Romero Pérez, Jefe de la División Gobierno Digital Apoderada del Instituto Costarricense de Electricidad contra Reglamento para la utilización del Sistema Electrónico de Compras Públicas Mercado en línea Mer-link, Reglamento al Título III de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector de Telecomunicaciones y otro. A efecto de no causar serios trastornos a los procedimientos de contratación administrativa que se realizan a través del Sistema Electrónico de Compras Públicas en Línea Mer-Link, y de no afectar la continuidad y eficiencia del servicio público, se dispone excepcionalmente la continuidad de la ejecución de las disposiciones impugnadas hasta tanto no se dicte la resolución final en la presente acción de inconstitucionalidad. Por improcedente se rechaza el recurso de apelación interpuesto. No ha lugar a la gestión de aclaración y adición interpuesta. El Magistrado Jinesta ofrece razones adicionales, y el Magistrado Castillo pone nota separada. 



	12-007663-0007-CO

Voto 2012-08420
	22-06-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Alvaro Sagot Rodríguez contra Decreto Ejecutivo 36440-mp. Se rechaza por el fondo la acción. La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz salvan el voto y ordenan dar curso a la acción.-



	12-007018-0007-CO

Voto 2012-08366
	22-06-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Arnoldo Segura Santistebán, Ganadera Janaq S. A Segura & Segura consultores Jurídicos S. A contra  Ley de Impuesto a las Persona Jurídica, artículo 2. Se rechaza de plano la acción.- 



	10-003289-0007-CO

Voto 2012-08735
	26-06-12
	A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra -artículos 226 y 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Ulate salva el voto y declara con lugar la acción en cuanto al artículo 228.- 



	11-011552-0007-CO

Voto 2012-08736
	26-06-12
	A las dieciséis horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Resolución N 0080-ujp-11 del Veinticinco de Marzo de dos mil once De La Sección Adm. de Personal del Poder Judicial Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del artículo 237 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 8 de 29 de noviembre de 1937, modificado por la Ley Nº 3770, de 06 de agosto de 1964, que establece "y, tratándose de mujeres, por contraer matrimonio", por los efectos que produjo durante su vigencia. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta resolución en el sentido que la aplicación del derecho a la jubilación, anteriormente reconocidos y que fueron declarados caducos, se hará solamente para los casos pendientes de resolución y discusión en sede administrativa o judicial al momento de publicación del primer aviso  sobre la interposición de esta acción, salvo para la actora para quien la retroactividad de la declaratoria es plena. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. 



	11-010227-0007-CO

Voto 2012-08739
	27-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad. Manrique Constenla tjmaña a favor de Polymer Sa. contra Directriz N° 20-03 del 10-6-2003 denominadatratainiento Fiscal de los precios de transferencia según el valor normal de mercado, emitida Dirección General de Tributación. . Se rechaza por el fondo la acción.

	12-008023-0007-CO

Voto 2012-08861
	27-06-12
	A las catorce horas con treinta 
minutos. Acción de inconstitucionalidad, Colegio De Profesionales En 
Ciencias Politicias Y Relaciones Internacionales, Walter Rodolfo 
Cutierrez Carmona contra Artículo 14 Del Estatuto De Sevicio Exterior 
De Esa República Ley N° 3530 De 5 Ago De 1965. Se rechaza de plano

	11-005594-0007-CO

Voto 2012-08738
	27-06-12
	A las catorce horas con treinta 
minutos. Acción de inconstitucionalidad. Blue Ocean Development Fund 
Lp., Edcotal Sden De Ocotal S.r.l., Tabacon Investment Lic, 
Corporacion Brujim Ocho Sa. contra ArtíCulo 9 Decreto Ejecutivo 
32152-mj. Se rechaza por el fondo la acción.

	12-007497-0007-CO

Voto 2012-08633
	27-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta legislativa Presidente De La Asamblea Legislativa, Victor Emilio Granados Calvo en lo referente a Aprobacion De]. Tratado Entre ta Republica De Costa Rica Y La Republica De Corea Sobre Extradición. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que existen vicios de constitucionalidad graves y esenciales en el procedimiento legislativo correspondiente al proyecto denominado “Aprobación del Tratado entre la República de Costa Rica y la República de Corea sobre Extradici5n’, tramitado en el expediente legislativo No. 17.276. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.

	12-004499-0007-CO

Voto 2012-08748
	27-06-12
	A 1a catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad. Gerardo Alberto Mann Bustamante contra Se impugna el artículo 20 inciso b) del Reglamento de la Dirección Jurídica de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza por el fondo la acción, en cuanto a la impugnación del inciso 
b) del Artículo 20 del Reglamento de la Dirección Jurídica y de las Actividades Jurídicas de la Caja Costarricense de Seguro Social. En lo demás, se rechaza de plano la acción.

	12-000615-0007-CO

Voto 2012-08742
	27-06-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta judicial. Juzgado De Trabajo Del Segundo Circuito Judicial De San Jose en lo referente a Exp. 10-966-166-la Se evacua la presente consulta judicial en el sentido que la jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia según la cual es, jurídicamente, posible indexar, de manera extraconvencional, los montos dinerarios de los derechos laborales pretendidos en una demanda de trabajo, no resulta inconstitucional. Notifíquese.

	12-007784-0007-CO

Voto 2012-08855
	27-06-12
	A las catorce horas con treinta 
minutos. Acción de inconstitucionalidad. Freddy Porras Mora contra 
Articulo 158 Del. Codigo Notarial. Se rechaza de plano la acción.

	11-002867-0007-CO

Voto 2012-08741
	27-06-12
	A las catorce horas con tinta 
minutos. Acción de inconstitucionalidad. Gustavo Arias Navarro, Luis 
Fishrnan Zonzinski, Enrique Rojas Franco, Luis Gerardo Villanueva 
Monge, Maria Eugenia Venegas Renauld, Maria 3eannette Ruiz Delgado, 
Nestor Manrique Oviedo Guzman contra Articulo 208 Bis Del Reglamento 
De La Asamblea Legislativa. Elimínese de la parte dispositiva de la 
Sentencia número 4151-2012 de dieciséis horas de veintisiete de marzo 
de este año el texto que dice: Reséñese esta sentencia en el Diario 
Oficial La Gaceta y publíquese íntegra,ente en el Bolet!n Judicial. 
Notifíquese, que se incluyó por error material.

	11-003846-0007-CO

Voto 2012-08889
	27-06-12
	A las dieciseis horas. Acción de inconstitucionalidad. Contralora General De La Republica, Rocio Aguilar Montoya contra Articulo 32 Del Estatuto Organico De La Universidad Tecnica Nacional. Se declara con lugar la acción. Se anula la siguiente frase del artículo 32 del Estatuto Orgánico de la Universidad Técnica Nacional: “y contarán con personería jurídica instrumental con el fin de administrar el patrimonio y los recursos que se les asignen’. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a la Universidad Técnica Nacional y a la Contraloría General de la República. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Castillo Víquez y Mora Mora salvan el voto y declara sin lugar la acción.-

	11-006186-0007-CO

Voto 2012-08890
	27-06-12
	A las dieciseis horaS Con Ufl minutos. Acción de inconstitucionalidad. Lidy Maria Chaves Gonzalez, Flor Elieth Solano Gonzalez contra Articulo 47 Reglamento Invalidez, Vejez Y Muerte. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, Se anula el artículo 47 del Reg1rento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense, por los efectos que produjo durante su vigencia. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de Sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta resolución en el sentido que el derecho de pensión por viudez, anterionnente reconocidos y que fueron luego cesados en virtud de la aplicación de la norma anulada en esta resolución, se hará solamente para los casos pendientes de resolución y discusión en sede administrativa o judicial al momento de publicación del primer aviso Sobre la interposición de esta acción, salvo para la actora para quien la retroactividad de la declaratoria es plena. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el oletín Judicial. Notifíquese.

	06-008338-0007-CO

Voto 2012-08891
	27-06-12
	A las dieciseis horas con dos minutos. Acción de inconstitucionalidad. Subcontralora General De La Republica, Adan Herrera Murillo, Aguinaldo Baltodano Cardenas, Alba Iris Diaz Quesada, Alejandra Ramirez Chinchilla, Alejandro ?nchio Wang, Alfonso Hidalgo Badilla, Alvaro Picado Araya, Ajnalia Fontana Coto, Ana Delia Bejarano Artículos 17 y 161 párrafo penúltimo de la Convención Colectiva de Trabajo del I.n.s.contraloría General De La República. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, del párrafo penúltimo del artículo 161 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros, en su versión vigente del 1° de marzo de 2004 al 28 de febrero de 2006, en la frase que va desde “Para los efectos” hasta “y otros”, deviene inconstitucional la inclusión de los siguientes rubros en el cálculo de la cesantía: pago de la póliza de vida diferida, vacaciones compensadas, vacaciones no disfrutadas y aguinaldo proporcional. La inclusión de subsidios para estudio es constitucional; en lo atinente a “todas las sumas pagadas al ex trabajador, e igualmente las que se le haya acreditado, que correspondan a sueldos”, “auxilios o beneficios incluidos en el contrato de trabajo, o en los reglamentos del INS y en las prácticas de ese Instituto”, las contribuciones patronales para el régimen de seguros de renta vitalicia, el pago de primas de seguro de vida y accidentes, beneficios médicos y otros, son constitucionales siempre y cuando se determine que tienen naturaleza salarial; sin embargo, en cuanto a los subsidios para estudio y demás rubros que sean salariales solo se contarán los montos recibidos por el trabajador durante los últimos seis meses de su relación laboral o la fracción menor resultante, si no hubiere ajustado este término. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha en que comenzó a regir la cláusula impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Reséñese esta sentencia en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese a la Asantlea Legislativa, en la persona de su Presidente, y al Poder Ejecutivo, en la persona de quien ocupe el cargo de Ministro de Trabajo. Notifíquese a la partes y coadyuvantes. El Magistrado Aflijo Sancho salva el voto y declara sin lugar la acción. Notifíquese. - 



	10-015503-0007-CO

Voto 2012-09049
	29-06-12
	A las once horas con treinta y un minutos. Acción de inconstitucionalidad. Sindicato De Profesionales En Ciencias Medicas De La Caja Costarricense De Seguro Social contra Articulo 200 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres: Se rechaza de plano la acción.- 




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	12-004292-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 132 Inciso J) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres No. 7331.

Resolución de las 12:31 horas del 21 de mayo del 2012

Boletín judicial 118, 119, 120 del 19, 20 y 21 de junio del 2012.
	MULTA POR OBSTRUCCIÓN DE VÍA

-Artículo 132 inciso j) de la Ley de Tránsito

La norma señala que se impondrá una multa al conductor que use una vía para otros fines distintos de los que está destinado, a quien utilice un vehículo con otro fin que no sea para el cual esté autorizado. Se impuso la multa porque supuestamente obstruyó la vía de entrada de emergencias a un hospital. A juicio del accionante el monto es irrazonable. 



	11-013300-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra la RESOLUCIÓN DE LAS 8 HORAS DEL 20-01-2010 ACUERDO DE COMISIÓN PLENARIA  MODIFICACIÓN DE RESOLUCIÓN  2031-2009 SETENA, INSTALACIÓN DE TORRES DE TELECOMUNICACIONES PARA EL SISTEMA MOVIL AVANZADO 3 G; Y LA RESOLUCIÓN 2031-2009-SETENA DE LAS 9 HORAS DEL 26-08-2009.

Resolución de las 14:11 horas del 07 de mayo del 2012

Boletín judicial 119, 120, 121 del 20, 21 y 22 de junio del 2012.
	INSTALACIÓN DE TORRES DE TELECOMUNICACIONES SIN PARTICIPACIÓN CIUDADANA

Las normas se impugnan en cuanto el accionante alega que la resolución 123-210-SETENA, señala que las comunidades recibirán luego de otorgada la viabilidad ambiental, tiempo para manifestaciones y aclaración de dudas, lo que estima lesiona el principio de participación ciudadana previa al permiso ambiental y el derecho de información que considera debe ser previo al permiso. Asimismo, considera que SETENA tácitamente modificó la Ley de ARESEP al eximir de un estudio de impacto ambiental a los proyectos de torres y antenas de telefonía, lo que estima es un uso indebido de criterios tales como discrecionalidad y los principios de proporcionalidad y razonabilidad con las directrices emitidas, pues no solo abusan de la potestad reglamentaria, sino que ni siquiera se siguió el procedimiento, ni la forma de establecer medidas reglamentarias. Alega violación al principio precautorio, porque la Administración entregó muy “facilonamente” (sic) un permiso ambiental en proyectos de impacto muy serio por lo masivo e invasivo al territorio nacional. Alega que se produce una lesión al artículo 121.1, porque la potestad de legislar reside en la Asamblea Legislativa. 



	12-002823-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el inciso g) del artículo 131, y el inciso l) del artículo 132, ambos de la Ley número 7331, Ley de Tránsito por las Vías Terrestres. 

Resolución de las 14:53 horas del 10 de mayo del 2012.

Boletín judicial 121, 122, 123 del 22, 25 y 26 de junio del 2012.
	MULTA POR NO PORTAR DERECHOS DE CIRCULACIÓN Y SIN PLACAS

Las normas se impugnan en cuanto establecen multas que se estiman desproporcionales ante las infracciones allí señaladas, cuales son, respectivamente, conducir un vehículo sin que el mismo tenga al día el pago de los derechos de circulación o del seguro obligatorio, y conducir un vehículo que sin justificación alguna no porte las placas correspondientes. Asimismo, aduce que el procedimiento de impugnación previsto en la Ley de Tránsito es violatorio del derecho de defensa, pues el órgano competente para conocer y resolver las impugnaciones es un órgano de la misma administración que impone la sanción. Refiere que la multa por incumplir el pago de los derechos de circulación le fue impuesta de manera arbitraria, pues al momento en que se le confeccionó la boleta de tránsito, se dirigía a realizar la revisión técnica que le permitiera pagar tales derechos de circulación, lo cual puede ser corroborado por la administración activa. Respecto de la específica desproporcionalidad de las multas aducidas, menciona que existe igualdad de condición, trato y salario entre un funcionario judicial y un asalariado del sector privado o trabajador independiente, por lo que la multa fijada con base en el parámetro del salario de un servidor judicial es desproporcional y violatoria del principio de igualdad. En su criterio, los montos definidos dan lugar a una sanción confiscatoria y ruinosa, porque las multas son exageradamente altas y con base en el salario de un servidor que goza de ventajas de que carece el resto de la población, al punto que en muchos casos no se puede obtener siquiera una opción de pago, pues ni destinando la totalidad de los ingresos durante varios meses se podrían pagar. Explica que cuando la normativa impugnada permite, además de la multa, la imposición de sanciones conexas, se habilita la posibilidad del descuento de puntos de la licencia, lo cual afecta el derecho al trabajo de quienes se ven obligados a conducir vehículos en condiciones que dan lugar a la aplicación de multas, como es su caso.

	12-004266-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el inciso a) del artículo 140 de la Ley número 7331, Ley de Tránsito por las Vías Terrestres. 

Resolución de las 16:52 horas del 10 de mayo del 2012.
Boletín judicial 121, 122, 123 del 22, 25 y 26 de junio del 2012.
	PAGO DE TODAS LAS MULTAS PARA ENTREGA DE VEHÍCULO RETIRADO DE CIRCULACIÓN

La norma se impugnan en cuanto establecen que para la devolución de un vehículo retirado de circulación, y de las placas que al mismo se le han decomisado, deberá pagarse al momento del retiro todas las multas aplicadas en el momento del retiro del automotor y las que se encuentren pendientes de pago, según los asientos de las licencias del conductor infractor y del propietario del vehículo. Señala que cuando sobre el vehículo existan multas de propietarios anteriores, se presenta una violación al debido proceso por la transferencia de una condena administrativa ya tasada como cosa juzgada material, violando así el principio de culpabilidad objetiva, toda vez que se condiciona y coacciona administrativamente la devolución del vehículo y las placas al pago de las multas de terceras personas cuya culpabilidad ya había sido declarada. Esta situación se agrava porque contra esta definición no puede ejercerse ninguna acción recursiva. Refiere que el tipo sancionador que define el cobro al propietario del vehículo, se determina por conexidad y no por existir una efectiva infracción de parte del dueño, pues aunque el auto sea decomisado no se establece ningún nivel de culpabilidad objetiva. Estima que existe un uso anómalo del tipo penal sancionador, porque no hay una norma de complemento u otra disposición legal que autorice el traslado de la culpa, pues por el contrario, la Ley de Tránsito establece las infracciones bajo el principio de delitos de propia mano. Agrega que se vulnera también el principio de seguridad jurídica, pues el concepto de cosa juzgada material no recae sobre la definición de conductas punibles, sino sobre la transferencia de culpabilidad como política sancionatoria del Estado hacia terceras personas. Aduce que la normativa impugnada y la inexistencia de reglamentación, ocasionan que no haya tiempo definido por el cual se puede retener el vehículo o las placas. Manifiesta que ya la Sala se ha pronunciado en cuanto a la improcedencia de trasladar multas del conductor al propietario registral, situación que es semejante a lo que permite la norma impugnada. 


	12-003251-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el inciso b) del artículo 11 de la Ley número 6826, Ley de Impuesto General sobre las Ventas, y del artículo 17 del Reglamento a la Ley de Impuesto General sobre las Ventas.

Resolución de las 10:00 horas del 09 de mayo del 2012. 

Boletín judicial 122, 123, 124 del 25, 26 y 27 de junio del 2012.
	NO FORMAN PARTE DE LA BASE IMPONIBLE DEL IMPUESTO DE VENTAS LOS SERVICIOS DE VENTAS DE MERCANCÍAS GRAVADAS

Las normas se impugnan en la medida que establece que no forman parte de la base imponible sobre la venta de mercancías, el valor de los servicios que se presten sobre esas ventas, siempre que tales servicios sean suministrados por terceras personas. Estima el accionante que las disposiciones impugnadas violentan el principio de igualdad, en la medida que genera un tratamiento jurídico desigual por idénticos servicios, toda vez que si el servicio es prestado por la misma persona que hizo la venta, el servicio sí forma parte de la base imponible del impuesto sobre las ventas; pero si el servicio es prestado por una tercera persona, el servicio ya no forma parte de esa base imponible. Aduce el accionante, que dicha norma permite que un mismo servicio sea gravable o no dependiendo de la persona que lo brinde, es decir, que idénticos servicios sean gravables o no dependiendo únicamente de quien lo preste. Esta definición daría lugar a que si los servicios profesionales idénticos a los prestados por la representada del accionante, hubieren sido prestados por terceros ajenos a dicha empresa, el monto correspondiente a esos servicios se considerarían no sujetos al impuesto general sobre las ventas, lo que evidencia un desigual tratamiento tributario para servicios profesionales idénticos, por lo que se impone un examen de razonabilidad y proporcionalidad del tratamiento tributario desigual de idénticos servicios. Afirma que no existe razón atendible para que las normas impugnadas dispensen a priori un tratamiento tributario desigual, y que la Administración Tributaria tiene potestades de control y fiscalización con las que puede determinar a posteriori si hubo algún tipo de abuso o conducta ilícita. 


	12-005133-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 3 de la Convención Colectiva del Consejo Nacional de Producción.
Resolución de las 8:21 horas del 09 de mayo del 2012.

Boletín judicial 122, 123, 124 del 25, 26 y 27 de junio del 2012.
	CONVENCIÓN COLECTIVA DEL CONSEJO NACIONAL DE PRODUCCIÓN

La norma se impugna en la medida que establece que el Consejo reconoce al Sindicato de Empleados del Consejo Nacional de Producción como la única agrupación representante de los trabajadores, comprometiéndose a tratar con ese sindicato todos los asuntos de carácter económico-social de índole laboral, disciplinario o conflictivo que se presenten en el desempeño de la función. Refiere que dicha norma contraviene los artículos 7, 25, 33 y 60 de la Constitución Política, y 2 y 3.2 del Convenio 87 de la Organización Internacional del Trabajo sobre libertad sindical. Estima que la norma cuestionada violenta de manera directa los núcleos esenciales de los derechos de sindicalización y de libre sindicalización, así como el principio de igualdad, pues vuelve nugatoria e ineficaz la creación de nuevos sindicatos dentro del Consejo, pues impide a los trabajadores escoger libremente al sindicato de su preferencia, toda vez que se otorgan privilegios a un único sindicato. Agrega que la norma impugnada obliga a los trabajadores a pertenecer a determinado sindicato si quieren obtener representación sindical reconocida dentro de la institución, además de que está impedida la creación de sindicatos nuevos porque estos no serían reconocidos por el Consejo. Aduce que reconocer privilegios a un sindicato y no al que el accionante representa, contraviene igualmente el principio de igualdad, creando una discriminación contraria a la ley. Señala no desconocer que en virtud del número de afiliados, un sindicato pueda tener preferencia sobre otros, pero que en este caso no se trata de una situación de preferencia o prevalencia, sino de exclusión, por lo que también se vulnera el derecho de libre asociación. 



	12-003394-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el ARTÍCULO 32 BIS DEL CÓDIGO COMERCIO.

Resolución de las 13:48 horas del 07 de mayo del 2012.

Boletín judicial 122, 123, 124 del 25, 26 y 27 de junio del 2012.
	RETIRO DE SOCIEDADES

La norma se impugna en cuanto el accionante alega que la empresa Inmobiliaria Los Jardines S.A., actualmente Cariari Country Club, Sociedad Anónima, como organización mercantil y respetando las disposiciones contenidas en el Código de Comercio, aprobó sus normas societarias incorporadas en sus estatutos sociales, que han regido entre otros aspectos los derechos de los socios. En la fecha en que fue aprobado el régimen societario, no se incluyó el derecho de receso, ni tampoco se adoptó ninguna previsión en ese sentido. La incorporación al régimen societario del derecho de receso es el resultado de la decisión del legislador al adicionar el artículo 32 bis del Código de Comercio, aquí impugnado, por lo que es un acto posterior y unilateral. El promovente estima que se trata de una intromisión legislativa arbitraria e injustificada, que altera el funcionamiento y fines del Club, así como de toda sociedad, y desconoce la libertad contractual y de asociación de todos sus miembros activos, en detrimento de situaciones jurídicas consolidadas. Señala que la normativa accionada añade la posiblidad de que los socios puedan separarse anticipadamente de la sociedad, con el consecuente reembolso del capital aportado. Agrega que la inclusión de este numeral en el Código de Comercio no ponderó correctamente sus efectos, ni resolvió apropiadamente su aplicación en el tiempo y espacio. Explica que los efectos del reconocimiento del derecho de receso a toda organización mercantil vienen a afectar y modificar claramente el funcionamiento establecido por las sociedades consolidades antes de su inclusión, lo cual violenta también el principio de irrectroactividad de la ley y a su vez, escapa del ámbito del numeral 28 de la Constitución Política, por cuanto invade la libertad de autoregulación que poseen las sociedades mercantiles. Agrega que el estatuto o contrato de la sociedad es la expresión de la voluntad de los asociados que rige el accionar de la misma respecto a un fin común, de modo que determinan todos sus componentes y reglas referentes a su organización y funcionamiento, ello con fundamento en el principio de libertad consagrado en los artículos 25 y 46 constitucionales. Estima que la garantía constitucional de irrectroactividad de la ley, se traduce en la certidumbre de que un cambio en el ordenamiento no puede tener la consecuencia de provocar una modificación perjudicial a una situación jurídica consolidada, y libremente convenida. Sin embargo, alega que dicha norma invade el ámbito privado de la sociedad, sin motivo de orden público y con efecto retractivo, excediendo con ello los parámetros de razonabilidad y proporcionalidad. 



	12-000462-0007-CO
	Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 4 del Reglamento para el Otorgamiento de Permiso Sanitario de Funcionamiento de los Casinos de Juego, Decreto Ejecutivo No. 34580, artículos 10 y 12 del Reglamento de Casinos, Decreto Ejecutivo No. 34581 y el artículo 1 de la Reforma al Reglamento de Casinos de Juego, Decreto Ejecutivo No. 35219-MP-J-S-MSP-G.

Resolución de las 11:09 del 09 de mayo del 2012. 

Boletín judicial 122, 123, 124 del 25, 26 y 27 de junio del 2012.
	REQUISITOS A CASINOS DE JUEGOS

Las normas se impugnan en cuanto señala que los casinos que representa tienen más de 10 años de existir y permanecer abiertos al públicos y que previo al Decreto Ejecutivo No. 34581, dichos negocios abrían las 24 horas del día, pagaban los tributos establecidos en la Ley 7088 y todos los años debían renovar su permiso sanitario de funcionamiento pagando un canon de 100 dólares anual. Con la entrada en vigencia del Decreto No. 34581 se modificaron tales condiciones a un horario de 18 horas, se determinó que la operación de las máquinas tragamonedas se debería hacer previa autorización del Ministerio de Seguridad Pública, Gobernación y Policía, se estableció que la actividad de casino debería ser llevada en forma exclusiva dentro de un hotel y como actividad accesoria a la de hospedaje. Asimismo, el Decreto 34580-F impuso a la actividad de casinos para el otorgamiento del permiso sanitario de funcionamiento un monto de $5000 anuales. Indica que a raíz de lo anterior sus poderdantes han sufrido un serio menoscabo en sus ecuaciones financieras, no solo al bajar sus ingresos, sino por limitar su horario de funcionamiento e incrementar el canon del permiso. En el año 2009 y ante los efectos adversos del decreto citado, entró en vigencia el Decreto Ejecutivo 35219, el cual modificó el horario de las 15 horas a las 5 horas por la afectación laboral que se había producido, sin embargo con ello no se subsanó el problema. Acusa que en claro abuso de la potestad reglamentaria, el Poder Ejecutivo redujo la actividad de los casinos en un 50% al haber reducido su horario de funcionamiento, limitando la actividad comercial con mayores restricciones que las establecidas por la Ley de Juegos No. 1922. En igual extralimitación incurre al exigir que un casino deba estar vinculado a un hotel vía reglamentaria y al aumentarse el canon en esa proporción, con lo cual se lesiona el principio de legalidad, de reserva legal y de libertad de empresarial. Indica que el aumento del canon en ese monto es inconstitucional, en tanto únicamente se aplica a los casinos, no a los demás empresarios mercantiles y además sin un estudio técnico que sustente dicho aumento, lo que violenta el principio de igualdad, de razonabilidad, proporcionalidad y de interdicción de la arbitrariedad. De igual modo estima que la reducción del horario no constituye una medida necesaria, idónea, ni proporcionada, ya que no evitará las circunstancias a las que se hizo alusión en los Decretos impugnados. Finalmente, refiere que con las normas impugnadas se produce una violación al interés social, ya que su actividad genera empleo y por ello un impacto positivo en la sociedad. 



	12-005960-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el ARTÍCULO 135 INCISO B DE LA LEY DE TRÁNSITO POR VÍAS PÚBLICAS TERRESTRES.

Resolución de las 13:19 hors del 22 de mayo del 2012

Boletín judicial 126, 127, 128 del 29 de junio, 2 y 3 de julio del 2012.
	MULTA DE TRÁNSITO POR NO PORTAR DOCUMENTOS

La norma se impugna en cuanto estiman que se violentan los principios de razonabilidad y proporcionalidad, ya que impone una multa de 72.120 colones más la pérdida de puntos de la licencia del conductor, por el solo hecho de circular por las calles sin portar los documentos indicados en el artículo 4 de la Ley de Tránsito, sea, portar el correspondiente certificado de propiedad. Consideran que la sanción de un tercio del salario mínimo mensual de la gran mayoría de trabajadores de este país, más la pérdida de los puntos, es irrazonable y desproporcionada, ya que no se está produciendo un daño a ningún bien jurídico de terceras personas o del Estado, únicamente se incumple un requisito administrativo. Aunado a lo anterior, indican que existen otros medios menos lesivos para verificar si el vehículo es robado, como una simple llamada telefónica o consulta electrónica a los Registros correspondientes, sin necesidad de afectar de esta manera la capacidad adquisitiva de las personas. Se trata de una infracción menor, pero el monto de la multa puede lesionar el ingreso mínimo vital de muchas familias. Lo anterior, por cuanto hay más 600 mil hogares en Costa Rica que reciben ingresos inferiores a 200.000 colones mensuales. Estiman que con estas multas lo pretendido es generar más ingresos para el COSEVI sin valorar el impacto económico en el bolsillo de las familias costarricenses. 


	12-006360-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 71 bis párrafo segundo, en relación con la pérdida de puntos en la licencia de conducir en los supuestos previstos en los artículos 130 incisos c) y f), 131 incisos g), l), j), 132 incisos f), g), h), l), 133 incisos c), d), e), g) y j), 134 incisos c), ch) y e), 136 incisos a) y ch), así como en contra del parámetro de proporcionalidad utilizado por el legislador para establecer las multas contenidas en los artículos 130, 131 y 132, el salario de un "Asistente Administrativo 1" del Poder Judicial. Todas normas de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, N° 7331 del 13 de abril de 1993.

Resolución de las 15:27 horas del 21 de mayo del 2012  

Boletín judicial 126, 127, 128 
del 29 de junio, 2 y 3 de julio del 2012.
	PROPORCIONALIDAD DE MULTAS EN LA LEY DE TRÁNSITO. PÉRDIDA DE PUNTOS DE LA LICENCIA

Las normas se impugnan en cuanto, y por conexidad, sancionan con pérdida de puntos al conductor de un vehículo, por acciones u omisiones atribuibles al propietario registral de aquel. Así, los chóferes y en general las personas que conducen vehículos propiedad de tercero como parte de una relación laboral, se ven sustancialmente afectados, no sólo con la sanción pecuniaria, sino además, con la rebaja de los puntos en su licencia de conducir. Ello compromete incluso su derecho al trabajo a corto o mediano plazo pues el artículo 71 bis dispone que la reducción o descuento de la totalidad de puntos de la licencia, provoca su suspensión en forma automática. Lo anterior genera no sólo una dislocación del fin perseguido por la norma, sino además de su propia idoneidad, pues la deficiencia legislativa apuntada sanciona sensiblemente a una persona que no se encuentra legitimada pasivamente para ser acreedora de la falta. La sanción que origina la pérdida de puntos en la licencia de aquellos conductores que no figuran como propietarios registrales y quienes conducen por encargo de aquellos, implica un traslado equivocado de la responsabilidad, por ficción deficiente de la norma, pues las faltas que originan las infracciones son de resorte exclusivo de los dueños de los vehículos. Las normas impugnadas, sancionan distintas faltas que son de resorte exclusivo del dueño del vehículo, pues en todos los casos se atribuyen por el no cumplimiento de permisos para la actividad de transporte a que se dedica el vehículo de transporte o de carga y que por sentido común corresponden al propietario de aquél, permisionario o concesionario de la actividad de transporte. Por otra parte, las multas económicas previstas en el párrafo primero de los artículos 130, 131 y 132 del Capítulo II, Sección I de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres lesionan el principio de proporcionalidad  por estar totalmente divorciadas de la realidad económica del país. Las sanciones pecuniarias impuestas por el Estado como sanción a una conducta ilícita prevista en una ley formal, deben tomar en consideración no solo las condiciones relativas a la levedad o gravedad de aquella, sino también la capacidad económica del infractor. El castigo al infractor y el propósito de disuadir a los miembros de un colectivo, no son excluyentes. Sin embargo, este propósito no se logra adecuadamente cuando en la norma sancionadora se hace abstracción de la capacidad económica del infractor pues cuando hay una notoria diferencia entre quienes si pueden pagar la multa y quienes no, en razón de sus insuficientes ingresos, la sanción resulta más onerosa para el infractor económicamente más débil, vulnerándosele los principios de igualdad y equidad, ampliamente reconocidos y garantizados en la Constitución Política. El bloque de constitucionalidad le impone al legislador, al imponer multas y sanciones, el deber de garantizar una justa y equitativa proporción entre el quantum de la sanción y las condiciones económicas del sancionado, además de una justa proporción con las circunstancias de modo, tiempo y lugar en los hechos atribuidos. El Estado sí puede establecer multas fijas; sin embargo, en tal caso, la referencia debe ser la capacidad económica de la población de menores ingresos. De lo contrario, se vulnerarían los principios de igualdad, razonabilidad y proporcionalidad y un principio elemental de equidad. En consecuencia, al establecerse en las normas impugnadas un salario que no responde al mínimo legal fijado y siendo que su aplicación porcentual podría atentar contra la subsistencia mínima vital de los habitantes, se considera que revisten vicios absolutos de inconstitucionalidad, debiéndose aplicar, una vez anuladas las normas, aquellas multas que con anterioridad a la reforma practica se encontraban vigentes. 


	12-002423-0007-CO
	Acciones de Inconstitucionalidad (2423-12 y 3381-12) contra la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas No. 6836

Resolución de las 11:03 del 21 de marzo del 2012
Boletín judicial 126, 127, 128 del 29 de junio, 2 y 3 de julio del 2012.
	INCENTIVOS MÉDICOS

En forma específica el accionante solicita se declare la inconstitucionalidad de la siguientes frases contenidas en varios artículos de la Ley de Incentivos Médicos, N° 6838.  Del artículo 1: “…un incremento anual de un 3.5% sobre el salario base…”; del artículo 5: “…un 5.5.% por cada año de antigüedad en el servicio, incluido el trabajo realizado en cualquier institución del Estado”; del artículo 16: “…las personas profesionales en Nutrición, con grado académico de Licenciatura o uno superior, tendrán un aumento anual de un tres como cinco por ciento (3.5%) calculado sobre el salario base…”; del artículo 17: “…y un incremento anual del 3,5% sobre el salario base…”; y del artículo 25: “…La anualidad es un tres como cinco por ciento (3,5%) calculada sobre el salario base, se reconocerá para las personas profesionales en Enfermería, con grado académico de Licenciatura o uno superior…”. Alegan que la normativa impugnada lesiona los principios constitucionales de razonabilidad, racionalidad, proporcionalidad, justicia, equilibrio presupuestario, control efectivo del sano manejo de los fondos públicos, rendición de cuentas, adecuada distribución de la riqueza. Afirman que las prerrogativas y privilegios que contienen dichas disposiciones evidencian la irresponsabilidad, tanto del Poder Legislativo (amparado en su discrecionalidad legislativa) como del Ejecutivo, al ceder a la presión de distintos gremios y promulgar y resellar (sic) una ley que distribuye en pocas manos el capital económico que han aportado con el pago de los impuestos, todos los costarricenses, lesionando así lo dispuesto en el artículo 50 Constitucional. Esas normas, por la misma razón, lesionan el derecho a la salud de los costarricenses, pues obligan  a la Caja Costarricense del Seguro Social (patrono del cual depende la gran mayoría de los profesionales en ciencias médicas que se benefician de ese incentivo) a transferir dineros públicos que deberían ser utilizados para mejorar la atención de los servicios en salud que actualmente se brindan de manera deficiente y precaria. Ello por cuanto un 70% del presupuesto de la institución se debe emplear en el pago de salarios. Finalmente, manifiestan que se violenta el artículo 73 de la Constitución Política, en la medida que el legislador, al aprobar la ley cuestionada, debió dar audiencia a la Caja Costarricense de Seguro Social, con el fin de que se pronunciara sobre la oportunidad y conveniencia que implicaba su aprobación para el ejercicio de la actividad administrativa. No obstante, en la tramitación de la ley no se cumplió el citado requerimiento formal y material. 


	12-003955-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el párrafo 3° del artículo  27 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, N.6898 de 7 de febrero de 1995.

Resolución de las 15:42 horas del 15 de mayo del 2012.
Boletín judicial 126, 127, 128 del 29 de junio, 2 y 3 de julio del 2012.
	PENSIÓN POR ORFANDAD

La norma se impugna por cuanto, al impedir que el huérfano, sano o enfermo, goce de la pensión de ambos padres que han cotizado en forma individual para una pensión del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, lesiona  los artículos 51 y 74 de la Constitución Política que obligan a la protección del niño y el enfermo desvalido y contemplan los principios de justicia social y solidaridad. La norma viola también el principio de intangibilidad del patrimonio y no confiscación, contemplados en los artículos 40 y 45 de la Constitución Política respectivamente, pues el huérfano queda desprotegido con la ayuda de un solo padre, porque en vida ambos le dieron apoyo y protección. Además la norma viola, en el caso de los huérfanos con discapacidad, el artículo artículo 28 de la ley 8661 que es la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, en la que los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a un nivel de vida adecuado, para ellos y sus familias, lo cual incluye alimentación, vestido y vivienda adecuados, y el derecho a la mejora continua de sus condiciones de vida, y se comprometen a adoptar las medidas para salvaguardar y promover el ejercicio de este derecho sin discriminación por razón de discapacidad. 


	12-005740-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 42, 43 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 2, 6 y 8 del Reglamento para el pago de incapacidades por enfermedad y maternidad a empleados del Poder Judicial.

Resolución de las 10:50 horas del 25 de mayo del 2012

Boletín judicial 126, 127, 128 del 29 de junio, 2 y 3 de julio del 2012.
	PAGO DE INCAPACIDADES EN EL PODER JUDICIAL

Específicamente se impugnan las frases que a continuación se indican: de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el artículo 42, primer párrafo la frase: “tramitará la licencia con goce de sueldo”. En el tercer párrafo, la frase “el goce de salario”. Del artículo 43, en su primer párrafo la frase “motive licencia con goce de sueldo”. Del artículo 44, en su segundo párrafo las frases “o de las que se conceden con goce de sueldo” y “por motivos de enfermedad”. Del Reglamento para el pago de incapacidades por enfermedad y maternidad a empleados del Poder Judicial: en el artículo 2, las siguientes frases: “El pago de las incapacidades por enfermedad” y “se considera como salario que el Poder Judicial paga a sus trabajadores, de conformidad con lo establecido en el artículo 42 de la Ley Orgánica”. En el artículo 6, la siguiente frase: “el Poder Judicial asumirá el pago total de la incapacidad, por medio de licencia con goce de sueldo, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 42 de la Ley Orgánica.” Del artículo 8, las siguientes frases “Cuando se trate de una incapacidad por enfermedad” “corresponderá al Poder Judicial el pago del salario conforme lo establecen los artículos 42, 43 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, como licencias con goce de sueldo.” “El monto total como sueldo será girado por el Poder Judicial.” Se alega que las normas son contrarias al Derecho de la Constitución, por alterar la naturaleza jurídica del salario y del subsidio de incapacidad por enfermedad y con ello la funcionalidad del sistema de seguridad social –artículos 57 y 73-; por violentar los principios constitucionales de igualdad y no discriminación –numerales 33, 57 y 68-, limitación al gasto público, especificación presupuestaria y especialidad cuantitativa y cualitativa del gasto público –ordinales 176 y 180-; de publicidad y transparencia, razonablilidad y proporcionalidad y, finalmente, por disponer un uso ineficiente de los fondos públicos así como limitar el ejercicio de las potestades de fiscalización de la Contraloría General –artículo 183- todos de la Constitución Política. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República y al Presidente de la Corte Suprema de Justicia. Las normas se impugnan en cuanto , a partir de una perversión del subsidio de incapacidad por enfermedad –equiparándolo indebidamente a un pago de naturaleza salarial- han creado un privilegio exclusivo y excluyente a favor de un grupo selecto de servidores públicos –los del Poder Judicial- sin contar con una base objetiva de respaldo y en detrimento de una serie de normas y principios constitucionales, potenciando así una disposición desmedida y abusiva de fondos públicos. 




	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	120
	21 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03952

Expediente 12-001328-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para el conductor que conduzca un automotor que no porte en la parte trasera los dispositivos proyectores de luz roja. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora, Cruz y Rueda Salvan el Voto y declaran Sin Lugar la Acción.-



	121
	22 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03945

Expediente 11-015813-0007-CO. A las dieciséis horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 132 inciso k) de la Ley de Transito por Vías Públicas Terrestres. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 132 inciso k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en relación con lo dispuesto en el artículo 98 inciso a), numeral 1) de la misma Ley, específicamente la multa que se impone al conductor de taxi por irrespetar las zonas de parada establecidas por el Consejo de Transporte Público. En cuanto a la alegada violación del derecho al trabajo y al principio de non bis in ídem, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. El Magistrado Rueda Leal concurre con el voto pero pone nota. Notifíquese. -



	125
	28 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03940

Expediente 10-008059-0007-CO. A las dieciséis horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 133.h de la Ley de Tránsito por vías terrestres No. 7331 del 13 de abril de 1994 y sus reformas. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 133 inciso h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en relación con lo dispuesto en el artículo 96 inciso d) de la misma Ley. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda Leal pone nota.--




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03940

Expediente 10-008059-0007-CO. A las dieciséis horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 133.h de la Ley de Tránsito por vías terrestres No. 7331 del 13 de abril de 1994 y sus reformas. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 133 inciso h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en relación con lo dispuesto en el artículo 96 inciso d) de la misma Ley. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda Leal pone nota.--



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03941

Expediente 11-011337-0007-CO. A las dieciséis horas con veintiún minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso b) en relación al artículo 104 inciso d) de la Ley de Tránsito N° 7331 del 13-04-1993 y sus reformas parcial Ley sobre el Uso del Chaleco Retrorreflectivo. Se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Calzada y Castillo salvan el voto y declaran con lugar la acción. Los Magistrados Guerrero y Armijo ponen nota.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03939

Expediente 11-000497-0007-CO. A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 115 y 131 inciso e) de la Ley de Tránsito y contra toda la Ley indicada. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Castillo salva el voto y declara con lugar la acción. El Magistrado Gilbert Armijo consigna nota.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03945

Expediente 11-015813-0007-CO. A las dieciséis horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 132 inciso k) de la Ley de Transito por Vías Públicas Terrestres. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 132 inciso k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en relación con lo dispuesto en el artículo 98 inciso a), numeral 1) de la misma Ley, específicamente la multa que se impone al conductor de taxi por irrespetar las zonas de parada establecidas por el Consejo de Transporte Público. En cuanto a la alegada violación del derecho al trabajo y al principio de non bis in ídem, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. El Magistrado Rueda Leal concurre con el voto pero pone nota. Notifíquese. -



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03947

Expediente 12-000682-0007-CO. A las dieciséis horas con veintisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 134.c y 32.1.m de la Ley de Tránsito N° 7331. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado m) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para el conductor que no porte el chaleco retrorreflectivo. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda pone nota.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03950

Expediente 12-001129-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 134 inciso c) en relación con el 32 inciso 1), apartado 1) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, N° 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado l) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para el conductor que no porte un extintor de incendios en perfecto estado de funcionamiento. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda pone nota. -



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03942

Expediente 11-012519-0007-CO. A las dieciséis horas con veintidós minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 131, inciso A de la Ley de Transito por vías Publicas Terrestres. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso a) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en relación con lo dispuesto en el artículo 108 de la misma Ley. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiese pagado, cuyos actos esten firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda pone nota.-



	108-109-110
	05-06-07 de 

junio del 2012
	Sentencia 2012-03943

Expediente 11-012999-0007-CO. A las dieciséis horas con veintitrés minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso A de la Ley de Tránsito por las Vías Terrestres N° 7331 del 22 de abril de 1993. Estése a lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad número 12-012519-0007-CO resuelta por sentencia número 2012-03942 de las dieciséis horas con veintidós minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce.



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03944

Expediente 11-014415-0007-CO. A las dieciséis horas con veinticuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 130 inciso c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03949

Expediente 11-015511-0007-CO. A las dieciséis horas con veintinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el Artículo 132 de la Ley por Vías Publicas y Terrestres N° 7331 del 13 de abril de 1993. Estése a lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad número 12-000907-0007-CO resuelta por sentencia número 2012-03948 de las dieciséis horas con veintiocho minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce.



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03946

Expediente 12-000129-0007-CO. A las dieciséis horas con veintiséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso h de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres N° 7331 del 13 de abril de 1993 t sus reformas parciales a Ley N° 8696. Estése a lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad número 10-008059-0007-CO resuelta por sentencia número 2012-03940 de las dieciséis horas con veinte minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce.



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03948

Expediente 12-000907-0007-CO. A las dieciséis horas con veintiocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el inciso N) del artículo 132 de la Ley de Tránsito N° 7331. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 132 inciso n) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda Pone Nota.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03951

Expediente 12-001288-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso 1) de la Ley de Tránsito por Vías Terrestres. Se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Mora, Calzada y Castillo salvan el voto y declaran con lugar la Acción.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03952

Expediente 12-001328-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 134 inciso c) en relación con el artículo 32 inciso 1) apartado h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción para el conductor que conduzca un automotor que no porte en la parte trasera los dispositivos proyectores de luz roja. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora, Cruz y Rueda Salvan el Voto y declaran Sin Lugar la Acción.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-03953

Expediente 12-001691-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 133 inciso ch de la Ley de Tránsito N° 7331 del 13 de abril de 1994. Se declara sin lugar la Acción. El Magistrado Castillo Salva el Voto, declara con lugar el recurso con sus consecuencias. La Magistrada Calzada Pone Nota.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-04152

Expediente 11-012631-0007-CO. A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad contra Acto Legislativo que tuvo lugar en la Sesión Plenaria Número 76 del 27 de setiembre de 2011. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Calzada y Piza ponen nota y dan razones diferentes.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-04151

Expediente 11-012867-0007-CO. A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 208 Bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción. El Magistrado Piza concurre con la mayoría, pero da razones diferentes.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-04939

Expediente 10-008129-0007-CO. A las quince horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Cámara de Patentados de Costa Rica, Asociación Costarricense de la Industria Fonográfica y Afines contra –aplicación del artículo 52 de la Ley de Protección de Procedimientos de Observancia de Derechos de Propiedad Intelectual. Se declara sin lugar la acción.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-04940

Expediente 10-017768-0007-CO. A las quince horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Compañía Nestle Costa Rica Sociedad Anónima, Rodrigo de Assis Romera, Compañía Merck Sharp & Dhome I. A. Corp Sucursal Costa Rica en contra de la Directriz Interpretativa No. 20-03 denominada “Tratamiento Fiscal de los Precios de Transferencia, según Valor Normal de Mercado”, dictada por el Director General de Tributación el día 10 de junio de 2003. Se declara sin lugar el recurso.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-04942

Expediente 11-000738-0007-CO. A las quince horas con treinta y nueve minutos. Acción de inconstitucionalidad. Maria Gisela Ortiz Rivera, Secretario General de la Unión de Personal del Instituto Nacional de Seguros en contra del artículo 160 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros y disposiciones para la aplicación del Beneficio por incapacidad firmadas por la Gerencia.- Se rechaza por el fondo la acción en relación con el artículo 160 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 5 de las Disposiciones para la Aplicación del Beneficio por Incapacidad, aprobadas por la Gerencia del Instituto Nacional de Seguros, el trece de diciembre del dos mil seis, mediante memorando resolutivo número 2006-2127, por infracción al derecho a la Salud, al derecho al Trabajo y al derecho a la seguridad social. En lo demás, se declara sin lugar la acción. De conformidad con los artículos 91 y 93 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se dimensionan los efectos en el sentido de que la presente declaratoria de inconstitucionalidad no afecta aquellos despidos que se hubieran consolidado antes de la fecha de publicación del primer aviso acerca de la interposición de este proceso -Boletín Judicial número 93 del dieciséis de mayo de dos mil once-, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Se exceptúa el caso concreto que sirvió de base a esta acción, en relación con el cual la retroactividad es de principio. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. La Magistrada Calzada y el Magistrado Hernández salvan el voto y rechazan de plano la acción.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-04936

Expediente 11-008846-0007-CO. A las quince horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Andrés Bermúdez Rodriguez, Asociación Nacional de Industriales del Sector Arrocero de Costa Rica, José Pablo Sánchez Hernández, Adolfo Herrera Pérez, Agroinsumos de la Península S. A, Alexander Lara Arrieta, Alfredo Soto Elizondo, Alvaro Meza Rodríguez en contra del Artículo 33 de la Ley 8285 Ley de Creación de la Corporación Arrocera. Se rechaza el desistimiento presentado. Se declara sin lugar la acción.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-05284

Expediente 10-009086-0007-CO. A las quince horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 5 frase final, Ley General de Pensiones a cargo del Presupuesto Nacional N°. 7302 y –artículo 15 del Reglamento de la Ley General de Pensiones a cargo del Presupuesto Nacional. Decreto Ejecutivo 33080-mtss-h. Se declara con lugar la acción. En consecuencia debe interpretarse la frase final del artículo 5° de la Ley General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, Ley #7302 y el artículo 15 de su Reglamento, Decreto Ejecutivo #33080-MTSS-H en el sentido que ambas normas incluyen el rubro salarial denominado desarraigo. Esta sentencia tiene efectos declarativos, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surte efectos generales a partir de la publicación del primer aviso en el Boletín Judicial acerca de la admisión a trámite de la presente acción. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y a la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-05285

Expediente 11-008441-0007-CO. A las quince horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo 35368 MAG-S-MINAET. Se rechazan de plano las acciones acumuladas.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-05250

Expediente 11-09987-0007-CO. A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 131 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Intervinieron también en el proceso Magda Inés Rojas Chaves, Procuradora General Adjunta en representación de la Procuraduría General de la República y Carlos E. Rivas Fernández, apoderado general judicial del Consejo de Seguridad Vial. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso ch) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara sin lugar la acción. Los Magistrados Rueda y Piza ponen nota.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-05249

Expediente 12-00128-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en cuanto establece una sanción del 75% de un salario base mensual correspondiente al "auxiliar administrativo I", que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, a quien irrespete la señal fija de solo viraje a la derecha. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a los artículos 152 y 153 de la misma Ley. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara sin lugar la acción. Los Magistrados Rueda y Piza ponen nota.-

	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-05593

Expediente 10-008753-0007-CO. A las dieciséis horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alvaro Sagot Rodríguez, Esther Badilla Mora, Karina del Carmen Rodríguez Méndez contra Artículo 24 del Reglamento de Procedimientos del Tribunal Ambiental Administrativo. Decreto número 31136mp-minae. Se declara CON lugar la acción, en consecuencia se elimina la palabra "privada" del artículo 24 del Reglamento de Procedimiento del Tribunal Ambiental Administrativo, debiendo interpretarse que la audiencia allí mencionada es pública, salvo resolución razonada que establezca lo contrario. Esta sentencia tiene efectos declarativos, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surte efectos generales a partir de la fecha de esta resolución. Comuníquese este pronunciamiento al Poder Ejecutivo y al Tribunal Ambiental Administrativo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-


	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-05594

Expediente 09-010624-0007-CO. A las dieciséis horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Lucía Luján Gallegos contra Artículos 27 inciso d), y 52 del Reglamento de Seguro de Salud de la Caja Costarricense del Seguro Social. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta contra los artículos 27 inciso d) y 52 del Reglamento del Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social por omitir como beneficiaria, cuando fallezcan hijos menores de edad, a las mujeres aseguradas directas que tengan la condición de madres solas, jefas de hogar y único sostén económico de su núcleo familiar. Se otorga a la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social un plazo de dos meses, contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, para que apruebe las reformas requeridas para que la prestación en dinero por ayuda económica para gastos de funeral sea conferida también a las mujeres aseguradas directas que tengan la condición de madres solas, jefas de hogar y único sostén económico de su núcleo familiar, cuando fallezcan hijos menores de edad. Esta sentencia surtirá efecto hacia el futuro, a partir de su publicación íntegra en el Boletín Judicial, y solo tendrá eficacia retroactiva para la parte aquí accionante, así como para las mujeres aseguradas directas que tengan la condición antes especificada y hubieren presentado reclamos administrativos o procesos judiciales para el cobro de ayudas de este tipo, a partir de la fecha de interposición de esta acción, el 20 de julio de 2009. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Además de las partes del proceso, notifíquese a la Asamblea Legislativa, en la persona de su Presidente, y al Poder Ejecutivo, en la persona del Ministro de la Presidencia, así como a las Presidentas Ejecutivas del Patronato Nacional de la Infancia y el Instituto Nacional de las Mujeres.


	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-05522
Expediente 11-005104-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Gerardo Valle Sequeira, Presidente de la Caja de Préstamos y Descuentos del Poder Judicial contra el artículo 9 de la Ley Constitutiva de la Caja de Préstamos y Descuentos de los Empleados del Poder Judicial, Ley 2028 del 16 de junio de 1956 reformada por Ley 6063 del 09 de julio de I977. Se rechaza por el fondo la acción.-  


	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-05520

Expediente 11-005462-0007-CO. A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. J. FEDERICO CAMPOS CALDERÓN en contra del artículo 20 de la Ley sobre Patrimonio Nacional Arqueológico, número 6703 de 28 de diciembre de 1981, por estimarlo contrario a los artículos 28, 33 y 39 de la Constitución Política, al principio constitucional de razonabilidad y proporcionalidad y al artículo 9 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos. Se declara sin lugar la acción planteada.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-05596

Expediente 11-011326-0007-CO. A las dieciséis horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Alicia Fournier Vargas, Francisco Chacón González, Juan Bosco Acevedo, Sianay Villalobos Arguello contra el Acto Legislativo de Integración de la Subcomisión que analizará y rendirá criterio sobre el presupuesto ordinario de la República para el ejercicio económico 2012. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el punto C.1 de la sesión extraordinaria No. 32 del 5 de septiembre de 2011 de la Comisión Permanente de Asuntos Hacendarios, por la manera en que integró la Subcomisión destinada para estudiar y dictaminar el Proyecto de Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico de 2012, expediente legislativo No. 18.234. Sin embargo, de conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta sentencia para que las consecuencias de esta declaratoria de inconstitucionalidad no afecten la validez de los acuerdos tomados por las comisiones parlamentarias mencionadas. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar la acción.-



	108-109-110
	05-06-07 de junio del 2012
	Sentencia 2012-05590

Expediente 10-004035-0007-CO. A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad.- Yashin Castrillo Fernández contra Artículo 10 del Reglamento de Salud de la Caja Costarricense del Seguro Social, Resolución número 003-229-10 del 09-03-2010 de la Caja Costarricense del Seguro Social. Se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Armijo Sancho, Jinesta Lobo y Cruz Castro salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias. El Magistrado Castillo Víquez da razones adicionales y el Magistrado Cruz Castro pone nota.



	119-120-121
	20-21-22 de junio del 2012
	Sentencia 2012-06416

Expediente 07-05667-0007-CO. A las nueve horas. Acción de Inconstitucionalidad. Rocío Aguilar Montoya, mayor, casada, licenciada en administración de negocios y en derecho, vecina de San José, cédula de identidad número 1-556-040, en su condición de Contralora General de la República en contra de la omisión en la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2007, #8562, título 210, de incluir el monto del gasto público en educación estatal previsto en el artículo 78 de la Constitución Política. Intervinieron también en el proceso Ana Lorena Brenes Esquivel, en su condición de Procuradora General de la República, José Luis Araya Alpízar en su carácter de Ministro de Hacienda a. i. y Lisbeth Quesada Tristán, en su calidad de Defensora de los Habitantes, como coadyuvante. Se declara con lugar la acción, y, en consecuencia, inconstitucional la omisión del título 210 de la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2007, Ley 8562, de cubrir el monto mínimo de gasto público en educación estatal, previsto en el artículo 78 de la Constitución Política, en ese momento del 6% del PIB. Por conexidad, se declara inconstitucional la omisión del título 210 de la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2008, Ley 8627, de prever un monto equivalente o superior al 6% anual del PIB para la educación estatal. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora, Rueda y Araya dan razones diferentes.-



	119-120-121
	20-21-22 de junio del 2012
	Sentencia 2012-06410

Expediente 09-06130-0007-CO. A las dieciséis horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Artículos 5 y 7 de la Ley de Impuestos Municipales del Cantón de Alajuela. No. 8236. Se declara sin lugar la acción de Inconstitucionalidad.-



	119-120-121
	20-21-22 de junio del 2012
	Sentencia 2012-06408

Expediente 10-15565-0007-CO. A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Transitorio Único de la Ley número 8701 del trece de enero del dos mil nueve. Intervienen en el proceso Ana Lorena Brenes Esquivel, en su calidad de Procuradora General de la República e Ileana Balmaceda Arias, en representación de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-



	119-120-121
	20-21-22 de junio del 2012
	Sentencia 2012-06413

Expediente 10-08427-0007-CO. A las dieciséis horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Decreto Ejecutivo No. 22072-MEP del 25 de abril de 1993. Se declara sin lugar la acción.-



	119-120-121
	20-21-22 de junio del 2012
	Sentencia 2012-06409

Expediente 10-06963-0007-CO. A las dieciséis horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 351 del Código Penal, en la parte que señala, sea de cualquier otro modo. Se declara sin lugar la acción.-



	119-120-121
	20-21-22 de junio del 2012
	Sentencia 2012-05924

Expediente 11-09743-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 221 párrafo primero y 154 párrafo segundo de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Se declara sin lugar la acción. Tómese nota de lo dispuesto en el último considerando de esta sentencia.-



	120-121-122
	21-22-25 de junio del 2012
	Sentencia 2012-05967

Expediente 11-07728-0007-CO. A las dieciséis horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del ARTÍCULO 2 Y 3 DE EL TRANSITORIO ÚNICO DEL DECRETO EJECUTIVO N° 30389-H Y LOS CRITERIOS DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE LA TRIBUTACIÓN NÚMERO 799 DEL 13DE MAYO DE 1996 Y 1275 DEL 29 DE JULIO DE 1997, por estimarlo contrario a los artículos 11, 121 inciso 13 y 129 de la Constitución Política. Se declara SIN LUGAR la acción planteada en cuanto se dirige contra artículos 2 y 3 del Decreto Ejecutivo número 30389-H del dos de mayo de dos mil dos. En lo demás, se rechaza plano. El Magistrado Jinesta pone nota.-



	120-121-122
	21-22-25 de junio del 2012
	Sentencia 2012-05922

Expediente 09-02958-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 30 y el Transitorio III de la Ley N° 8718 “Ley de autorización para el cambio de nombre de la junta de protección social y establecimiento de la distribución de rentas de las loterías nacionales”. Intervinieron también en el proceso María Luisa Ávila Agüero, Ministra de Salud, Eduardo Doryan Garrón, Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense del Seguro Social, Francisco Antonio Pacheco Fernández, Presidente de la Asamblea Legislativa y Ana Lorena Brenes Esquivel en representación de la Procuraduría General de la República. Se declara sin lugar la acción en relación con la presunta violación al principio de conexidad. En lo demás, se rechaza de plano.-



	120-121-122
	21-22-25 de junio del 2012
	Sentencia 2012-05973

Expediente 09-09009-0007-CO. A las dieciséis horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 81 de la Ley número 7786 del treinta de abril de mil novecientos noventa y ocho, reformado por la Ley número 8204 del veintiséis de abril del dos mil uno. Se declara inadmisible la acción con relación a los subincisos 1, 2 y 5 del inciso a) y al inciso b), subinciso 1, del artículo 81 de la Ley número 7786 del treinta de abril de mil novecientos noventa y ocho, reformado por la Ley número 8204 del veintiséis de abril del dos mil uno; inadmisible la acción con relación al texto actualmente vigente del artículo 81, reformado por Ley 8719 de cuatro de marzo de dos mil nueve. Se declara sin lugar la acción en cuanto a los demás extremos.-



	125-126-127
	28-29 de junio y 02 de julio del 2012
	Sentencia 2012-06877

Expediente 11-010973-0007-CO. A las dieciséis horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 133 Inciso H), Artículo 71 Bis Inciso E) Ambos de la Ley de Tránsito. Se declara parcialmente CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula el artículo 133 inciso h) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres reformado por el inciso p) del artículo 1° de la ley N° 8696 de 17 de diciembre de 2008, en relación con lo dispuesto en el artículo 96 inciso b) de la misma Ley. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto al artículo 71 bis inciso e) de la misma Ley. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Rueda Leal pone nota
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ACCIONES Y CONSULTAS

CIVIL. 7439-12. INCIDENTES Y SUSPENSIÓN DEL REMATE. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 654 del Código Procesal Civil. La norma señala lo siguiente que no obstante que antes de efectuarse el remate se presentare, por parte del ejecutado, algún incidente que tienda a suspenderlo o que produzca ese resultado, la subasta se llevará a cabo; pero se advertirá a los interesados que la venta se hace a reserva de que se aprobará o improbará, según que se admita o rechace por el tribunal la articulación promovida. Igual regla se observará cuando se haya ordenado instruir proceso penal por la falsedad del documento base de la ejecución, caso en el cual el remate no se aprobará mientras no esté definido el proceso penal, y quedará a opción del rematante mantener o no la propuesta. Si después de verificado un remate se promoviere un incidente para anularlo, no se le dará curso, y el remate se tendrá por firme y valedero en el caso de que un tercero fuera el comprador. Sólo se oirá el incidente, si el rematante fuere alguna de las partes o si el rematante extraño al proceso hubiere cedido, en los tres días siguientes al remate, su derecho a una de las partes. El remate no se suspenderá sino cuando así lo pida el ejecutante. Se considera que debe suspenderse en el remate en casos en donde haya un proceso penal pendiente sobre los documentos que le dan sustento. En este caso, no se aporta ningún parámetro que permita hacer una análisis de razonabilidad de la norma, considera la Sala que el asunto planteado trata de apreciaciones subjetivas que no tienen que ver con asuntos de constitucionalidad, razón por la cual, procede rechazar de plano el recurso. Se rechaza de plano la acción. RP
COMERCIO. 7445-12. REQUISITOS PARA CONTRATACIÓN DE EXAMINADORES DE LA OFICINA DE PATENTES. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 2, 7, 14, 15 y 16 del Reglamento para la Contratación de Examinadores para la Oficina de Patentes del Registro de la Propiedad Industrial. No. 12-2010 del 18-03-10. Publicado en La Gaceta 85 del 04-05-10. Acuerdo J135 de la Junta Administrativa del Registro Nacional. La norma establece el pago para que previo a todo registro, se haga un estudio sobre la novedad, el nivel inventivo y la aplicación industrial de las solicitudes de patente de invención, diseños industriales y modelos de utilidad, considera el accionante que la parte no tiene posibilidad de determinar si existe un conflicto de intereses con el perito designado. Lo que se plantea en este caso, es la contradicción existente entre el Reglamento y la Ley de Patentes, lo cual, la Sala reiteradamente ha dicho que es un asunto de legalidad que debe plantearse en vía contenciosa. Se cita la sentencia 1149-00. Se rechaza de plano la acción. RP
COMERCIO. 7456-12. REGULACIÓN DEL PORTEO EN SANTA CRUZ. Acción de inconstitucionalidad contra el Reglamento para el Otorgamiento de Licencias a la Actividad del Porteo de la Municipalidad de Santa Cruz. Aprobado mediante artículo 4 inciso 4 de la sesión 45-2009 del 24-02-2009. Se cuestiona el reglamento en tanto establece la actividad de porteo como una actividad comercial libre, lo cual no tiene autorización del Estado. En este caso, la acción se rechaza por carecer de los requisitos establecidos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional. RP
MUNICIPALIDAD. 7473-12. ACUERDO MUNICIPAL. Acción de inconstitucionalidad contra el Acuerdo Municipal No. 2386-SM-10, artículo 1, capítulo 6. Sesión ordinaria 47-10 del 23-11-2010. Municipalidad de Alajuela. Se acusa que se imponen restricciones a la construcción de condominios. Este caso se rechaza por que no hay asunto base, no viene autenticado el libelo de interposición y no se aportaron las especies fiscales. Se rechaza de plano la acción. RP
NOTARIAL. 7461-12. TRADUCCIONES EN MATERIA NOTARIAL. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 109 del Código Notarial. Ley No. 7764. La norma señala que el Notario Público, por sí y bajo su responsabilidad, podrá autorizar sus propias traducciones de documentos, instrumentos, cartas u otras piezas no redactadas en idioma distinto del español. A la traducción, deberá adjuntársele el original o una copia autenticada por el notario, quien consignará en el documento original la razón de identidad correspondiente; además, deberá dejarse una reproducción en el archivo de referencias. Las traducciones surtirán los efectos del documento traducido, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 107. Se acusa que la norma se opone a la Ley de Traducciones oficiales. Se rechaza de plano la acción por no constituir medio razonable para amparar el derecho que se considera lesionado, pues el amparo base fue rechazado. Se rechaza de plano la acción. RP
PODER JUDICIAL. 7462-12. RESOLUCIÓN JUDICIAL. Acción de inconstitucionalidad contra las sentencias 127-P-08 del Tribunal Superior Penal de Puntarenas y Resolución 1101-10 de la Sala Tercera. Se impugna el fundamento de la sentencia, porque va contra lo establecido en el artículo 129 de la Constitución Política, que señala que nadie puede alegar ignorancia de la ley. Se rechaza de plano la acción porque según lo dispone el artículo 10 de la Constitución y 74 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no cabe acción de inconstitucionalidad contra actos jurisdiccionales, en este asunto se impugnan por esta vía dos sentencias emitidas en un caso concreto. Se rechaza de plano la acción. RP
TRANSITO. 7425-12. MULTA QUE SE IMPONE AL CONDUCTOR DE TAXI POR IRRESPETAR LAS ZONAS DE PARADA ESTABLECIDAS POR EL CONSEJO DE TRANSPORTE PÚBLICO. SE CORRIGE ERROR MATERIAL. Se corrige el error material que contiene la sentencia No. 2012-003945 de las dieciséis horas y veinticinco minutos del veintiuno de marzo del dos mil doce, dictada en la acción de inconstitucionalidad número 11-015813-0007-CO, y se advierte que el artículo 132 inciso k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, se anula en relación con lo dispuesto en el artículo 98 inciso "b)", y no como por error material se indicó en esa resolución. En consecuencia, en la segunda frase del Por tanto de esa sentencia, entre las palabras "en relación con" y "de la misma Ley", léase correctamente como sigue: "lo dispuesto en el artículo 98 inciso b), numeral 1)". La misma corrección deberá tenerse por hecha en los Considerandos III y VII de la sentencia.  Comuníquese esta resolución aclaratoria a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquesele íntegramente en el Boletín Judicial.

ASAMBLEA LEGISLATIVA. 7896-12. NORMA ATÍPICA. Acción de Inconstitucionalidad contra Ley de Presupuesto Extraordinario N° 6963 del 31-06-1984, Artículo 48. La norma autorizó al MOPT a trasladar el terreno del aeropuerto de Paquita, a la Municipalidad de Aguirre, con el fin de llevar a cabo un programa de vivienda para familias de escasos recursos. Se rechaza el recurso porque carece de asunto base. Se rechaza de plano la acción. RP
CIVIL. 7912-12. DEBERES ALIMENTARIOS DENTRO DE UN PROCESO SUCESORIO Consulta Judicial referente al artículo 939 Código Procesal Civil. La norma señala que  “instancia de interesados, el tribunal podrá mandar que de los productos de la administración se les entregue a los herederos, legatarios o cónyuge sobreviviente, por concepto de alimentos, hasta la cantidad que respectivamente pueda corresponderles, como renta líquida de los bienes a que tengan derecho…Cuando haya dinero que no produzca rentas, previa autorización del tribunal, el albacea podrá colocarlos en depósitos nominativos a plazo en bancos estatales, con el objeto de que se les paguen alimentos a las personas mencionadas en el párrafo anterior, siempre y cuando no se comprometa o dificulte la ulterior partición; también podrá entregarles sumas de dinero, entendiéndose que la entrega es a buena cuenta de lo que en definitiva le corresponda al heredero dentro del caudal hereditario. El consultante considera que esta norma contraviene la normativa internacional de protección de menores, pues la deuda por alimentos supera la cuota hereditaria. En este caso, señala la Sala que la Consulta carece de las formalidades legalmente requeridas para su planteamiento, razón por lo que corresponde es declarar su inadmisibilidad. No ha lugar a evacuar la consulta.
COMERCIO. 7897-12. SODAS EN CENTROS EDUCATIVOS. Acción de Inconstitucionalidad contra Decreto Ejecutivo 36910. Reglamento para el Funcionamiento y Administración del Servicio de Soda en los Centros Educativos Públicos. Gaceta Digital No. 7 del 12 de enero del 2012. Se acusa que por vía de reglamento se limita la libertad de comercio, la autonomía municipal, el derecho al trabajo, entre otros. En este caso, se indican que esta Sala se ha referido en reiteradas oportunidades al derecho fundamental a la salud, y ha establecido que la Organización Mundial de la Salud (OMS) en su Constitución -adoptada en Nueva York en 1946-, definió la salud como el estado de completo bienestar físico, mental, espiritual, emocional y social, y no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades. Se citan los votos 1915-92, 11222-03, 7602-10 y tomando en consideración los argumentos esgrimidos en la sentencia, no considera la mayoría de este Tribunal que el Decreto Ejecutivo impugnado vulnere ninguno de los derechos constitucionales enunciados y fundamentados, por lo que la acción resulta improcedente en razón del objeto de impugnación. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Jinesta salva el voto y ordena dar curso a la acción, según lo expuesto en el considerando VIII.  Los Magistrados Rueda y Piza ponen nota en el IX y X considerando de la sentencia, respectivamente. RF
PODER JUDICIAL. 7932-12. REQUISITO DE ASUNTO BASE DE LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 75 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. La norma exige para la admisibilidad de la acción de inconstitucionalidad un asunto pendiente de resolver, lo cual no se pude en el caso concreto, por lo que solicita que las normas independientemente del caso base, puedan se cuestionadas por vía de acción.  Señala la Sala, que la  voluntad  del  legislador  fue  entonces  que  la  acción  de inconstitucionalidad fuese una gestión formal, contrario a lo que sucede con los recursos de hábeas corpus y amparo, de manera que si no se cumplen los requisitos de ley, aunque se trate de uno sólo de ellos, la Sala está facultada para rechazar de plano la acción, conforme con lo establecido en el párrafo primero del artículo 9 de la Ley que rige esta Jurisdicción. En algunos casos, la ausencia de uno o varios requisitos puede ser prevenida para su cumplimiento por la Presidencia de la Sala (artículo 80) si lo estima procedente. Sin embargo, ello resulta innecesario en este caso, por cuanto el accionante no aportó el timbre de ley correspondiente  a la autenticación, ni desarrolló el fundamento de constitucionalidad por el cuales estima que la norma en cuestión resulte inconstitucional . Se rechaza de plano la acción. RP
TRABAJO. 7899-12. PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS EN LA UNIVERSIDAD NACIONAL. Acción de Inconstitucionalidad contra  el  artículo  84  del  Reglamento  para  Regular los Procedimientos Administrativos de Carácter Disciplinario de la Universidad Nacional (Gaceta número 15-2009 del 15 de octubre de 2009). La norma señala que el Tribunal Administrativo Universitario deberá solicitar el criterio de la asesoría jurídica, que si bien no es vinculante, deberán apartarse del mismo en forma razonada. El accionante señala que la solicitud del criterio le resta independencia al órgano decidor y por ende, es inconstitucional. En este caso, es claro que en el presente asunto no se cumplen los presupuestos de admisibilidad establecidos en el artículo 75 párrafo segundo de la Ley de la Jurisdicción Constitucional,  pues no existe un asunto pendiente de resolver que constituya un medio razonable de amparar el derecho alegado por la accionante, circunstancia que motiva que se rechace de plano esta acción. No obstante, de lo expuesto en la sentencia, la Sala estima oportuno indicar al accionante que en todo caso y conforme lo establece el artículo 353 de la Ley General de la Administración Pública, el recurrente cuenta con el recurso extraordinario de revisión, -el cual no señala haber interpuesto-, pero en todo caso podría constituir el medio razonable para amparar el derecho o interés que considera lesionado, a efecto de plantear con base en él, la acción de inconstitucionalidad correspondiente. Se rechaza de plano la acción. RP
TRÁNSITO. 7892-12. MULTA DE TRÁNSITO Y REBAJO DE PUNTOS EN LA LICENCIA. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 132 inciso j) de la Ley de Tránsito, así como contra el artículo que pondera los rebajos de puntos de la licencia de conducir. La norma regula los partes para los conductores que usan las vías para otros fines y el rebajo de puntos de la licencia. Considera que la multa no es razonable. Dispone el artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que si la acción no llena las formalidades a que se refieren los dos artículos anteriores, la Presidencia de la Sala señalará por resolución cuales son los requisitos omitidos y ordenará cumplirlos dentro de tercero día, como en efecto se hizo en este caso con la resolución de las catorce horas y treinta y tres minutos del veintidós de mayo del dos mil doce. Esa misma norma agrega que si no se diere cumplimiento a lo ordenado, la Presidencia de esta Sala, se denegará el trámite de la acción. Dado que en el asunto en estudio, el accionante no cumplió la prevención que se le formuló, Se rechaza de plano la acción. RP
TRIBUTARIO. 7913-12. HIPOTECA LEGAL PREFERENTE POR TRIBUTOS MUNICIPALES. Consulta Judicial referente a la resolución de las 14:40 horas del 7 de mayo de 2012,  dictada dentro del expediente número 11-003078-0857-CI, que es proceso de Ejecución Hipotecaria de la MUNICIPALIDAD DE  BUENOS AIRES. La norma señala que “las deudas por tributos municipales constituirán hipoteca legal preferente, sobre los respectivos inmuebles”, que a juicio del consultante lesiona el principio de igualdad, por cuanto no toma en cuenta otros gravámenes hipotecarios y las Municipalidades deben adjudicarse la propiedad con esas otras hipotecas, cuando pueden haber otras formas de cobrar los impuestos. En este caso, 
la presente Consulta carece de las formalidades legalmente requeridas 
para su planteamiento, por lo que corresponde es declarar su inadmisibilidad, como en 
efecto se dispone. No ha lugar a evacuar la consulta.

TRIBUTARIO. 7914-12. HIPOTECA LEGAL PREFERENTE POR TRIBUTOS MUNICIPALES. Consulta Judicial referente a la resolución de las 14:00 horas del 4 de mayo de 2012, dictada dentro del expediente número 10-003456-0857-CI, que es proceso de Ejecución Hipotecaria de la MUNICIPALIDAD DE  PÉREZ ZELEDÓN. La norma señala que “las deudas por tributos municipales constituirán hipoteca legal preferente, sobre los respectivos inmuebles”, que a juicio del consultante lesiona el principio de igualdad, por cuanto no toma en cuenta otros gravámenes hipotecarios y las Municipalidades deben adjudicarse la propiedad con esas otras hipotecas, cuando pueden haber otras formas de cobrar los impuestos. En este caso, 
la presente Consulta carece de las formalidades legalmente requeridas 
para su planteamiento, por lo que corresponde es declarar su inadmisibilidad, como en 
efecto se dispone. No ha lugar a evacuar la consulta.

TRIBUTARIO. 7919-12. IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS. Acción de Inconstitucionalidad contra  la Ley Número 9024 “impuesto a la Personas Jurídicas” y su Reglamento. Se cuestiona la aprobación de la ley a nivel legislativo, se acusa que las normas imponen sanciones irrazonables, que lesionan el principio de capacidad contributiva, entre otros aspectos. De acuerdo a la reiterada jurisprudencia de este Tribunal, cuando el asunto previo consista en un procedimiento administrativo, éste debe encontrarse en la fase de agotamiento de la vía, que inicia a partir del momento en que se interpongan  los recursos ordinarios  contra el acto final dictado por el órgano director. En el caso bajo estudio, y de acuerdo a lo explicado por el propio accionante, así como de la prueba aportada, se aprecia que el procedimiento administrativo que señala como asunto base de la acción, no se encuentra en fase de agotamiento de la vía administrativa, pues el accionante lo que recientemente presentó fue un escrito donde solicitó la apertura de procedimiento administrativo de calificación, ante el Registro Público de Personas Jurídicas, pidiendo la formal calificación del documento y, además, revocar el defecto consignado; es decir, que el procedimiento en cuestión apenas está en la fase inicial, por lo que desde la óptica de este Tribunal, la acción resulta prematura. Se rechaza de plano el recurso. RP
CIVIL. 8221-12. LEGITIMACIÓN Y ORDEN DE DESALOJO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 449 del Código Procesal Civil. Ley número 7130. La norma señala que la demanda de desahucio podrán establecerla quienes comprueben tener derecho de propiedad o de posesión de la finca, por cualquier título legítimo, y procederá contra el arrendatario, el subarrendatario, el cesionario, los ocupantes y los poseedores del inmueble, en precario o por pura tolerancia. Cuando, sin consentimiento del arrendador, el arrendatario permita que otras personas ocupen el inmueble, no será necesario que sean demandadas; será suficiente que se les notifique la sentencia. En caso que la demanda no la establezca el dueño del inmueble o un poseedor en nombre propio, el actor deberá comprobar que su derecho se deriva de quien tuvo facultad para concederlo. Si eso no se comprueba, la demanda será inadmisible. En el mismo auto en que se confiera el emplazamiento al demandado, el Juez ordenará desalojar el inmueble por un plazo de quince días. El recurrente acusa que al arrendatario del inmueble no se le da derecho a oponerse al desalojo. Sobre el tema se cita el voto 254-01 y se considera que la norma impugnada contempla la oportunidad de ejercer plenamente el derecho de defensa, por lo que se rechaza por el fondo la acción. RF
PENAL. 8251-12. BENEFICIO DE EJECUCIÓN CONDICIONAL. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 55 del Código Penal. Se acusa que no se tiene derecho al beneficio de ejecución condicional de la penal, en el caso concreto del recurrente. Asegura que existe un error en el cálculo que hace el Juez de Ejecución.  Se rechaza la acción porque lo planteado por el accionante es una inconformidad con lo resuelto en su caso concreto, que es un tema que no debe ser dirimido en esta vía. Se rechaza de plano la acción. RP
PENSIONES ALIMENTARIAS. 8252-12. PENSIÓN ALIMENTARIA. EXTINCIÓN DEL PROCESO AL CUMPLIR LA MAYORÍA DE EDAD. Consulta Judicial referente al criterio sobre la sentencia 11490-10 de la Sala Constitucional, la cual dispuso que cuando un menor de edad cumple la mayoría de edad, el proceso de pensión alimentaria se extingue y debe iniciar un nuevo proceso. No se evacua la consulta por cuanto no se cumple con los requisitos establecidos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional; no obstante, se indica que el criterio jurisprudencial sostenido hasta la fecha es el desarrollado en la sentencia 5112-11, en el sentido de que no se debe iniciar un nuevo proceso. No ha lugar a evacuar la consulta. 
TRABAJO. 8222-12. PROHIBICIONES PARA EJERCER PROFESIONALES LIBERALES QUE ESTABLECE EL REGLAMENTO CONTRA LA CORRUPCIÓN. JUEZ CONTENCIOSO PUEDE ANULAR CON EFECTOS ERGA OMNES, UN REGLAMENTO QUE EXCEDE EL PARÁMETRO LEGISLATIVO.  Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 27 del Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. Decreto Ejecutivo número 33411-H del 12-04-2005. La norma regula lo relativo a prohibiciones para ejercer profesiones liberales a los directores y subdirectores de departamento en las instituciones públicas, se incluye aquí a las personas que ocupen puestos de jefatura en las proveedurías del sector público. Acusa el recurrente que existe una diferencia entre lo que establece el Reglamento y lo que establece el artículo 14 de la Ley contra la Corrupción. La acción incumple varios  requisitos de admisibilidad,  pues  el  actor  alega  que  el  asunto  base  del  cual  deriva  su legitimación  para  accionar  en  esta  sede  es  un  expediente sobre el que pende de resolver un Recurso de Casación. Sin embargo, se aporta copia simple del escrito de interposición de dicho recurso en el cuan el accionante no invocó la inconstitucionalidad. Se indica que en dos oportunidades la Sala se ha pronunciado  sobre el tema planteado por el accionante, en las sentencias 8568-05 y 17741-07. Con base en lo expuesto en los votos indicados, se nota que debe ser en la vía contencioso-administrativa,  no en la constitucional, que se dilucide el diferendo que interesa al accionante.  
Asimismo, debe tomarse en consideración que el Nuevo Código Procesal Contencioso-Administrativo prevé la impugnación directa de un reglamento o disposición general (artículo 37, párrafo 1°), norma que permite, incluso, fiscalizar en la sede contencioso-administrativa los reglamentos que no son de aplicación automática que no resultan congruentes con el parámetro de legalidad (artículo 49 constitucional). Por su parte, el artículo 130, párrafo 3°, del Código Procesal Contencioso-Administrativo estipula que “La anulación de un acto administrativo de alcance general producirá efectos erga omnes, salvo derechos adquiridos de buena fe y situaciones jurídicas consolidadas. La sentencia firme será publicada íntegramente en el diario oficial La Gaceta, con cargo a la administración que la haya dictado”. Consecuentemente, a la luz de la nueva legislación procesal el juez ordinario contencioso-administrativo sí puede anular con efectos erga omnes un reglamento que excede el parámetro legislativo. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Cruz, Rueda y Piza ponen nota. RP
TRABAJO. 8223-12. REQUISITO PARA LABORAR EN LA DIRECCIÓN JURÍDICA DE LA CCSS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 20 punto b) del Reglamento de la Dirección Jurídica y de las Actividades Jurídicas de la Caja Costarricense del Seguro Social. Aprobado en sesión de Junta Directiva de la CCSS número 8174 del 09 de agosto del 2007. Publicado en la Gaceta número 177 del 14 de setiembre del 2007. A juicio de la accionante, el requisito de un año de experiencia profesional para poder ejercer un puesto en la Dirección Jurídica de la Caja Costarricense de Seguro Social, es  contrario al principio de razonabilidad y proporcionalidad, al derecho al trabajo, al principio de igualdad y de libre concurrencia en la función pública, pues los abogados que no tienen esa experiencia no podrían nunca concursar para un puesto, aún cuando cuenten con el título de abogados, e incluso con estudios de posgrado como en su caso. Finalmente, considera que los requisitos para profesional 2, 3 y 4, contenidos en el Manual Descriptivo de Puesto de la Caja Costarricense de Seguro Social, son inconstitucionales y lesionan los derechos de sus compañeros. Una vez analizada la idoneidad comprobada de los servidores públicos y el principio de proporcionalidad, considera la Sala que no lleva razón la accionante, pues en primer término, es válido y legítimo que la Administración, en este caso, la Caja Costarricense de Seguro Social, establezca los requisitos o cualidades que debe reunir los funcionarios de su Dirección Jurídica, en virtud de las funciones que realiza y las necesidades de la institución. Asimismo, el requisito de un año de experiencia resulta apto como uno de los elementos que la Administración tiene a disposición a efecto de comprobar  la idoneidad del servidor público que se pretende nombrar. De  esta  forma,  el  análisis  no  debe  centrarse, únicamente, en aspectos académicos, sino en un conjunto de cualidades, por lo que en el caso concreto,   contrario a lo que afirma la accionante, no basta con   la simple   verificación de un título académico de abogado y la acreditación del mismo, pues se requiere además, de otros aspectos que determinen su idoneidad, como lo es entre otros, la experiencia profesional. En  virtud  de  lo  expuesto,  considera  este  Tribunal,  que  la  norma impugnada es acorde con el Derecho de la Constitución. Ahora bien, en cuanto a cargos públicos, si bien existe el libre acceso, a la luz de lo dispuesto en la Constitución Política, los servidores públicos deben ser nombrados a través de idoneidad comprobada, por lo que los abogados interesados en ocupar un cargo en la Dirección Jurídica de la CCSS deben reunir las condiciones necesarias para ello y así participar en igualdad de condiciones en el proceso de selección, sin que se les reconozca un derecho irrestricto a ser nombrado en el puesto o a que se le dispense de uno o varios requisitos,  pues  ello  afectaría  a  los  otros  participantes  que  sí  reúnan  las condiciones necesarias para el puesto inicialmente, en cuanto a lo relativo al inciso b) del artículo 20 del Reglamento de la Dirección Jurídica y de las actividades Jurídicas de la Caja Costarricense de Seguro Social, no será aplicado en el caso concreto del accionante, por lo que la acción no resulta un medio razonable para amparar los derechos alegados en el asunto base. Se rechaza por el fondo la acción, en cuanto a la impugnación del  inciso b del Artículo 20 del Reglamento de la Dirección Jurídica y de las Actividades Jurídicas de la Caja Costarricense de Seguro Social. En lo demás, se rechaza de plano la acción. RF y RP
TRIBUTARIO. 8224-12. CIERRE DE NEGOCIOS POR PARTE DE TRIBUTACIÓN. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 86 párrafo tercero del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, en su interpretación dada por la Administración Tributaria de San José y el Tribunal Fiscal Administrativo. También se aplicará la sanción de cierre por cinco días naturales de todos los establecimientos de comercio, industria, oficina o sitio donde se ejerza la actividad o el oficio, de los sujetos pasivos que, previamente requeridos por la Administración Tributaria para que presenten las declaraciones que hubieren omitido; o ingresen las sumas que hubieren retenido, percibido o cobrado, en este último caso tratándose de los contribuyentes del Impuesto General sobre las Ventas y del Impuesto Selectivo de Consumo, no lo hagan dentro del plazo concedido al efecto. Se acusa que se aplica la sanción de cierre sin hacer una valoración de los principios tributarios. Se rechaza la acción por cuanto no se cuestiona la norma, sino más bien la interpretación de la misma al caso concreto. RP

TRIBUTARIO. 8227-12. IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1 y 2 de la Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. Las normas impugnadas regulan lo relativo a la creación, el hecho generador y el devengo del impuesto y considera la accionante que se está aplicando en forma retroactiva y es violatorio del derecho de propiedad. La acción se rechaza, porque carece de los requisitos esenciales establecidos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional. RP
TRIBUTARIO. 8229-12. CANASTA BÁSICA TRIBUTARIA. Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo 37073-H del 18 de abril del 2012. Se establece en este Decreto la “Canasta Básica Tributaria”, con lo que se busca gravar con impuesto de ventas a bienes y servicios, que no estaban sujetos al pago de este impuesto y se incluye a la trucha, poniendo a los productores en desventaja respecto de los productores de tilapia. La acción carece de los requisitos de admisibilidad establecidos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional, razón por la cual, procede su rechazo de plano. RP

TRIBUTARIO. 8232-12. CARÁCTER CONFIDENCIAL DE LA INFORMACIÓN TRIBUTARIA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 117 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Ley No. 4755. La norma regula el carácter confidencial de las informaciones tributarias, considera que toda o parte de esa información es de interés público, por lo que la norma lesiona el artículo 30 constitucional. Sobre el tema, se citan los votos 2300-00 y 9230-00 y con base en lo expuesto en la sentencia, se considera que la  norma  impugnada  no  resulta inconstitucional por tener sustento constitucional en el artículo 24, el cual en todo caso, no enerva en modo alguno, el control que pueda realizarse sobre las cargas tributarias y las finanzas públicas que administra el Estado. Lo anterior, por cuanto según fue indicado, la disposición en sí misma, no impide el control que pueda ejercerse sobre la recaudación tributaria y de la información que se pueda obtener, sino de la adecuada aplicación e interpretación que haga el funcionario respecto de cada  petición  concreta  de  los  administrados,  lo  cual  amerita  un  control jurisdiccional individualizado.  Por consiguiente, se procede a rechazar por el fondo la acción. RF
ASAMBLEA LEGISLATIVA. 8833-12. TRATADO DE EXTRADICIÓN CON COREA. Consulta Legislativa referente a la aprobación entre la República de Costa Rica y la República de Corea sobre Extradición. Expediente Legislativo 17.276. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que existen vicios de constitucionalidad graves y esenciales en el procedimiento legislativo correspondiente al proyecto denominado "Aprobación del Tratado entre la República de Costa Rica y la República de Corea sobre Extradición", tramitado en el expediente legislativo No. 17.276. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.
CONTRALORÍA. 8889-12. PERSONERÍA JURÍDICA INSTRUMENTAL DE UNIVERSIDAD TÉCNICA NACIONAL SE DECLARA INCONSTITUCIONAL. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 32 del Estatuto Orgánico de la Universidad Técnica Nacional. Publicado en La Gaceta 124 del 28-06-2010. La norma impugnada refiere que las sedes de la Universidad Técnica Nacional serán órganos desconcentrados en grado máximo y contarán con personería jurídica instrumental, con el fin de administrar el patrimonio y los recursos que se les asignen.   La recurrente considera que esto es contrario a los principios de reserva de ley (artículos 11 y 121 inciso 20 de la Constitución Política); legalidad, rendición de cuentas y evaluación de resultados (artículo 11 de la Constitución Política); el ordenamiento de control y fiscalización superior de la Hacienda Pública, representado por los principios de unidad presupuestaria y gestión financiera, así como a lo dispuesto en los artículos 183 y 184 de la Constitución Política, en lo que se refiere a la fiscalización de los fondos públicos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar la acción. Se anula la siguiente frase del artículo 32 del Estatuto Orgánico de la Universidad Técnica Nacional: "y contarán con personería jurídica instrumental con el fin de administrar el patrimonio y los recursos que se les asignen". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a la Universidad Técnica Nacional y a la Contraloría General de la República. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Castillo Víquez y Mora Mora salvan el voto y declara sin lugar la acción. CL
JUSTICIA. 8738-12. PRORROGA AUTOMÁTICA DE LOS CENTROS DE RESOLUCIÓN ALTERNA DE CONFLICTOS. Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo 32152-MJ del 27-10-2004. Publicado en La Gaceta numero 249 del 21-12-2004 y por conexión, parcialmente contra el artículo 72 y transitorio primero de la Ley sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social. Número 7727 de 1997. Las normas indican que la autorización de los centros de resolución alterna de conflictos será por un plazo de tres años, salvo que la Dirección en resolución razonada revoque. El Ministerio de Justicia autorizará y reglamentará la operación de estos centros. El recurrente cuestiona el tema de la renovación de las autorizaciones, pues no resulta conforme a la Constitución que esa potestad sea del Ministerio de Justicia, así como la prórroga automática de la concesión, lo cual solicitan que se declare inconstitucional. Se indica que esta Sala en anteriores oportunidades ha establecido que la autorización administrativa es una forma de tutela administrativa, en la que el Estado  debe ejercer un control específico en determinadas actividades,  para proteger un interés público o los derechos fundamentales de las personas. Aún cuando se trate de centros que administran una forma de justicia, como lo indica el accionante, es claro que la Ley se ocupa de los elementos procesales de este tipo de actividad, pero no delega en el Ministerio de Justicia, aspectos decisivos de carácter fundamental del procedimiento arbitral que pudieran afectar derechos constitucionales,  que es un tema indelegable del legislador, por el contrario, remite legítimamente aquellos asuntos meramente administrativos de los centros en cuestión. Se rechaza por el fondo la acción. RF
NOTARIAL. 12-7784. CASACIÓN EN MATERIAL NOTARIAL. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 158 del Código Notarial. La norma impugnada restringe la posibilidades Recurso de Casación contra lo resuelto por el  Tribunal de Notariado, únicamente en los casos en que “hubiere mediado pretensión resarcitoria” y “cuando la cuantía del asunto lo permita”, impidiendo así la interposición del recurso en el resto de los casos, ya sea porque no haya pretensión resarcitoria o porque la cuantía no lo permite. De igual forma en cuanto limita la competencia del tribunal de casación únicamente a lo pecuniario. La acción se rechaza por falta de asunto previo. No obstante, se indica que en sentencia 4867-04 se analizó la constitucionalidad de la norma y se indicó que no viola derecho fundamental alguno. Se rechaza da plano la acción. RP
PENSIÓN. 8735-12. CÁLCULO DE PENSIÓN EN CASOS DE INCAPACIDAD. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 226 y 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Las normas se impugnan en cuanto establecen que en caso de que un funcionario o empleado se vea imposibilitado de modo permanente para el desempeño de su cargo, será separado de su puesto con una jubilación permanente, y el monto de su pensión se calculará sobre el 80% del salario promedio y no sobre el 100% o de forma proporcional al número de años laborados como debería ser.  Lo anterior, considera el accionante, vulnera el derecho a la salud, pues el cálculo es arbitrario y desmejora su facultad de adquirir mejores medicamentos y servicios médicos para su rehabilitación. También impide el adecuado reparto de la riqueza, porque no se calcula la pensión en forma proporcional a la cotización realizada al régimen. Además, las normas menoscaban el derecho a la seguridad social, porque una vez que sobreviene la discapacidad sobre el empleado judicial, éste debe cumplir los mismos requerimientos de los trabajadores sanos, para tener derecho a una pensión total, lo cual es imposible. También se incumple la política de solidaridad social y el principio de igualdad, pues se iguala el trato que se da a los trabajadores imposibilitados con el que se da a los trabajadores con buen estado de salud, pero que son separados unilateralmente por el patrono. Se alega que en el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, el cálculo de las personas con discapacidad es similar al de las pensiones por vejez, mientras que en el Poder Judicial se aplica una tasa abusiva,  arbitraria y contraria al principio de proporcionalidad y razonabilidad. Finalmente, las normas vulneran el contenido del artículo 51 de la Constitución Política, en cuanto a la protección especial del Estado para las personas con discapacidad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción. El Magistrado Ulate salva el voto y declara con lugar la acción en cuanto al artículo 228. SL

PENSIÓN. 8736-12. ELIMINAN PENSIÓN POR VIUDEZ EN EL PODER JUDICIAL POR NUEVAS NUPCIAS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 237 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. No. 8 del 29 de noviembre de 1937 ya derogado, por los efectos que produjo durante su vigencia. La norma se impugna en cuanto señala que al haber contraído matrimonio nuevamente en el año 1992, le quitaron la pensión que recibía en su condición de viuda de conformidad con la norma impugnada. Volvió a enviudar y solicitó nuevamente dicho derecho el 15 de febrero de 2010, pero la Oficina de Pensiones del Departamento de Recursos Humanos del Poder Judicial, declaró su derecho caduco en aplicación del artículo aquí cuestionado. Considera que esta disposición violenta los artículos 33, 34, 52 y 74 de la Constitución Política, por cuanto estima que se produce una discriminación contra personas, por el hecho de haber contraído nupcias nuevamente, eliminándosele un derecho al cual no había renunciado, respecto del cual no pudo siquiera ejercer defensa alguna y que lesiona el derecho a optar por una familia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del artículo 237 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 8 de 29 de noviembre de 1937, modificado por la Ley Nº 3770, de 06 de agosto de 1964, que establece "y, tratándose de mujeres, por contraer matrimonio", por los efectos que produjo durante su vigencia. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta resolución en el sentido que la aplicación del derecho a la jubilación, anteriormente reconocidos y que fueron declarados caducos, se hará solamente para los casos pendientes de resolución y discusión en sede administrativa o judicial al momento de publicación del primer aviso  sobre la interposición de esta acción, salvo para la actora para quien la retroactividad de la declaratoria es plena. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. CL

PENSIÓN. 8890-12. RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN PARA VIUDAS QUE SE VUELVEN A CASAR EN PENSIONES DEL RÉGIMEN DE INVALIDEZ, VEJEZ Y MUERTE DE LA CCSS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 47 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, reformado por la Junta Directiva en sesión número 4375 del 24-11-1971, vigente hasta marzo de 1995. La norma se impugna en cuanto establecía que el beneficio de pensión por viudez se pierde cuando la personas beneficiaria contrae nuevas nupcias, lo cual lesiona el derecho al matrimonio. Además, la norma resulta discriminatoria, pues a las personas que se casaron antes de 1995, no se les restablece su derecho de pensión, mientras que a las personas que contrajeron nupcias después de esa fecha, sí se les concede el beneficio, en virtud de que la norma vigente a partir de 1995, fue declarada inconstitucional. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el artículo 47 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense, por los efectos que produjo durante su vigencia. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta resolución en el sentido que el derecho de pensión por viudez, anteriormente reconocidos y que fueron luego cesados en virtud de la aplicación de la norma anulada en esta resolución, se hará solamente para los casos pendientes de resolución y discusión en sede administrativa o judicial al momento de publicación del primer aviso sobre la interposición de esta acción, salvo para la actora para quien la retroactividad de la declaratoria es plena. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.

PODER EJECUTIVO. 8420-12. DECRETO DE EMERGENCIA. CONSTRUCCIÓN DE “RUTA 1856”. Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo 36440-MP. Publicado en el Alcance 14, Gaceta No. 46 del 07 de abril del 2011. Mediante el Decreto de emergencia impugnado, se declara en estado de emergencia los cantones limítrofes con Nicaragua y entre las acciones concretas, se ordena la construcción de la “Ruta 1856” cerca de isla Calero, lo que a juicio del accionante, ha dañado el ambiente, al haberse afectado los humedales, específicamente en cantón de Pococí en un área de 3 km2. En este caso, se rechaza por el fondo el recurso, pues considera la Sala que sí ha existido una fundamentación fáctica para la emisión de este Decreto, sin que le corresponda,  por esta vía, analizar las razones de oportunidad  o conveniencia  que tuvo el Gobierno para dictarlo o si  el Decreto impugnado se encuentra debidamente motivado o no. Se rechaza por el fondo la acción. La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz salvan el voto y ordenan dar curso a la acción. RF
PODER JUDICIAL. 8742-12. JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA. Consulta Judicial referente a la Jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, según la cual, es jurídicamente posible indexar de manera extra-convencional (es decir, sin mediar acuerdo expreso de las partes en ese sentido) los montos dinerarios de los derechos laborales pretendidos en la demanda laboral. Se evacua la presente consulta judicial en el sentido que la jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia según la cual es, jurídicamente, posible indexar, de manera extraconvencional, los montos dinerarios de los derechos laborales pretendidos en una demanda de trabajo, no resulta inconstitucional. Notifíquese. Evacuada
TRABAJO. 8748-12. REQUISITOS PARA OCUPAR PUESTOS EN LA CCSS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 20 inciso b) del Reglamento de la Dirección Jurídica de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se exige un año de experiencia para optar por un puesto en la Dirección Jurídica de la CCSS. Sobre el tema planteado se cita el voto 8223-12. Se rechaza por el fondo la acción, en cuanto a la impugnación del inciso b) del Artículo 20 del Reglamento de la Dirección Jurídica y de las Actividades Jurídicas de la Caja Costarricense de Seguro Social. En lo demás, se rechaza de plano la acción.

TRABAJO. 8861-12. SE EXCLUYE A PROFESIONALES EN CIENCIAS POLÍTICAS DE CONCURSOS PARA PUESTOS EN EL SERVICIO EXTERIOR. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 14 del Estatuto de Servicio Exterior. Ley NO. 3530 del 05 de agosto de 1965. La norma cuestionada establece los requisitos, para las personas que concursen por un puesto para el servicio exterior y se acusa, que excluye a los profesionales graduados en Ciencias Políticas, pues no cumplen con los requerimientos que establece el artículo. En este caso, señala la Sala que dejando de lado que el accionante no fundamenta adecuadamente  los  motivos  de  la  presunta inconstitucionalidad,  en relación con la omisión que se acusa, es importante indicar que las únicas omisiones que corresponde declarar en esta vía son las originadas en mandatos constitucionales expresos. Estos se producen cuando el legislador hace caso omiso de regular una materia que la Constitución Política le obliga. En este caso, no existe una norma constitucional que directa o indirectamente le indique al legislador como debe regular los requisitos para ingresar al Servicio Exterior. Se rechaza da plano la acción. RP
TRABAJO. 8891-12. CONVENCIÓN COLECTIVA DEL INS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 161 párrafo penúltimo de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. La norma se impugna en cuanto establece que para el pago de auxilio de cesantía y preaviso se tomará en cuenta todas las sumas pagadas al extrabajador que correspondan a sueldos, al importe de póliza de vida diferida,  las vacaciones compensadas y las vacaciones no disfrutadas, auxilios o beneficios incluidos en el contrato de trabajo, o en los reglamentos  y prácticas del Instituto, como contribuciones patronales para el Régimen de Seguros de Renta Vitalicia, pago de Estudios, aguinaldo proporcional y otros; lo cual constituye  una modificación en el procedimiento  legalmente establecido para el cálculo de cesantía, pues incluye otros rubros como la compensación de vacaciones y las vacaciones no disfrutadas dentro del cálculo de cesantía. Además, ese método de cálculo de cesantía aumenta de forma injustificada, irrazonable y desproporcionada, el monto final  a liquidar, provocando con ello  no solo una afectación a los fondos públicos, sino también una violación al principio de igualdad para el resto de los empleados del sector público, que no reciben el mismo trato. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, del párrafo penúltimo del artículo 161 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros, en su versión vigente del 1º de marzo de 2004 al 28 de febrero de 2006, en la frase que va desde "Para los efectos" hasta "y otros", deviene inconstitucional la inclusión de los siguientes rubros en el cálculo de la cesantía: pago de la póliza de vida diferida, vacaciones compensadas, vacaciones no disfrutadas y aguinaldo proporcional. La inclusión de subsidios para estudio es constitucional; en lo atinente a "todas las sumas pagadas al ex trabajador, e igualmente las que se le haya acreditado, que correspondan a sueldos", "auxilios o beneficios incluidos en el contrato de trabajo, o en los reglamentos del INS y en las prácticas de ese Instituto", las contribuciones patronales para el régimen de seguros de renta vitalicia, el pago de primas de seguro de vida y accidentes, beneficios médicos y otros, son constitucionales siempre y cuando se determine que tienen naturaleza salarial; sin embargo, en cuanto a los subsidios para estudio y demás rubros que sean salariales solo se contarán los montos recibidos por el trabajador durante los últimos seis meses de su relación laboral o la fracción menor resultante, si no hubiere ajustado este término. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha en que comenzó a regir la cláusula impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se  hubieran  consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Reséñese esta sentencia en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese a la Asamblea Legislativa, en la persona de su Presidente, y al Poder Ejecutivo, en la persona de quien ocupe el cargo de Ministro de Trabajo. Notifíquese a la partes y coadyuvantes. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara sin lugar la acción. Notifíquese. CL Parcial
TRÁNSITO. 9049-12. PRUEBAS DE SANGRE Y ORINA EN LA CCSS. Acción de inconstitucional contra el artículo 200 de la Ley de Tránsito número 7331. Las normas se impugnan en cuanto establece que en los asuntos de infracción a la ley de tránsito, donde medie conducción bajo los efectos del licor o drogas enervantes, los exámenes de sangre y de orina podrán realizarse en cualquier centro de salud, público o privado autorizado por el ministerio de salud y sus funcionarios están obligados a administrar la prueba y emitir el resultado. Refiere el accionante que en razón de lo dispuesto en esa norma, la gerencia médica de la caja costarricense de seguro social, mediante oficio 11620-5-a-09 del primero de marzo del dos mil diez, puso en conocimiento de la dirección de hospitales, clínicas y áreas de salud: el protocolo para la toma de muestras sanguíneas, el procedimiento para la toma de muestras sanguíneas, el embalaje y envío de muestras sanguíneas, los cuales son de acatamiento obligatorio. Manifiesta que el artículo 73 de la constitución política establece que no podrán ser transferidos ni empleados con finalidades distintas a las que motivaron su creación, los fondos y las reservas de los seguros sociales. En este sentido, señala que hay una clara violación de la disposición constitucional, en la reforma del artículo 200 supra citado y del oficio 11620-5-a-09 emitido por la caja costarricense de seguro social, debido a que se obliga a la institución a utilizar fondos públicos que tienen que ser destinados a la seguridad social para realizar actos inherentes a un proceso judicial como son los delitos penados por la injerencia alcohólica en la conducción de un vehículo automotor. Se delega todo el procedimiento a la caja costarricense de seguro social sin indicar cuál va a ser la partida presupuestaria con la que se van a financiar los exámenes médicos establecidos, lo cual provoca que la institución se vea obligada a dejar de financiar otros programas que benefician a los usuarios para dedicar dinero público a pagar pruebas y exámenes que no les corresponden en la prestación de servicios de salud. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción. RP
TRAMITE. 8279-12. CREACIÓN DE LA PLATAFORMA DE GOBIERNO DIGITAL. NO SE SUSPENDE LA APLICACIÓN DE LAS DISPOSICIONES IMPUGNADAS. Acción de inconstitucionalidad contra el Reglamento para la utilización del Sistema Electrónico de compras públicas mercado en línea Mer-Link. Decreto 36242-MP-PLAN 2010. Gaceta 221 del 15 de noviembre el 2010, el Reglamento al título II de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector de  Telecomunicaciones. Decreto 35148-MINAET. Gaceta 72 del 15 de abril del 2009 y contra el Decreto 35139-MP-MIDEPLAN del 2009. En este caso se indica que la ley que rige esta jurisdicción no otorga potestad o criterio de discrecionalidad alguno a la Presidencia de la Sala para dimensionar los efectos suspensivos de la resolución supra citada. No obstante, el numeral 91 del mismo cuerpo normativo establece el efecto retroactivo  de la sentencia que declara la inconstitucionalidad, y permite al pleno de la Sala graduar y dimensionar en el tiempo, espacio o materia ese efecto cuando la retroactividad puede producir graves dislocaciones de la seguridad, la justicia o la paz sociales. Evidentemente, si la Sala está facultada para dimensionar los efectos de la sentencia (resolución definitiva) a fin de evitar graves dislocaciones  al orden social, es decir de la resolución definitiva, con mayor razón puede la Sala dimensionar los efectos de 
las resoluciones provisionales para evitar ese mismo tipo de dificultades, pese a la laguna normativa que al respecto existe, en aras de los principios fundamentales de continuidad y eficiencia del servicio público, y tomando en consideración la alegada paralización de los procesos de compra argumentan las partes, este tribunal resuelve dimensionar lo dispuesto en el artículo 81 de la ley que rige esta jurisdicción, de conformidad con lo regulado en los ordinales 14 y 91 de ese mismo cuerpo normativo, como se indica: A efecto de no causar serios trastornos a los procedimientos de contratación administrativa que se realizan a través del Sistema Electrónico de Compras Públicas en Línea Mer-Link, y de no afectar la continuidad y eficiencia del servicio público, se dispone excepcionalmente la continuidad de la ejecución de las disposiciones impugnadas hasta tanto no se dicte la resolución final en la presente acción de inconstitucionalidad. Por improcedente se rechaza el recurso de apelación interpuesto. No ha lugar a la gestión de aclaración y adición interpuesta. El Magistrado Jinesta ofrece razones adicionales, y el Magistrado Castillo pone nota separada.

TRAMITE. 8741-12. REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA. SE CORRIGE ERROR MATERIAL.  Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Se cuestiona la norma en tanto permita la creación de procedimientos especiales. Además, solicita que se ordene la suspensión de los procedimientos administrativos en que se haya aplicado, incluyendo el trámite del expediente legislativo número 18.261. Elimínese de la parte dispositiva de la sentencia número 4151-2012 de dieciséis horas de veintisiete de marzo de este año el texto que dice: Reséñese esta sentencia en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese, que se incluyó por error material.
TRIBUTARIO. 8366-12. LEY DE IMPUESTO A PERSONAS JURÍDICAS. Acción de inconstitucionalidad contra  la Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. Se impugnan las sanciones y multas que establece la Ley, así como el destino del impuesto. En este caso, la acción se rechaza, al haber sido declarado improcedente el amparo base, razón por la cual, la acción de inconstitucionalidad no constituye un    medio razonable para amparar el derecho que se considera lesionado, pues una eventual declaratoria de inconstitucionalidad  no produciría beneficio alguno a los accionantes. Se rechaza de plano la acción. RP
TRIBUTARIO. 8739-12. TRATAMIENTO FISCAL DE LOS PRECIOS DE TRANSFERENCIA, SEGÚN EL VALOR NORMAL DE MERCADO. Acción de inconstitucionalidad contra la Directriz número 20-03 del 10 de junio del 2003, denominada “Tratamiento Fiscal de los Precios de Transferencia, Según el Valor Normal de Mercado”, emitida por la Dirección General de Tributación Directa. El objetivo de la Directriz es la correcta interpretación de lo relativo a los artículos 8 y 12 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios y señala que cualquier transacción comercial entre partes, debe ser realizada a valor normal de mercado. Considera que la potestad de modificar la base imponible se debe hacer por ley, pues la modifica al considerar que lo pactado entre partes no se ajusta a los valores normales del mercado. Sobre el tema, se cita el voto 4940-12. En este caso concreto, se indica que la Directriz cuestionada lo que hace es interpretar los artículos 8  y 12  del Código  de  Normas y Procedimientos Tributarios, prescindiendo  de  las  formas  jurídicas para valorar  la  intención  económica verdadera  de  las  partes.  Permite  valorar  las  transacciones entre  entidades vinculadas, cuando existan precios de transferencias y hacer los ajustes respectivos en cuanto al impuesto sobre la renta. No pretende eliminar otros múltiples escenarios que provengan de diferentes formas de organización de empresas, sino que se dirige a los precios de transferencia entre empresas vinculadas. Además, nuestro país no requiere ser miembro de la “Organización para la cooperación y desarrollo económico” (OCDE) para hacer uso de ciertas reglas o prácticas que contienen un alto grado de consenso, al amparo de lo dispuesto en los artículos 15 y 16 de la Ley General de la Administración Pública que establecen los límites a la discrecionalidad, incluso ante la ausencia de ley. Se rechaza por el fondo la acción. RF
AMBIENTE 

8333-12. AGUAS. CONTAMINACIÓN FECAL EN AGUAS. Los recurrentes reclaman que el Instituto Costarricense  de Acueductos y Alcantarillados ha sido omiso en tratar los desechos fecales y las aguas negras que transitan en las tuberías subterráneas del residencial Bosques de Santa Ana lo cual produce malos olores. Considera la Sala que las autoridades recurridas son responsables del daño a los derechos fundamentales de las personas amparadas, por la omisión de velar pronta y eficazmente por la salud de esa población, y al ambiente. El problema denunciado demuestra que las acciones en ejercicio de la potestad de control o vigilancia desplegadas en tutela de la salud y del ambiente por parte del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y del Ministerio de Salud, dentro del marco de sus competencias, han sido claramente insuficientes, incurriendo  así en responsabilidad  por omisión en el ejercicio de esas potestades que, a su vez, lesiona el derecho constitucional innominado  o atípico de los ciudadanos a que les presten servicios públicos eficientes y eficaces. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso. En consecuencia se ordena a Gerente General, y Encargado  de la Oficina Cantonal de Santa Ana, ambos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, y a Directora del Área Rectora de Salud de Santa Ana del Ministerio de Salud, que en el plazo de SEIS MESES contado a partir de la comunicación de esta  resolución,  tomen  las  medidas  necesarias  para  que  se  solucione definitivamente el problema  sanitario y ambiental denunciado  que afecta a los amparados y demás vecinos del Residencial Bosques de Santa Ana, y en este plazo deben realizar en forma coordinada y conjunta las obras que sean necesarias para eliminar los malos olores. CL 
8907-12. CONTAMINACIÓN. DESECHOS DE CONSTRUCCIÓN DE TROCHA EN FILA BRUNQUEÑA SON DEPOSITADOS AL RÍO CORONADO. Alega el recurrente que los mecanismos de control del MINAET, la Municipalidad de Osa y el Ministerio de Salud han sido ineficientes por cuanto otorgaron permisos para la apertura de una trocha o carretera en la montaña de Fila Brunqueña,  donde  es  posible  ver  cómo  sociedades  extranjeras  realizan excavaciones cerca de fuentes de agua y el material extraído lo depositan en las cabeceras del río Coronado, del cual se abastece la comunidad. En este caso la Sala señala que de conformidad con el elenco probatorio no se corrobora que los hechos expuestos por el recurrente estén generando un daño al río. Se declara sin lugar el recurso. SL

8911-12 CONTAMINACIÓN. ACUSA INERCIA DE LAS AUTORIDADES MUNICIPALES Y DE SALUD EN SOLUCIONAR PROBLEMA EN ZANJA. Alega el recurrente que  una zanja que dejó abierta la Municipalidad de Buenos Aires desde hace 18 años, se ha convertido en foco de contaminación y riesgo para los vecinos, y que a pesar de que solicitó la intervención de las autoridades recurridas, a la fecha no lo han hecho. En este caso la Sala señala que debe desestimarse el recurso en cuanto a las autoridades de salud toda vez que la gestión presentada por el recurrente ante ésta autoridad fue tramitada de previo a la interposición del recurso y que, en cuanto al proceder de la autoridad Municipal debe acogerse por cuanto al recurrente no se le ha puesto en conocimiento de las gestiones que se están realizando para subsanar el problema. ﻿Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso. Se ordena al Alcalde de Buenos Aires, que en el plazo de TRES DÍAS, contado a partir de la notificación de esta resolución, informe al recurrente sobre  la atención que le brindaron a la denuncia presentada en enero de 2012. Comuníquese. CL Parcial

8931-12 CONTAMINACIÓN. CANALIZACIÓN DE AGUAS Y CONTAMINACIÓN DE GASES POR TALLER DE SOLDADURA. Alega el recurrente que reside en el precario Gloria Bejarano y que, es evidente que existen problemas de canalización de aguas así como contaminación sónica y de gases provenientes de un taller de soldadura ubicado en la zona. En este caso la Sala señala que el Ministerio de Salud está legitimado para realizar las gestiones pertinentes en aras de proteger los derechos de los ciudadanos y, del mismo modo las Municipalidades, sin embargo, en el presente caso únicamente interviene la Sala en cuanto a las actuaciones de la Municipalidad, por cuanto las autoridades del Ministerio de Salud, con ocasión del recurso tomaron las medidas necesarias para subsanar la problemática.  Se citan los artículos 169 de la Constitución Política y 45 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se declara parcialmente con lugar el recurso, en lo que respecta a la amenaza a los derechos a la vida, salud, así como a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud Carmen Merced Uruca del Ministerio de Salud, que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que, de manera inmediata,  se giren las órdenes pertinentes con el propósito de poner fin al problema de ruido generado por los vecinos del precario Gloria Bejarano, mejor conocido como Asentamiento Los Cipreses. Adicionalmente, se ordena al Alcalde de la Municipalidad de San José, que también de forma inmediata, lleve a cabo de forma coordinada  con el Ministerio de Salud, todas  las actuaciones  que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se solucione, definitivamente, el problema de conducción de aguas pluviales que afecta a los vecinos de Residencial Nuevo México, ubicado en  Barrio  México.  Igualmente,  se  ordena  a  ambos  funcionarios,  dictar, inmediatamente, los actos administrativos pertinentes, con el propósito de poner fin a la amenaza que se cierne sobre los vecinos del lugar, dada la construcción de un rancho cerca de un precipicio. CL Parcial
8892-12. CONTAMINACIÓN DE ACUÍFEROS. TRABAJOS EN ZONA DE VULNERABILIDAD.   Indica el recurrente que la zona establecida por el Servicio Nacional de Aguas Subterráneas de Riego y Avenamiento como de extrema vulnerabilidad, abarca la totalidad del Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste, y prácticamente toda su área de amortiguamiento. Alega que mientras la "Matriz de criterios de uso de suelo según la vulnerabilidad a la contaminación de acuíferos para la protección del recurso hídrico" no afectó intereses en torno al Parque Nacional Las Baulas, estuvo siendo aplicada a nivel nacional. No obstante, ahora que se pretende aplicar el referido instrumento al Parque Las Baulas y su zona de amortiguamiento, la Junta Directiva de Servicio Nacional de Aguas Subterráneas de Riego y Avenamiento tomó una decisión inaudita y determinó que esa "matriz" únicamente le resultaba aplicable a Poás. Todo esto representa un daño al ambiente. Con base a las consideraciones expuestas en la sentencia se declara parcialmente con lugar el amparo. Se ordena a la Presidenta y Gerente General del SENARA, que de inmediato comuniquen a quien represente a Simen Mountain Business, así como a la Secretaría Técnica Nacional Ambiental y todas las municipalidades, que la "Matriz de criterios de uso del suelo según la vulnerabilidad a la contaminación de acuíferos para la protección del recurso hídrico en el cantón Poás" es de aplicación obligatoria en todos los cantones o zonas en donde se cuente con mapas de vulnerabilidad aprobados o confeccionados por el SENARA y, en todo caso, debe servir de guía y orientación técnica para la elaboración de las políticas sobre el uso del suelo, mientras tales cantones o zonas no cuenten con una matriz propia elaborada por el SENARA con la participación de las otras instituciones que elaboraron la matriz, y que garantice el mismo o un nivel más elevado de protección del recurso hídrico. Se anula lo dispuesto en los oficios números GE-557-09 de 14 de julio de 2009 y GE-850-09 de 21 de setiembre de 2009 en el sentido que el SENARA está obligado a vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales en las materias de su incumbencia, por lo que resulta válida y necesaria la emisión y divulgación de matrices de criterio de uso de suelo según la vulnerabilidad a la contaminación de acuíferos que contengan medidas de protección concretas y vinculantes. Asimismo, se anulan los acuerdos números 3401 bis de 17 de abril de 2007 y 3751 del 27 de mayo de 2009, emitidos por la Junta Directiva del SENARA, en el sentido que se debe permitir que sean del conocimiento público tanto los dictámenes técnicos avalados por la Administración Superior del SENARA como aquellos que no lo sean o no lo hayan sido aún, siempre que el órgano que entregue la información aclare al petente el carácter vinculante o no de la documentación suministrada. En lo atinente a la alegada omisión del Ministerio del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones en prohibir la sócola en el parque nacional Las Baulas y su zona de amortiguamiento deviene improcedente el amparo. El Magistrado Castillo pone nota. CL Parcial

8281-12 CONTAMINACIÓN SÓNICA. NO CONTROL POLICIAL A VEHÍCULOS MODIFICADOS CON “RONCADORES”. Acusa el recurrente que las autoridades recurridas no ejercen control con los dispositivos móviles de medición de decibeles sónicos, que les permitan regular y sancionar el excesivo ruido y contaminación sónica que sufre, como consecuencia de que la mayoría de vehículos que pasan frente a su casa portan "escapes alterados", "roncadores" y otras alteraciones, lo que sumado a los excesos de velocidad, generan consecuencias negativas para su salud y la de los demás ciudadanos. Aun cuando este Tribunal  Constitucional  ha  otorgado  una  amplia  tutela  a  los  derechos fundamentales relacionados con el medio ambiente, lo cierto es que en el presente caso no existen elementos de juicio suficientes que permitan a este Tribunal dictar un sentencia estimatoria, pues las autoridades recurridas desvirtuaron los alegatos planteados, de manera que la mera inconformidad o meras  opiniones  subjetivas  del  quejoso,  no  son  suficientes  para  lograr  la intervención  de  este  Tribunal,  razón  por  la  que  dichas  molestias  deberán denunciarse  y  discutirse,  ojala  de  manera  concreta  e  inmediata,  ante  las autoridades  legalmente  responsables  de  regular  y  controlar  la  actividad cuestionada. Los Magistrados Jinesta Lobo y Piza Rocafort salvan el voto y declaran sin lugar el recurso por razones diferentes. SL

12-8560. TALA INDISCRIMINADA DE ÁRBOLES. PROVOCA DAÑO Y DESEQUILIBRIO EN EL AMBIENTE. El recurrente manifiesta que la autoridad recurrida autorizó la tala indiscriminada de los árboles de La Sabana. Manifiesta que dichos árboles tenían más de treinta años de haber sido sembrados. Añade que en un primer momento se había dicho que la corta era solamente de los árboles enfermos, pero conforme pasaron los meses se procedió a la corta masiva de los mismos, con base en un estudio realizado por el INBIO, que -a su criterio- no es el ente que debe hacer dicha valoración, pues para ello existe  la Ley 7575 de la Ley Forestal, cuyo cumplimiento está a cargo del Ministerio de Ambiente y Energía. Indica que los árboles que han sido cortados son llevados a los aserraderos para otros fines y no para beneficio de la población costarricense. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Piza Rocafort salvan el voto y declaran sin lugar el recurso por razones diferentes. SL.
8270-12 TORRE DE TELEFONÍA. PERMISOS PARA INSTALAR TORRE DE TELECOMUNICACIONES EN MONTAÑA PROTEGIDA. El recurrente alega que en San Isidro de Pérez Zeledón, existe un Proyecto Torres Telecomunicaciones, en el que construye una torre de telefonía celular de la empresa CLARO. Agrega, que al referido proyecto se le otorgaron los permisos correspondientes a pesar de que se construye en una área de montaña protegida y contigua a un riachuelo, situación que estima lesiona su derecho a la salud.  Este Tribunal concluye que, en general, la instalación de la torres de telefonía celular no implican una amenaza o riesgo  indebido para la salud de las personas o para el medio ambiente. (sentencia 11-2545) En mérito de lo anterior, lo procedente es declarar sin lugar el recurso, como en efecto se dispone. SL

7954-12 CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. POR QUEMAS AGRÍCOLAS. Los  recurrentes  argumentan  afectación  en  sus derechos  fundamentales,  concretamente  al  derecho  a  un  ambiente  sano  y ecológicamente equilibrado, así como a la salud, debido a las quemas que realizan los ingenios azucareros de la zona y al tratamiento de los terrenos  propiedad de estos. De los informes rendidos, esta Sala tiene por acreditado que las actividades de quemas agrícolas en los ingenios indicados se realizan en apego a la normativa existente y no presenta riesgo real de contaminación. Por lo tanto se declara sin lugar el recurso. SL

7549-12 TALA DE ÁRBOLES. EN SAN ISIDRO DE HEREDIA. Alega el recurrente que se está realizando la tala de miles de árboles de ciprés en la finca que es propiedad de la sociedad RONIDA S.A. en San Isidro de Heredia; situación que considera lesiva por tratarse de una zona de alta peligrosidad geológica, lo cual podría afectar las quebradas Las Caricias y Lajas. En este caso, la Sala señala que se descarta el agravio alegado por el recurrente por cuanto no existen elementos probatorios suficientes que confirmen una supuesta lesión al medio ambiente y que, esta discusión que se está ventilando, con profundidad, en sede administrativa.  Se cita el voto Nº 2011003114 de las nueve horas y tres minutos del once de marzo del dos mil once. Se citan los artículos 20, 21,50, 69 y 89 de la Constitución Política. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta Lobo y Piza Rocafort salvan el voto y declaran sin lugar el recurso por razones diferentes. Comuníquese a todas las partes. SL
7571-12 AGUAS NEGRAS. INERCIA DE AUTORIDADES MUNICIPALES Y DE SALUD DE NARANJO. Alega el recurrente, que pese a que las autoridades recurridas tienen conocimiento desde el año 2000 del grave problema de vertido de aguas negras, provenientes de un tanque séptico colectivo que se encuentra ubicado al frente de su casa de habitación, éstas han hecho caso omiso a la situación, lo cual sin duda lesiona sus derechos fundamentales. En este caso, la Sala señala que la falta de seguimiento de las autoridades recurridas a la situación denunciada por los munícipes, es lesiva de sus derechos fundamentales, pues, no se han tomado las medidas necesarias para fiscalizar que, efectivamente, el funcionamiento del tanque séptico no afecte la salud pública, el medio ambiente y la intimidad -entendido como un espacio libre de intromisiones por malos olores- de las personas que viven en sus alrededores. Se citan los artículos 21, 50, 73, 89 y 169 de la Constitución Política. Se cita el voto 180-98 de 16:24 hrs. del 13 de enero de 1998. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Regional y Directora del Área Rectora de Salud Naranjo, ambos de la Dirección Regional Rectoría de la Salud Central Occidente y a la Alcaldesa Municipal de Naranjo, que de forma inmediata y de manera coordinada, tomen las medidas de su competencia a fin de resolver, de manera definitiva, el problema de salud pública ocasionado por el desbordamiento de aguas negras, debido al indebido funcionamiento del tanque séptico del barrio El INVU o Urbanización Parque Salustrio Camacho y que afecta a la amparada. CL
7613-12 REPRESA. CONSTRUCCIÓN DE REPRESA HIDROELÉCTRICA EN EL TERRITORIO DE CHIRRIPÓ. Alega el recurrente que el ICE inició trabajos para determinar la viabilidad de construcción de una represa hidroeléctrica en el territorio de Chirripó; no obstante, para realizar dicho estudio es necesaria la apertura de trochas y carreteras atravesando ríos y quebradas, rompiendo bosques primarios, cerca de la margen de los ríos, así como movimiento y uso de materiales de estos ríos, construcción de planteles para guardar maquinaria pesada, la cual es custodiada por indígenas pagados por el ICE, instalando alcantarillas que entuban las quebradas de forma permanente y construcción de puentes sobre afluentes del río Chirripó, obras que son visibles por cualquier persona y están desarrollándose en la comunicada de Namaldi, y otras aledañas como Cerro Azul y Juan Pablo. En este caso, la Sala señala que se acredita que  no existe ningún proyecto hidrológico PH-Duchii, en comunidades del Territorio Indígena Cabécar de Alto Chirripó y que, solo se permitió la reconstrucción de un camino entre las comunidades de Namaldí y Cerro Azul, el cuál se encuentra amparado a los decretos de emergencia, aplicando las mayores medidas de mitigación ambiental (resolución 583-2008-SETENA) y el Reglamento para el Aprovechamiento Forestal en Reservas Indígenas. Se citan los artículos 44 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y  28, 33, 50 y 74 de la Constitución Política. Se citan los votos 3886-97 de las 11:33 hrs. de 4 de julio de 1997, 2000-08019, de las 10:18 horas del 18 de setiembre de 2000, 9931-2004 de las 11:05 hrs. de 3 de septiembre de 2004 y 16213-07 de las 11:52 hrs. de 9 de noviembre de 2007. Se declara sin lugar el recurso. SL

ASAMBLEA LEGISLATIVA
7386-12. COMISIÓN LEGISLATIVA. SE CUESTIONA DESIGNACIÓN DEL PRESIDENTE Y CONFORMACIÓN POR FALTA DE EQUIDAD DE GENERO. Alega el recurrente su inconformidad con el nombramiento de un Diputado como Presidente de la Comisión de Derechos Humanos, en virtud de que con anterioridad a dicha designación, admitió que había existido una negociación con el Partido Liberación Nacional, con lo cual, estima, no se tendrá un punto neutral, creándose un conflicto de intereses entre la población BGLTI y esa Comisión. En este caso, advierte la Sala que la inconformidad del recurrente se centra, en cuanto a este punto, en un aspecto que resulta ser de exclusiva competencia de carácter interno del órgano legislativo, pues decidir quién debe ostentar el cargo de Presidente de una Comisión Legislativa es materia propia de la dinámica de ese Poder de la República, y un asunto ajeno al ámbito de competencias de la jurisdicción constitucional.  De tal forma,  de existir alguna inconformidad al respecto, el interesado deberá interponer las gestiones que estime pertinentes en el ámbito de la legalidad ordinaria. En este sentido, lo que corresponde es rechazar de plano este recurso en cuanto a este extremo. Por otra parte, aduce el recurrente una presunta inidónea conformación de la Comisión de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa por razones de equidad de género, situación que tomando en consideración el principio de representatividad,  sí  resulta  dable  de  conocer  por  parte  de  la  jurisdicción constitucional, por lo que estima la Sala que sí debe darse curso a este amparo pero únicamente para determinar la constitucionalidad de la conformación equitativa de esta Comisión. Se rechaza parcialmente el recurso. Désele curso a este amparo únicamente respecto de la aducida violación al artículo 124 de la Constitución Política, por estimarse que en la conformación de la Comisión de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa no existe equidad de género. En lo demás, se rechaza de plano el recurso. RP y CURSO
BANCARIO 
8294-12 CUENTA BANCARIA. LIMITACIÓN A APERTURA DE NUEVA CUENTA BANCARIA. El recurrente considera violentados  sus derechos fundamentales, ya que en febrero de 2012 la empresa para la cual pretendía laborar le indicó que debía abrir una cuenta de ahorros en dólares en el BAC San José, para el depósito de su salario; sin embargo, las autoridades del banco le informaron que el sistema limitaba la apertura de una nueva cuenta a su nombre. Los servicios bancarios, lejos de ser servicios públicos, nacen de acuerdos típicamente comerciales, propios del giro que se desarrolla en los Bancos, que en principio no es revisable en esta Jurisdicción. En virtud de esto, lo procedente es desestimar el recurso, pues en consonancia con lo anterior, la disconformidad del recurrente con los hechos descritos es propia de plantearse en las instancias antes indicadas y no en esta sede. La Magistrada  Calzada Miranda y los Magistrados  Jinesta Lobo, Cruz Castro, Castillo Víquez y Piza Rocafort, dan razones distintas. SL 

9153-12 CUENTA BANCARIA. BAC NIEGA APERTURA DE CUENTA CORRIENTE. Alega el recurrente que la empresa Kimberly Clark de Centroamérica lo eligió para un puesto de montacarguista, sin embargo no pudo comenzar a trabajar por cuanto el BAC San José se negó a abrirle una cuenta para que le cancelaran el salario lo cual es requisito indispensable. En este caso la Sala señala que lleva razón el recurrente en el agravio alegado por cuanto  el BAC San José denegó en principio la apertura de la cuenta corriente a su nombre sin una fundamentación clara de los motivos que permitan legitimar la decisión, con el fin de que la interesado pueda conocerlos y plantear así lo que estime pertinente en aras de ejercer su derecho de defensa. Se cita el voto 2002-11101 de las 10:48 horas del 22 de noviembre de 2002. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a Apoderado Especial Judicial del Banco BAC San José S.A. que en el plazo de 5 días, contados a partir de notificación de esa sentencia, resuelva la solicitud de apertura de cuenta corriente presentada por el recurrente conforme a derecho y por medio de un acto debidamente motivado. Los magistrados Armijo Sancho y Rueda Leal salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL

8480-12 TARJETAS. LLAMADAS TELEFÓNICAS. Alega el recurrente que a pesar de que cancelo las tarjetas de créditos, recibe constantes llamadas telefónicas alegando que aparece con deudas pendientes. Solicitó que borraran su información de las bases de datos y que cesaran con el hostigamiento y el acoso, lo que a su criterio no tiene fundamento. Con base en las consideraciones expuestas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

8183-12. MEDIDAS DE SEGURIDAD. IMPIDEN EL INGRESO CON BOINA EN AGENCIA BANCARIA. El recurrente establece una queja contra las Agencias del Banco Nacional de Costa Rica, ubicadas diagonal a la Bomba la Tropicana y la segunda al costado oeste del Parque Central, ambas de la ciudad de Alajuela, pues desde hace algún tiempo le exigen quitarse la boina que utiliza al momento de ingresar a dichas dependencias. Acusa que tiene 74 años de edad y el aire acondicionado de  dichas agencias bancarias le podría provocar un resfrió y hasta un derrame facial. Estima que tiene derecho a conservar su boina puesta al momento de ingresar a dichas agencias. Sin embargo, no corresponde  a esta Sala conocer sobre ese reclamo, por ser un asunto de legalidad ordinaria y, por ello, deberá la parte recurrente acudir ante la vía de legalidad respectiva, a fin de plantear allí las gestiones  que  estime  pertinentes  para  que  se  resuelva  lo  que  en  derecho corresponda. En consecuencia, el recurso es inadmisible y así se declara. RP

COMERCIO
7986-12 ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS. INGRESO DE POLICÍAS EN CLUB NOCTURNO ES SEÑALADO COMO HOMOFÓBICO.  El recurrente alega que funcionarios  policiales del Ministerio de Seguridad Pública y de la Municipalidad de San José se apersonaron en el Club Oh e  ingresaron al local con armas pesadas, cerraron las puertas,  impidieron la salida de las personas que se encontraban en el lugar y, de forma indiscriminada, solicitaron a los clientes que mostraran sus cédulas de identidad. Agrega que a algunas personas les arrebataron los  teléfonos  celulares  -pues habían  grabado los  hechos- y  las  sacaron  del negocio. Finalmente, luego de una hora, los citados funcionarios se retiraron del lugar, dejando un formulario en el que consignaban que todo estaba a derecho. Acusa  que  todo  ello  obedece  a  una  actividad  homofóbica,  en  razón  de  la orientación sexual de la mayor parte de su clientela, y únicamente en ese local se ha realizado ese tipo de operativos.  Se declara con lugar el recurso. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se previene a los recurridos no incurrir a futuro en los actos que dieron mérito a la acogida de este proceso de amparo. CL

CONTRATOS O LICITACIONES
8002-12. REVOCATORIA DE CONTRATO. ADMINISTRACIÓN ORDENA READJUDICAR CONCURSO PORQUE CONCESIONARIO NO CUMPLIÓ LOS REQUISITOS. En el presente asunto, el recurrente reclama lesión al debido proceso y al derecho de defensa, toda vez que la amparada participó en el concurso para la concesión de “Espacios para uso y Explotación de Ventas en El Parque Metropolitano La Sabana”. Dicho concurso le fue parcialmente adjudicado a la amparada. Sin embargo, debido a la falta de cumplimiento de requisitos, se dejó sin efecto el comunicado y se sacó a concurso la concesión de las líneas que habían sido adjudicadas anteriormente a la Unión de Pequeños Comerciantes. Esta Sala considera que no lleva razón el accionante toda vez que dentro del pliego de condiciones inicial del concurso se establecía los requisitos, lo cual era de conocimiento del amparado aun antes de presentar su oferta. Así las cosas, dado que la razón por la cual se re adjudicó el concurso Concesión Número 02-2011, referente al objeto “Espacios para uso y Explotación de Ventas en El Parque Metropolitano La Sabana”, fue por la falta de cumplimiento de requisitos, lo procedente es declarar sin lugar el recurso. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

8325-12. CERTIFICACIÓN. DENEGATORIA DE ENTREGA DE CERTIFICACIÓN POR DEUDA. Los recurrentes reclaman que el centro educativo privado recurrido se niega a brindarles los documentos  que acrediten que el amparado ya cursó el cuarto y parte del quinto grado. En aplicación del Principio del Interés Superior del Menor, esta Sala pondera la situación y resuelve a favor del niño afectado. El hecho de que la parte amparada haya tenido que acudir a un proceso jurisdicional para obtener las certificaciones requeridas y la aceptación de la aludida deuda pendiente con la institución educativa privada accionada, constituyen indicios suficientes para sostener una relación de causalidad entre la existencia de tal deuda y el hecho de que el amparado  aún no tenga las certificaciones requeridas. En mérito de lo anterior, se constata la alegada lesión al derecho a la educación del amparado Se declara parcialmente CON lugar el recurso, únicamente contra el Complejo Educativo Royal S.A. Se ordena a Apoderada  Generalísima del Complejo Educativo Royal, entregarles de inmediato a los representantes del menor amparado las certificaciones de notas obtenidas y toda la documentación requerida para continuar su proceso educativo. En cuanto al Ministerio de Educación Pública se declara sin lugar el recurso. Notifíquese en forma personal a Apoderada Generalísima del Complejo Educativo Royal, o a quien en su lugar ocupe el cargo. Comuníquese. CL

8339-12. EXAMEN. DENEGATORIA DE ENTREGAR EL EXAMEN DE CONVOCATORIA El recurrente, estudiante regular del Colegio Técnico Profesional Industrial José Figueres Ferrer, indica que en el curso lectivo 2011 perdió la materia de español; por ello, presentó la prueba de ampliación. Posteriormente, la docente informó vía telefónica que había aprobado la materia y el centro de enseñanza recurrido emitió una certificación en donde se indicaba que el amparado se encontraba en duodécimo nivel de la educación diversificada  para el curso lectivo 2012. No obstante, dos meses después se informó al amparado que su condición de estudiante era del grado académico de undécimo año; no obstante, nunca se entregó el examen, no se permitió ejercer el derecho de defensa y actualmente pretenden devolver al amparado al año inferior, sin brindar un debido proceso. Considera la Sala que el deber del docente consiste en entregar a los estudiantes y al Director del Centro Educativo,  dentro de los tres días hábiles posteriores  a su aplicación, las pruebas respectivas debidamente calificadas con el señalamiento de los errores cometidosSe declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a Director del Colegio Técnico Profesional  José Figueres  Ferrer, disponer lo que corresponda, para que se entregue al amparado  la prueba de convocatoria  de español, dentro del plazo de tres días, contado a partir de la notificación de esta resolución. CL

9087-12 IGUALDAD DE OPORTUNIDADES. JUEGOS DEPORTIVOS. Solicita el recurrente que  este Tribunal le ordene al Jurado de los Juegos Deportivos  Estudiantiles, Edición 2012 que disponga  un calendario de juegos en donde exista igualdad de condiciones para todos los competidores. En este caso la Sala señala que  no es un contralor de la legalidad de las actuaciones  o  resoluciones  de  las  diversas  dependencias  u  órganos  de  la Administración y no puede reemplazarlos en la gestión de sus competencias. Se cita el artículo 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional.  Se rechaza de plano el recurso. RP

8011-12. ACCESO A LA EDUCACIÓN. NO NOMBRAN PROFESOR EN ESCUELA UNIDOCENTE BAJO DE LAS ESPERANZAS. Alega lesión al derecho a la educación de los estudiantes de la Escuela Bajo de las Esperanzas de Pérez Zeledón debido a que no reciben clases. Además alega lesión al debido proceso por la instauración de un procedimiento administrativo en su contra. El Derecho a la Educación o libertad de enseñanza comprende, en su contenido esencial, un haz de facultades que atañen a cada uno de los sujetos que intervienen en el proceso educativo integral. En nuestro ordenamiento constitucional, el derecho de aprender, por lo menos hasta cierto estadio, se configura, como un poder-deber, dado que, la educación preescolar y la general básica son obligatorias. La Sala constata que  durante cinco semanas los estudiantes de la Escuela Bajo de las Esperanzas de Pérez Zeledón no recibieron lecciones, situación que lesiona el derecho a la educación de esos estudiantes y la continuidad del servicio público. En consecuencia, lo procedente es declarar con lugar el recurso. La Sala rechaza la lesión al debido proceso de la amparada. CL
8003-12. MATRICULA. DENEGATORIA DE MATRICULA EN COLEGIO POR FALTA DE CUPO.  Acusa la recurrente violación del derecho a la educación en perjuicio de su hijo pues para  curso lectivo 2012 decidió enviarlo al Liceo Ricardo Moreno Cañas, mismo que se encuentra ubicado cerca de su casa. No obstante, cuando procedió  a matricularlo    le informaron que no era posible, pues el cupo   era  limitado.   En vista de ello, se presentó al Liceo de Palmares, pero también le negaron la matrícula  por  haber  perdido  un  año. Manifiesta  que actualmente  su hijo se encuentra sin ir a clases. Este Tribunal ha establecido que el derecho a la educación lo que garantiza es la posibilidad de acceso de todo ciudadano a la educación que estime conveniente, sin que por esto se establezca en forma automática, el derecho de todas las personas a ingresar al centro de enseñanza de su predilección. Así, no existe un derecho fundamental de ingreso a un determinado centro educativo sino que, para efectos de tutela constitucional, lo que importa es que los educandos tengan la posibilidad efectiva de ingresar a una institución para realizar sus estudios. Con base en las consideraciones  anteriores no encuentra la Sala, en suma, arbitrariedad alguna en lo actuado, ni que se conculcara los derechos del tutelado, por lo que el amparo debe desestimarse.  No obstante, a la fecha de interposición del recurso, las autoridades del Ministerio de Educación Pública no habían dispuesto lo necesario para que el tutelado pudiera matricular en algún otro centro educativo donde sí quede algún espacio. De ahí, que resulta evidente que se ha incumplido con la obligación correspondiente, afectando en forma directa, el derecho a la continuidad educativa del menor amparado, con lo cual, el recurso debe estimarse. CL

7985-12 PELO LARGO. ESTUDIANTES DE COLEGIO DEBEN ACATAR LAS MEDIDAS ADMINISTRATIVAS SOBRE PRESENTACIÓN PERSONAL. El recurrente alega que sus hijos son estudiantes de la Escuela Jesús Jiménez Zamora, y debido al uso del cabello largo han perdido puntos en la nota de conducta. Además, afirma que los tutelados sufren de maltrato por parte de los docentes  del  centro  educativo  recurrido,  situación  que  estima  lesiva  de  sus derechos fundamentales. En reiterada jurisprudencia, este Tribunal Constitucional ha indicado que las regulaciones que dispongan las instituciones educativas sobre la apariencia personal no quebrantan ningún derecho fundamental, salvo, claro está, que sean discriminatorias o irrazonables. Se  ha  establecido  que  los estudiantes de secundaria están bajo la autoridad y vigilancia del Centro Educativo en el cual  cursan sus estudios y están obligados a portar el uniforme y a cuidar su presentación  personal  en  los  términos  en  que  se  regule  en  la  normativa correspondiente,  sin  que  ello  implique  una  vulneración  a  sus  derechos fundamentales, pues precisamente por su situación de menoridad y la fase de formación en la que se encuentran, su apariencia personal debe ser acorde con las disposiciones que al respecto rigen en la Institución en la que se encuentran, a cuya orientación y autoridad han de someterse. Se declara sin lugar el recurso. SL

8216-12. EXPULSIÓN. DE CENTRO INFANTIL POR RAZONES DE CONDUCTA. Señala la recurrente que es madre de un menor de dos años de edad que ingresó a Centro Infantil, sin embargo según le han indicado las maestras y directora del Centro, se han presentado problemas con el menor ya que muerde a sus compañeros de clase en repetidas ocasiones, se le entregó un documento donde se le comunicó por escrito que esa institución no podrá brindar más servicio y atención a su hijo, debido a que su conducta persistió, lo anterior sin haberle otorgado su derecho de defensa y debido proceso. Según las consideraciones de esta Sala lo procedente es declarar el recurso sin lugar. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrado Calzada Miranda y el Magistrado Cruz Castro Salvan el voto y declaran con lugar el recurso.- Con todas sus consecuencias. SL
7253-12 ACCESO A LA EDUCACIÓN. ACUSA QUE NO HAN NOMBRADO DOCENTE EN CENTRO EDUCATIVO. Alega el recurrente que en la Escuela Juana Dennis Vives; sin embargo, ahí no han nombrado a una docente en el aula integral, pese a que requiere una educación especializada. En este caso, la Sala señala que lleva razón el recurrente en el agravio alegado, toda vez que el no poder acceder a la educación que requiere, lesiona ineludiblemente la eficiencia, calidad, continuidad y eficacia de su educación. Se cita el artículo 44 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se cita el voto 2011-011478. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Viceministra Académica, la Directora de Desarrollo Curricular, la Directora Regional de la Dirección Regional de Educación de Turrialba y Jiménez, y al  Supervisor de Centros Educativos del Circuito 02 de la Dirección Regional de Educación de Turrialba y Jiménez, todos del Ministerio de Educación Pública, o a quiénes en su lugar ocupen esos cargos, que, según el ámbito de sus competencias, de forma inmediata realicen las gestiones necesarias para garantizar que al menor amparado se  le  brinde  el  apoyo  educativo  necesario  para  que  reciba  la  educación especializada que necesita, según sus necesidades  y, así, garantizar el efectivo goce del derecho a la educación.  Comuníquese. CL

7568-12 MATRÍCULA. NIEGAN MATRÍCULA EN RAZÓN DE CUPO. Alega el recurrente que en diciembre de 2011 se presentó a matricularse en el Colegio Joaquín Gutiérrez Mangel; no obstante, en contra de su derecho a la educación, las autoridades recurridas le manifestaron que, por motivos de cupo, lo dejarían en lista de espera hasta el mes siguiente, por lo que en esa fecha se presentó nuevamente  a la Institución, pero le informaron que debía buscar espacio en otro centro educativo. En este caso, la Sala señala que se verifica que  el menor se encontraba matriculado, previamente, en otro centro educativo y que, existieron razones objetivas por las cuales el Colegio Joaquín Gutiérrez Mangel no pudo aceptar su matrícula de traslado, sea, la sobrepoblación estudiantil, con el consecuente detrimento en la calidad de la educación y la seguridad de los estudiantes. Se declara sin lugar el recurso. SL

7582-12 ACCESO A LA EDUCACIÓN. ACUSAN FALTA DE PROFESORES EN CENTRO PENITENCIARIO. Alegan los recurrentes que son policías penitenciarios del Centro de Atención Semi-institucional San Agustín y que, pese a  que desde el 2009 ingresaron a la educación formal mediante un convenio suscrito entre el Ministerio de Justicia y Paz, y el Ministerio de Educación Pública, durante el 2011 y lo que va del 2012 no han nombrado ni enviado al centro penal los profesores que requieren para continuar con su proceso educativo. En este caso, la Sala señala que es necesaria la autorización de la modalidad de Educación Abierta en la Sede Centro Penal San Agustín, a efecto de que sea llevada a la práctica y, en consecuencia, a los amparados se les continúe asegurando su derecho a la educación, toda vez que actualmente no se cuenta con elementos probatorios suficientes que acrediten si en el centro se aplican los cursos alegados. Se cita el voto 2011-011018 de las 09:57 horas del 19 de agosto del 2011.  Se cita el artículo 83 de la Constitución Política y 45 de la Ley de Jurisdicción Constitucional.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública y Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quienes ejerzan esos cargos, que de inmediato tomen las medidas necesarias para que los recurrentes continúen su proceso de educación. Comuníquese. CL

7594-12 SANCIÓN. ACUSA QUE ESTUDIANTES DEBEN ESPERAR HASTA SIGUIENTE LECCIÓN EN CASO DE RETRASO DE DIEZ MINUTOS. Alega la recurrente que su hijo padece  síndrome de down y que, en el centro educativo en el que su hijo estudia, existe una disposición que señala que en caso de atraso de diez minutos, el estudiante deberá esperar hasta la siguiente lección para ingresar, lo cual considera lesivo a los derechos fundamentales del menor, toda vez que no se están considerando aspectos ajenos a su responsabilidad, como por ejemplo el transporte. En este caso, la Sala que  los centros educativos pueden establecer directrices que regulen la llegada tardía de estudiantes y que, el centro educativo es el responsable de los alumnos o estudiantes a su cargo, por lo que deberán establecer un programa que permita ocupar a los estudiantes en alguna actividad educativa cuando no les sea permitido el ingreso en el aula, de tal forma que se resguarde la seguridad de los menores. Se citan los artículos 77, 78 y 79 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. Se advierte a la  Directora y a la docente recurrida, ambas del Centro de Integración San Felipe Neri, que deberán abstenerse de incurrir nuevamente en las acciones u omisiones que dieron mérito para que se acogiera el presente amparo. Tomen nota los recurridos del Considerando último de esta sentencia. Comuníquese al Ministro de Educación Pública. CL

7890-12. DISCRIMINACIÓN. NO PERMITEN A ESTUDIANTE UNIVERSITARIO INGRESO A CENTRO DE ESTUDIOS POR EL ESTILO DE SU PELO.Alega el recurrente quien es afrodescendiente, que es estudiante regular del la Universidad de Ciencias Médicas desde enero de dos mil once. Indican que, durante el periodo de vacaciones dos mil once-dos mil doce, el amparado decidió cambiar su estilo afro por un corte conocido en su cultura como “dreadlooks”. Señalan que las clases iniciaron el dieciséis de enero de dos mil doce, pero, el ocho de febrero de dos mil doce, el amparado fue abordado por la Coordinadora de Vida Estudiantil, quien delante de tres compañeros regañó al amparado y le dijo que su corte de cabello no era apto para la universidad y que ese peinado se encontraba en contra del Código de Vestimenta. Manifiestan que el viernes diez de febrero de dos mil doce, al salir de la universidad para almorzar, el oficial de seguridad de la entrada principal le indicó al amparado que el decano de la Carrera de Medicina había girado la orden de impedirle la entrada a la universidad con ese corte de cabello. Afirma que lo amenazaron con no dejarlo ingresar de nuevo a clases hasta que tuviera un corte de cabello conforme lo exige el centro de estudios. Agregan que el amparado tiene el temor de ser nuevamente humillado por sus raíces étnicas y se rehúsa a tener que cambiar su corte de cabello, pues considera que eso implicaría cambiar también su tono de piel y su cultura, por lo que, consideran lesionados sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Rector de la Universidad de Ciencias Médicas y Delegado Ejecutivo de la Fundación Escuela Autónoma de Ciencias Médicas de Centroamérica, abstenerse de impedirle al amparado la continuidad de sus estudios en la Universidad recurrida por las razones expuestas. La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Jinesta Lobo ponen nota y dan razones adicionales. CL  

DERECHO A LA INFORMACIÓN
8327-12. MUNICIPALIDAD. RETARDO INJUSTIFICADO EN LA ENTREGA DE INFORMACIÓN SOLICITADA.Los recurrentes -quienes forman parte del Sindicato de Trabajadores de la Municipalidad de Moravia-, alegan que, a la fecha de interpuesto el presente recurso, la autoridad recurrida no les ha entregado los resultados del estudio de clima organizacional del Municipio, que solicitaron. Estiman que la omisión acusada, vulneró su derecho de acceso a la información administrativa. Esta Sala desarrolla lo relacionado con la información administrativa y considera que lo procedente es declarar con lugar el recurso. Se condena a la Municipalidad de Moravia al pago de las costas, daños y perjuicios causados  con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

8969-12 ACCESO A LA INFORMACIÓN. NIEGAN A ESPOSO ACCEDER A EXPEDIENTE CLÍNICO DE SU ESPOSA POR FALTA DE LIGITIMACIÓN. Alega el recurrente que solicitó copia certificada del expediente clínico de su esposa, que falleció presuntamente por la práctica de laparoscopía por infertilidad y que se le denegó por falta de legitimación. En este caso la Sala estima que existe un  interés  legítimo  para  acceder  a  dicha información, precisamente por la calidad de esposo de la fallecida, de manera que los funcionarios  públicos recurridos estaban en la obligación de facilitarle la certificación del expediente clínico solicitado y que, al no haberlo hecho incurrieron en violación a lo dispuesto  en el artículo 27 constitucional,  por una errónea interpretación de la normativa reglamentaria aplicable. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General a.i. y Jefatura a.i. del Servicio deRegistros Médicos, ambos del Hospital San Vicente de Paul, disponer  lo necesario para que se permita al recurrente el acceso al expediente médico de su esposa en el plazo de tres días, contado a partir de la comunicación de esta sentencia. CL

8100-12 CONTRALORÍA. SOLICITUD DE INFORMACIÓN RELACIONADA CON LA CONSTRUCCIÓN DE LA TROCHA FRONTERIZA. El recurrente alegó que solicitó a la Gerente de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, información relacionada con las irregularidades presentadas en la contratación realizada para la construcción de la ruta No. 1856 Juan Rafael Mora Porras. Reclamó que no se le ha facilitado la misma, razón por la cual, estimó vulnerado su derecho de acceso a la información administrativa, en su vertiente ad extra, consagrado por el artículo 30 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Gerente de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, que, disponga lo que esté dentro del ámbito de sus competencias, para que, DE MANERA INMEDIATA, se entregue en la oficina del Diputado a la Asamblea Legislativa, la información por él solicitada, el 9 de mayo de 2012. CL

7375-12 EXCITATIVA. DIRIGIDA A UN FUNCIONARIO PÚBLICO, SE AGOTA CON LA SOLA PRESENTACIÓN. Alega el recurrente que se encuentra inconforme porque  el 16 de mayo pasado presentó una nota a la recurrida y a la fecha, 10 días después, ésta no la ha contestado. Señala la Sala que de las propias manifestaciones del recurrente y la documentación que obra en autos, se colige que la gestión planteada, en realidad era una excitativa o exhortación dirigida a la Presidenta de la República para que, en ejercicio de sus atribuciones, ayudara a 80 familias que esperaban una vivienda, congelara los precios de la canasta  básica,  no  aumentara  impuestos,  favoreciera  los  intereses  de  los campesinos que han sido beneficiarios de parcelas del Instituto de Desarrollo Agrario y revocara el aumento de los disputados.   Este tipo de peticiones, en los términos en que son formuladas, no entrañan obligación alguna de la Autoridad recurrida de brindar información a la parte recurrente, ni de resolverle nada en particular,  en  los  términos  de  lo  establecido  en  los  artículos 27  y 41 constitucionales.  Por lo tanto, la excitativa se agotó con la sola presentación del escrito, de manera que nunca existió la correlativa obligación de la parte accionada de pronunciarse sobre ella. En consecuencia, el recurso es improcedente y así se declara. RP 

7270-12 MUNICIPAL. SE NIEGA INFORMACIÓN SOBRE PAGOS DE PROYECTO. Alega el recurrente que ﻿ las autoridades de la Municipalidad del Cantón de Limón se niegan a facilitarle información requerida por el recurrente en su oficio de 10 de abril de 2012, con respecto a los pagos que se realizaron conforme al acuerdo municipal No. SM-610-2011, pese a que se trata de información pública, lo cual considera lesiona sus derechos fundamentales. En este caso la Sala señala que lleva razón el recurrente en el agravio alegado, toda vez que se verifica que efectivamente al amparado no le han suministrado la información requerida, sin que obedezca a algún impedimento propio de la Institución. Se citan los votos ﻿2003-02120 de las 13:30 hrs. de 14 de marzo de 2003,  09:24 hrs. de 9 de mayo de 2012. Se citan los artículos 44 y 45 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal del Cantón de  Limón, facilitar  inmediatamente  la información requerida por el amparado en su oficio de 10 de abril de 2012. CL

7271-12 PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. NIEGAN INFORMACIÓN SOBRE PRUEBA EVACUADA EN PROCESO. Alega el recurrente que solicitó ante las autoridades del Instituto Nacional de Aprendizaje, información que iba  a ser evacuada como prueba en la gestión de despido en contra del amparado,  sin embargo, se respondió que dicha información no podía ser proporcionada debido a que era personal, de carácter confidencial.  En este caso la Sala estima que no lleva razón el recurrente, puesto que la Sala en reiteradas sentencias ha indicado que ﻿lo que  interesa es que se brinde respuesta a la gestión formulada y no necesariamente que se conceda el fondo de las pretensiones planteadas; agrega además que no observa lesión a los derechos fundamentales del amparado. Se citan los artículos 24 y 30 de la Constitución Política. Se citan los votos  07265-99,  de las doce horas con treinta y nueve minutos del diecisiete de septiembre de mil novecientos noventa y nueve y, 2007-015734 de las 16:04 horas del 31 de octubre del 2007. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL
7632-12 MUNICIPAL. NIEGAN EXPEDIENTE DE PROYECTO RESIDENCIAL. Alega el recurrente que la Corporación Municipal recurrida,  le negó el acceso al expediente del proyecto residencial denominado "Condominio Residencial Barlovento. En este caso, la Sala señala que la naturaleza de la información requerida es pública, por lo que lleva razón el recurrente en el agravio alegado y que, si la administración local estima que debe resguardar la información confidencial que consta en el expediente administrativo, debe discriminar los datos íntimos, sensibles o nominativos que existan en el soporte material, a efecto que no sean accedidos por el recurrente. Se citan los artículos 30 de la Constitución Política y 71 de la Ley de Jurisdicción Constitucional.  Se cita el voto 2120-03 de las 13:30 horas del 14 de marzo del 2003. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el oficio de la Dirección de Desarrollo y Control Urbano de la Municipalidad recurrida, Nº MLU-DIDECU-195-12 de 2 de mayo de 2012, que denegó la solicitud del comité amparado y en consecuencia, se le ordena al Alcalde y Director de Desarrollo y Control Urbano de la Municipalidad de La Unión, respectivamente, o a quienes ejerzan esos cargos, permitir el acceso a la información que consta en el expediente administrativo del proyecto residencial denominado "Condominio Residencial Barlovento", previa discriminación de la información confidencial que conste en ese expediente. CL

DERECHO DE PENSION
8580-12. SOLICITUD DE RESTITUCIÓN. DENEGATORIA DE RESTITUCIÓN DE PENSIÓN POR VIUDEZ. La recurrente está inconforme con el contenido  de la resolución , por medio de la cual el Consejo  Superior del Poder  Judicial denegó su solicitud de restitución del beneficio de pensión por viudez y reintegro del dinero que devolviera al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se rechaza de plano el recurso. RP
DERECHO DE PROPIEDAD

8230-12  DESALOJO. NO SE INDICÓ QUE RECURSO PROCEDE EN CONTRA DE ACTO ADMINISTRATIVO. El recurrente acusa que se dispuso el desalojo de los amparados, por medio de un acto administrativo que no es ni claro, ni preciso, ni congruente,  que se adoptó sin otorgarse previa audiencia a los amparados, y en el que se no indica cuáles recursos proceden en su contra, con lo que se le dejó en estado de indefensión. Esta Sala no puede obviar el hecho que en las resoluciones notificadas a los tutelados no se indicase si procedía recurso alguno en contra de ese acto administrativo. Dicha omisión deja a los amparados en una grave situación de incertidumbre y supone una infracción al derecho de defensa que debe motivar la estimatoria de este recurso. CL Parcial

7902-12 DESALOJO. SE ALEGA FALTA AL DEBIDO PROCESO.  Alega el recurrente que fue obligado por varios oficiales de la Delegación Policial de la Virgen de Sarapiquí a desalojar la parcela que cultiva, -bajo amenaza de ser privado de su libertad-. Lo anterior, a solicitud del propietario del fundo, quien, años atrás le había permitido poseerlo, a cambio de mantenerlo produciendo. En el presente asunto, la Sala señala que no le compete dirimir el conflicto de legalidad existente entre él y el titular de la citada parcela, puesto que el mismo deriva de una relación contractual, cuya interpretación excede la naturaleza sumaria del proceso de amparo. Se declara sin lugar el recurso. SL

7291-12 DESALOJO. FALTA DE FORMALIDADES EN LA COMUNICACIÓN DEL ACTO. Alega el recurrente que se ordenó el desalojo de los amparados, por medio de un acto administrativo que no es ni claro, ni preciso, ni congruente,  que se adoptó sin otorgarse previa audiencia a los amparados, y en el que se no indica cuáles recursos proceden en su contra, con lo que se les dejó en estado de indefensión. En este caso, la Sala señala que no puede estimarse como violatorio de los derechos fundamentales de los amparados el que se haya gestionado y autorizado tal desalojo, el tenerse por acreditado que se estaba en presencia de una ocupación ilegal de un bien inmueble, propiedad de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias; sin embargo,  ante la omisión que se detecta en la resolución 1293-12 DM, en la que no se indica si procede recurso alguno en contra de ese acto administrativo debe acogerse en ese extremo el recurso. Se citan los votos número 2010004646 de las 11:02 horas del 5 de marzo del 2010 y   2012004605 de las 14.30 horas del 10 de abril de 2012. Se citan los artículos 39 y 41 de la Constitución Política. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por omitirse en la resolución número 1293-12 DM   la indicación de los recursos que proceden en contra de ese acto administrativo. Se ordena al Ministro, y al Jefe de Desalojos Administrativos, ambos del Ministerio de Seguridad Pública, o a quienes ejerzan esos cargos, que adopten las medidas necesarias para que en el plazo improrrogable de tres días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se comunique formal acto administrativo a los amparados  con indicación de los recursos procedentes  en contra de la resolución número 1293-12 DM, del órgano que los resolverá, de aquél ante el cual deben interponerse y del plazo para interponerlos. CL Parcial

DERECHO DE TRABAJO
9032-12 CERTIFICACIONES. DEMORA EN EXPEDIR CERTIFICACIÓN DE TIEMPO LABORADO. Alega el recurrente que ﻿el 12 de abril del año 2012 una certificación correspondiente al tiempo laborado como Profesor de Educación Física en la Escuela de Niños Sordos   de Cartago y que, a la fecha de interposición del recurso no ha recibido respuesta alguna, lo cual lesiona sus derechos fundamentales. En este caso la Sala señala que aunque no puede endilgarse responsabilidad por no emitir esa certificación ante la inexistencia de registros que respalden el dicho del actor, lo cierto es que debió habérsele notificado por escrito esta situación y no sólo habérselo indicado vía telefónica. Se cita el artículo 71 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Directora de la Escuela de Sordos de Cartago, notificar, inmediatamente, al recurrente el oficio   No. ASCO4-145-2012 de 21 de mayo de 2012 de la Asesora Supervisora de Centros Educativos, Circuito 04 de Cartago  del Ministerio de Educación Pública. CL

8483-12 INHABILITACIÓN. FUNCIONARIO DEL MEP INHABILITADO POR CINCO AÑOS. Alega el recurrente que laboró para el Ministerio de Educación Pública hasta el año 2003. Por resolución emitida por el Tribunal de Servicio Civil, se le despidió sin responsabilidad  patronal y se le impuso una suspensión o inhabilitación profesional para laborar con el Ministerio de Educación Pública, por tres años a partir del primero de diciembre de 2003. Concluido el período de inhabilitación solicitó que se le realizara un estudio  de  vida  y costumbres, a  fin  de reintegrarse nuevamente a laborar en ese Ministerio. Alega que producto  de esa solicitud, se le impuso nuevamente una inhabilitación, esta vez por cinco años, para laborar  con  el  Ministerio  de  Educación  Pública  y  cualquier  otra  institución cubierta  por  el  Servicio Civil. Acusa que el fundamento de esa nueva inhabilitación, son los hechos y sanciones que se le aplicaron en la primera lo que estima lesiona el principio de non bis in idem. Según las consideraciones de esta Sala se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución únicamente en cuanto al establecimiento de un plazo de inidoneidad temporal de 5 años a partir de la fecha de tal resolución, que deberá ser ajustado por la autoridad accionada conforme a los lineamientos explicados en la parte considerativa de este pronunciamiento dentro del plazo de siete días contado a partir de la notificacion de esta sentencia. CL

8912-12 LECCIONES. ACUSA DISMINUCIÓN DE LECCIONES. Alega el recurrente violación a sus derechos fundamentales por cuanto le fue disminuida  la cantidad de lecciones que impartió durante los tres últimos cursos lectivos y en su perjuicio ese número se redujo aún más, por disminución de matrícula, sin que las autoridades recurridas le brindaran explicación alguna. En este caso la Sala señala que el derecho de acceso a la información administrativa es una herramienta indispensable, como otras tantas, para la vigencia plena de los principios de   transparencia y publicidad administrativas por lo que necesariamente debe permitir el escrutinio de sus actuaciones. Se citan los artículos 11, 24,  28,  30 y 121 inciso 3) de la Constitución Política. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en lo que respecta al derecho de acceso a la información administrativa. Se le  ordena a la Directora de Desarrollo Curricular del Ministerio de Educación Pública, que dentro de los ocho días siguientes a la notificación de esta resolución, le suministre al recurrente la información que requirió con respecto a su nombramiento en la Sede del Colegio Técnico Profesional de Puntarenas.  CL Parcial 

8389-12. NOMBRAMIENTO. NO SE PRORROGA NOMBRAMIENTO La recurrente alega que desde estaba nombrada interinamente como Técnico Judicial 3 en el Despacho del Magistrado. Se le informó que se procedería a recortar su nombramiento, lo cual considera lesivo a sus derechos fundamentales, dado que la recurrida no le ha comunicado resolución u oficio,   por medio del cual se le indiquen las razones que mediaron para el cese de su nombramiento. La Sala,  luego de analizar lo informado, y la prueba ofrecida no verifica que en el caso concreto que plantea la recurrente haya habido violación alguna a sus derechos fundamentales, básicamente porque el cargo que ocupaba la tutelada   fue designado como un puesto de confianza, considera que los funcionarios de confianza no se encuentran dentro de los supuestos del artículo 192 de la Constitución Política, de manera que, para su destitución no se requiere de un procedimiento administrativo previo.Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada Miranda concurre con el voto, pero da razones distintas. SL
8300-12 PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. NO SE LE DA UNA EFECTIVA INTIMACIÓN DE LOS HECHOS AL AMPARADO.  El recurrente acusa que en el traslado  de cargos que se le hizo, no se precisan claramente los hechos por los cuales se le investiga, la falta que se le podría imputar, así como las sanciones a imponer. Añade que el plazo de 24 horas otorgado para impugnar el acto de apertura resultaba irracional, puesto que éste remitía a  documentación  externa al expediente administrativo. Considera este Tribunal que lleva razón el recurrente en cuanto a este alegato. Lo anterior por cuanto de dicha resolución no se desprende una relación  circunstanciada de los hechos   que se  le   atribuyen  al   tutelado. Los elementos que echa de menos este Tribunal en la citada resolución, constituyen aspectos medulares  que debe contener todo traslado de cargos emitido por la Administración, de manera que no pueden ser pasados por alto en este proceso de amparo y, por ello, es que se acoge el recurso en cuanto a este punto. Se declara parcialmente  con lugar el recurso, solo en cuanto a la falta de fundamentación del traslado de cargos. En consecuencia, se anula la resolución dictada  dentro  del procedimiento  administrativo y, por ende, se retrotrae el procedimiento hasta  ese momento.  Se cita sentencia 15-90, artículo 39 y 41 y los principios de intimación e imputación CL Parcial

8345-12. SALARIO. PAGO DE PRESTACIONES LABORALES. El recurrente manifiesta, que el amparado laboró como cocinero  en el Centro Educativo Escuela Moisés Coto Fernández, perteneciente   a la Dirección Regional   de Educación de Cartago. Indica que, presentó una solicitud   de   pago   por prestaciones  por la no prórroga de nombramiento,  no obstante, a la fecha de interposición    de    este recurso, el amparado no ha obtenido resolución o pago alguno. La jurisprudencia de esta Sala ha señalado que el Estado debe velar porque en razón de un trabajo no se menoscabe  la libertad o la dignidad del hombre y que los rubros que componen una liquidación laboral, son derechos de los trabajadores que surgen al terminar la relación laboral, por lo que el no pago 
oportuno de dicha liquidación conlleva la violación a la dignidad del ser humano, derivado de su derecho sagrado y universal a la vida. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a Jefa del Departamento de Control de Pagos de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que en el plazo improrrogable de UN MES, contado a partir de la notificación de esta resolución, resuelvan y notifiquen la gestión planteada por el amparado el, en la que gestionó el pago de sus prestaciones legales. CL 

8801-12. SALARIO. REBAJO DESPROPORCIONADO. La recurrente, docente del Ministerio de Educación Pública, alega que se le están aplicando rebajos desproporcionados a su salario para recuperar las sumas pagadas de más por razón de incapacidades. Se declara CON lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, dentro del plazo de tres días contados a partir de la notificación de esta resolución, gire las instrucciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se enderecen los procedimiento a fin de comunicar a la amparada, como es debido, sobre los montos pagados de más, el saldo que adeuda y la forma en que se procederá a su cancelación definitiva, tomando en cuenta el obligado respeto al principio de proporcionalidad en cuanto al monto de los rebajos. El Magistrado Rueda Leal salva el voto y declara parcialmente con lugar el recurso. CL 

8957-12 SALARIO. RETARDO EN PAGO DE PRESTACIONES LABORALES. Alega el recurrente que a la fecha no le han cancelado las sumas correspondientes a extremos laborales. En este caso la Sala señala que lleva razón el recurrente en su alegato, por cuanto se acredita que desde hace ocho meses realizó las gestiones pertinentes para el pago de sus prestaciones laborales y a la fecha no ha recibido las sumas correspondientes. Se citan los artículos 41, 56 y  57 de la Constitución Política. ﻿Se declara  con  lugar  el  recurso.  Se  les  ordena  al Director del Departamento de Gestión del Potencial Humano y al Jefe del Departamento de Recursos Financieros, ambos del Ministerio de Hacienda para que en el plazo de un mes gire las instrucciones pertinentes para que se proceda al pago efectivo de las prestaciones  legales al recurrente, si otra causa ajena a la examinada en el sub- lite no lo impide. CL

8978-12 SALARIO. RETARDO EN PAGO DE PRESTACIONES LABORALES. Alega la recurrente que ﻿la amparada presentó ante el Ministerio de Educación Pública solicitud para que se le cancelaran las prestaciones legales y que, a la fecha de interposición del recurso, dicha solicitud no ha sido respondida, y tampoco se le han cancelado las prestaciones que en derecho le corresponden. En este caso la Sala señala que lleva razón el recurrente en su alegato, por cuanto consta que la amparada realizó las gestiones pertinentes y que la Administración ha excedido el plazo razonable para cancelar las prestaciones que a la primera le corresponden. Se cita el artículo 74 de la Constitución Política ﻿Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jefa del Departamento de Control  de Pagos del Ministerio de Educación Pública, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de UN MES, contado  a partir de la notificación de esta sentencia, se cancele a la amparada, sus prestaciones legales. CL

8030-12 PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. NO SE LE DA UNA EFECTIVA INTIMACIÓN DE LOS HECHOS AL AMPARADO. Acusa el recurrente que se inició en su contra un procedimiento administrativo, en el que no se le dio una debida intimación de los hechos y se lesionó su derecho al debido proceso en la Municipalidad de Alajuelita. En este caso, consta que la resolución que dio inicio al procedimiento incoado al recurrente, no contiene una adecuada intimación de cargos, no enuncia claramente cuáles son las faltas en que aparentemente incurrió el recurrente en el desempeño de sus funciones, la Sala ha señalado que toda persona investigada debe ser puesta desde un inicio del procedimiento en conocimiento y que debe intimársele mediante una relación oportuna, expresa, precisa, clara y circunstanciada de los hechos y sus consecuencias legales, lo que no ocurrió en el presente caso, produciéndole indefensión al amparado durante el resto del procedimiento. Así también, observa la Sala que la resolución que le comunica la propuesta de despido, no se basa en una  relación  de  hechos  que  se  le  imputan,  ni  de  de  una  debidamente fundamentación de las supuestas faltas en las que incurrió, por ello nuevamente la Municipalidad recurrida, lesionó el derecho de defensa del amparado. Como ya fue señalado, la violación al artículo 39 constitucional se produjo desde el momento en que fue iniciado el procedimiento, por cuanto no se dio un efectivo cumplimiento al principio de intimación de los hechos que se le atribuyen al recurrente, causándosele con ello total indefensión. Se declara con lugar el recurso. Se anula el procedimiento disciplinario incoado en contra el amparado y con ello, su despido. Se restituye al recurrente en el puesto en que venía desempeñándose, en las mismas condiciones en que venía haciéndolo. CL 

8059-12 DICTAMEN MÉDICO. SOLICITUD DE ACTUALIZACIÓN DE DICTAMEN MÉDICO PARA MANTENER READECUACIÓN DE FUNCIONES. Estima la recurrente que las autoridades  accionadas lesionan sus derechos por cuanto le exigen cada 3 o 4 meses que presente un dictamen médico actualizado con la finalidad de mantenerle su readecuación de funciones. Sobre el particular, debe recordarse que la Sala ha establecido que las licencias especiales, no constituyen derechos adquiridos y que el Ministerio de Educación Pública tiene potestad de asignarles funciones compatibles  con sus condiciones particulares con respeto de su dignidad, honor y reputación. Además de ello, en anteriores decisiones, la Sala se ha referido a la potestad del Ministerio de Educación Pública de requerir a los servidores que están separados de sus cargos por enfermedad, información médica actualizada sobre la incompatibilidad  de su condición de salud con su aptitud para laborar. SL
8247-12 TRASLADO. NIEGAN TRASLADO POR ENFERMEDAD POR FALTA DE PLAZAS. La recurrente manifiesta que desde hace dieciocho años solicita al Ministerio de Educación Pública ser trasladada a otro trabajo y ha presentado los dictámenes médicos que indican cuáles son sus enfermedades,  No obstante, su solicitud ha sido denegada bajo el argumento que no hay plazas vacantes para poder reubicarla. En este caso, señala la Sala que lo planteado debe ser analizado en la vía ordinaria y no en esta. En consecuencia, el recurso es inadmisible y así se declara. Se rechaza de plano el recurso. RP

8195-12. INTERINO. NOMBRAMIENTO DE OTRA PERSONA EN PROPIEDAD EN EL PODER JUDICIAL. Alega el recurrente que se se encuentra nombrado de manera interina en la oficina recurrida, empero, el 11 de febrero de 2011 sufrió un accidente laboral, por lo que, fue incapacitado. Explica que, pese a que participó en concursos para acceder en propiedad al cargo de su interés, en éste fue nombrado  otro funcionario,  situación que coloca al amparado  en una situación de discriminación, pues, él cumplía con todos los requisitos para acceder al puesto de cita. En este caso se indica que el Tribunal Constitucional  ha sostenido que a los funcionarios interinos que laboran para el Estado, les corresponde una estabilidad impropia, lo que significa que, el ordenamiento jurídico les concede el derecho de permanecer en el puesto en el cual la Administración les nombró, hasta que suceda o sobrevenga un hecho que impida o no permita, válidamente, que puedan seguir desempeñándolo. Ese acontecimiento, puede darse por el regreso del titular de la plaza o, porque  la plaza ha sido ocupada  en propiedad, como aconteció en el presente caso. Ahora bien, si el recurrente estima tener -por las razones que sean-mejor derecho a ser nombrado  en el cargo en disputa, esto es un asunto de legalidad  que,  como  tal,  debe  plantearse  y  discutirse  en  la  vía  ordinaria correspondiente. Se rechaza por el fondo el recurso. RF 

7905-12 INTERINO. LA FALTA DE CONTINUIDAD, NO OBLIGA A LA ADMINISTRACIÓN A NOMBRARLA. Alega la recurrente que desde el año 2010, ha realizado nombramientos interinos en la Clínica de Dolor y Cuidados Paliativos como farmacéutica; sin embargo, actualmente no la toman en cuenta para nombramientos en razón de que en diciembre y enero solicitó acogerse al periodo de lactancia y, temen que al nombrarla se acoja de nuevo a ese beneficio lo cual considera lesiona sus derechos fundamentales. En este caso, la Sala señala que la Administración no estaba en la obligación de nombrarla nuevamente, debido a que ya no cumplía la condición de continuidad y no interrupción del nombramiento, lo cual permite que la Administración nombre a otros funcionarios interinos sin que con ello se lesionen los derechos fundamentales del recurrente. Se cita el artículo 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se rechaza por el fondo el recurso. RF

7925-12 INCAPACIDAD. CCSS NIEGA SUBSIDIO EN RAZÓN DE INCAPACIDAD. Alega el recurrente que estuvo incapacitado varios días, tanto en el año 2010 como en el 2011, por diferentes dolencias y cuando se le pagó el salario escolar del año 2010, encontró que no se tomó en cuenta el pago de los subsidios cuando estuvo incapacitado, por lo que solicita  que se le reconozcan las diferencias dejadas de pagar en los montos que, por concepto de subsidio, depositó en dichos años la Caja Costarricense de Seguro Social. En este caso, la Sala señala que no le compete  revisar si la Caja Costarricense de Seguro Social, ha incurrido en omisión en realizar pagos a favor del recurrente y si con ello se ha violentado la Directriz Presidencial número 19-MTSS, publicada en la Gaceta número 180 del 19 de septiembre de 2007, toda vez que se trata de una labor propia de la vía común -administrativa o jurisdiccional-. Se cita el artículo 9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano el recurso. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto, conforme lo indica en el último considerando de esta sentencia. RP

7255-12 INTERINO.  CESE DE NOMBRAMIENTO. Alega la recurrente que es docente y que, durante el curso lectivo del 2011 estuvo nombrada en el Colegio Técnico de Corralillo, sin embargo, pese a que laboró de manera continua ese periodo, para el curso lectivo del presente año no le prorrogaron el nombramiento, sino que nombraron de manera interina e ilegal a otra docente, y en su caso, le ofrecieron un nombramiento que tuvo que aceptar; no obstante le afecta considerablemente recién se convirtió en madre y el centro queda lejos de su hogar, por lo que también el menor se ve perjudicado. En este caso, la Sala señala que ﻿ el cese justificado de un interino sólo ocurre cuando se produce un nombramiento en propiedad en la plaza ocupada  por el servidor  o bien, cuando desaparecen  las causas que dieron origen a ese nombramiento, lo que ocurre por ejemplo cuando el servidor al que sustituía regresa a la plaza. Se citan los artículos 56 y 192 de la Constitución Política. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quién en su lugar ejerza ese cargo que, de manera inmediata, proceda restituir a la recurrente  en el Colegio Técnico Profesional de Corralillo, en la plaza que ocupó del 1º de febrero del 2011 al 31 de enero del 2012. CL

7231-12 DESPIDO. NO SE COMUNICARON FORMALMENTE RAZONES DE CESE DE NOMBRAMIENTO. Alega la recurrente que  desde hace 8 años viene ocupando de manera interina un puesto en el Ministerio de Educación Pública, el cual corresponde a una funcionaria propietaria que se encuentra reubicada por motivos de salud; sin embargo, en este puesto se nombró en propiedad a otro docente, aún y cuando la funcionaria propietaria reubicada continúa en esa condición. En este caso, la Sala observa  que el rebajo de la plaza en cuestión se debió a una disminución en la matrícula; ciertamente de la prueba aportada por la recurrente a este   amparo   se   aprecia   lo   contrario, sea, que   mediante   telegrama   número TL001267889-MEP del 20 de febrero de 2012, se le informó a la amparada que el cese de su interinidad se debía a que en esa plaza se nombró en propiedad a otro servidor, por lo que se acoge el recurso con el propósito de que los recurridos le aclaren, de manera formal y escrita, a la amparada las razones por las cuales fue que se le cesó de su nombramiento interino. Se citan los votos ﻿2006-07213 de las 16:18 horas de 19 de mayo de 2006 y 2009-2733 de las 15:43 horas del 20 de febrero de 2009. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por no comunicar a la amparada los verdaderos motivos de su cese. En consecuencia, se ordena al  Ministro y Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quienes ocupen esos cargos, que dentro del plazo de 5 días contado a partir de la notificación de esta sentencia, se le comunique de manera formal y escrita a la recurrente los motivos por los cuales se le cesó de su nombramiento interino en la Escuela América Central. CL Parcialmente

7450-12 CONCURSO. ACTUALIZACIÓN DE DATOS. Alega el recurrente  que tuvo una serie de problemas para acceder en la página Web de la Dirección General de Servicio Civil, al formulario para el Concurso Ordinario Nacional número PD-001-2012 llevado a cabo en el mes de marzo de 2012, en razón de que no se le asignó la fecha para la entrega de los documentos que respaldan su oferta, lo cual le causa perjuicio, toda vez que se ve limitado para participar en un concurso interino o en propiedad. En este caso, la Sala señala que no lleva razón el recurrente por cuanto se acredita el libre acceso a la página y sus servicios, por lo que  resulta  improcedente que el amparado pretenda que documentos que no fueron presentados en el plazo establecido por la Dirección General de Servicio Civil dentro del concurso sean tomados en cuenta en el Registro de Elegibles Propiamente Docente de esa Dirección, toda vez que la lista de candidatos para llenar plazas vacantes se emite de acuerdo a los pedimentos de personal presentados por los administrados en el momento procesal oportuno. Se declara sin lugar el recurso. SL

7573-12 ACCESO A COMPUTADORA. SIN PRESENCIA DEL FUNCIONARIO. Alega el recurrente que alega que labora como Contador en la Municipalidad de Atenas, y que sin justificación alguna fue separado de su cargo por el plazo de 2 meses con goce de salario y que, le fue denegado el acceso a su computadora y demás objetos personales que tenía en su oficina, con el agravante que se extrajo de su computadora documentos privados que él almacenaba, sin su consentimiento. En este caso, la Sala señala que el imponerse de los datos personales del recurrente incorporados al computador otorgado por la Municipalidad y el utilizar la información obtenida en esas condiciones para aplicar sanciones al recurrente, sin las advertencias y recaudos constitucionales y legales, constituye una violación al debido proceso y al derecho a estar presente en el levantamiento de la información. También constituye una violación al derecho a la intimidad y al secreto de las comunicaciones y documentos privados. Se citan los artículos 24 y 192 de la Constitución Política y  44 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se citan los votos  6776-94 de las 14:57 horas del 22 de noviembre de 1994,  2005-015063 de las 15:59 horas del 01 de noviembre de 2005, 2006-005607 de las 15:22 horas del 26 de abril de 2006 y 2008-015332 de las 15:16 horas del 10 de octubre de 2008. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo en cuanto al levantamiento de la información sin la presencia del recurrente. Se le ordena a la Alcaldesa de Atenas, o a quien ejerza su cargo, evitar toda nueva violación o amenaza, perturbación o restricción semejante al hecho que sirvió de base a esta declaratoria. La Magistrada Calzada y los Magistrados Castillo y Piza dan razones adicionales. CL Parcial

7561-12 INTERINO. CESE DE NOMBRAMIENTO. Alega el recurrente que labora para la institución recurrida desde el año 2004, como profesora de Enseñanza General Básica, con categoría PT6, con una calificación de 96.847 y que en el año 2011 se le nombró de forma interina en la plaza vacante No. 35478, como Profesora de Enseñanza Unidocente de la Escuela Las Nubes de San Rafael de Coronado con un rige del 1 de abril de 2011 al 31 de enero de 2014; sin embargo , el nombramiento de cita fue cesado para nombrar a otro profesor interino, lo que considera lesiona sus derechos constitucionales. En este caso, la Sala señala que se verifica la vulneración al derecho a la estabilidad impropia de la servidora amparada. Se cita el voto  2012-05312 de las 9:05 del 27 de abril de 2012. Se declara con lugar el recurso. Se anula el cese del nombramiento interino de la amparada como docente en la Escuela Las Nubes de Coronado. Se ordena a la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública,  que, de manera inmediata, lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se restablezca a la tutelada en el pleno goce y ejercicio de sus derechos. CL

7831-12 CONCURSO. ACUSA QUE NO LE PERMITIERON PRESENTAR ATESTADOS PARA PARTICIPAR EN CONCURSO. Alega que participó en el Concurso Ordinario Nacional Propiamente Docente número PD-001-2012, que llevó a cabo en el mes de marzo de 2012 la Dirección General de Servicio Civil y que,  aún y cuando se le asignó cita para la recepción de sus atestados, sea el 25 de abril de 2012, en la Dirección recurrida se negaron a recibir su documentación, al argumentar que su oferta estaba incompleta. En el presente asunto, la Sala observa que la falta de recepción de la documentación y atestados de la parte recurrente, no es por la negativa de las autoridades recurridas, sino, por hechos atribuibles a la propia parte recurrente, en virtud de que no acudió al lugar de la cita que le fue designada para ese fin, aspecto que no puede ser achacable a la Administración. Se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO PENAL
9037-12 APELACIÓN DE PRISIÓN PREVENTIVA. RETARDO INJUSTIFICADO EN RESOLVER APELACIÓN PRESENTADA. Alega el recurrente la existencia de una clara lesión a los derechos fundamentales de sus patrocinados al no haberse celebrado la audiencia de medidas cautelares a la hora prevista, al imponérseles prisión preventiva por dos meses sin fundamentación, al mantenerlos privados de libertad sin que exista resolución que sustente esa circunstancia y al no haber tramitado de forma célere la apelación de la medida impuesta. En este caso la Sala señala que en el caso de los procesos penales, la incidencia del recurso de hábeas corpus para la protección de la libertad personal radica tanto en el eventual resultado en una sentencia privativa de libertad, como en la aplicación de medidas cautelares con iguales consecuencias o restrictivas de otro de los derechos tutelados por este mecanismo procesal, como es la libertad de tránsito y que, por lo anterior se procede acoger el recurso únicamente en cuanto a la demora de las autoridades judiciales en resolver el recurso de apelación. Se citan los artículos 15 y 71 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se declara con lugar el recurso únicamente por retardo en el trámite del recurso de apelación. Se ordena a la Jueza Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, dar trámite inmediato a la apelación planteada contra las medidas cautelares dictadas el 30 de mayo de 2012. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL

9170-12 DEFENSA TÉCNICA. DERECHO DE ASISTENCIA CONSULAR Alega el recurrente que durante  el proceso penal seguido en contra de su representado,  ciudadano colombiano contra quien se tramita una causa por venta de drogas,  no se le informó de su derecho a contar con la asistencia consular, lo que en su criterio, resulta lesivo de sus derechos fundamentales. En este caso la Sala señala que lleva razón el recurrente en cuanto a que debieron informarle del derecho que tiene de recibir asistencia consular, sin embargo  aún en defecto de esa garantía, el imputado siempre ha contado con asistencia letrada durante los actos del proceso y, atendiendo, el estado actual de la causa, en donde existe auto de apertura a juicio, lo procedente  estimar el recurso  solo para efectos  indemnizatorios. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se les ordena a las autoridades recurridas abstenerse de incurrir, nuevamente, en la omisión que sirvió de mérito para acoger el presente recurso. CL

12-08871. PRISION PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. el recurrente objeta la resolución de segunda instancia, pues, según alega, a pesar de que la Jueza del Tribunal de Juicio reconoce en su resolución la inexistencia de la fundamentación respecto  a los elementos de convicción, no  declara con lugar la apelación sino que procede a realizar la fundamentación de los elementos de convicción y por ende mantener la prisión preventiva contra su defendido. Se declara sin lugar el recurso. SL. 

8045-12 PRISIÓN PREVENTIVA. READECUACIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN  A UN RECURSO DE APELACIÓN. El recurrente presenta recurso de hábeas corpus y manifiesta que según sentencia dictada por el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José se condenó a sus defendidos a una pena de cincuenta años de prisión, y a una pena de cuarenta años de prisión.  Indica que los amparados cumplen prisión preventiva en el Centro de Atención Institucional La Reforma. Agrega que la sentencia no solamente se encuentra recurrida en casación sino también en apelación. Sin embargo, ni la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, ni el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal entró a referirse a la readecuación del recurso de casación a un recurso de apelación, dejando en total estado de indefensión a los tutelados. Este Tribunal considera que el reclamo que nos ocupa debe ser desestimado porque desde el punto de constitucional no hay evidencia de que se hubiere lesionado el derecho a la libertad de los tutelados. Además actualmente el Tribunal de Apelaciones prorrogó por un mes la prisión preventiva de los encartados, a fin de que se resuelva lo pendiente en el caso. Aunado a ello, es oportuno  reiterar a la recurrente lo mencionado en el precedente de cita en el sentido que si considera que existió algún vicio o irregularidad en la tramitación del recurso de casación que indica se interpuso, podrá alegarse en la jurisdicción penal, pero en esta vía constitucional. Así las cosas, lo procedente es desestimar el recurso. SL

8061-12 TRADUCTOR. SE ACUSA QUE NO SE LE BRINDO AL AMPARADO INTERPRETE DE SU LENGUA MATERNA. El recurrente alega que el amparado es ciudadano estadounidense, de origen keniano y se encuentra privado de libertad en el centro de Programa Institucional Pococí. Las trabajadores sociales del centro recurrido le realizaron al tutelado las valoraciones respectivas para optar por el beneficio de libertad condicional, sin contar con un intérprete, lo que incidió de manera negativa en el Informe Social rendido, pues la trabajadora consignó que el privado de libertad negaba el delito y las consecuencias de su actuar delictivo. La Sala no observa cómo el hecho de que la lengua materna del recurrente haya mermado el ejercicio de sus derechos fundamentales, pues se informa y se aporta prueba documental que el tutelado se comunica en idioma español. SL

8189-12 PRISIÓN PREVENTIVA. SIN RESOLUCIÓN QUE LA RESPALDE. El recurrente reclama la violación de la libertad personal del tutelado, pues considera que ha permanecido detenido de manera ilegítima por el término de 4 días, sin una resolución jurisdiccional que respalde la privación de su libertad. Esta situación, según el promovente,  es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución. Esta Sala estima que el caso expuesto por el recurrente es ilegítimo y lesiona el Derecho de la Constitución, razón por la cual lo procedente es declarar con lugar el recurso, como en efecto se dispone. CL

7933-12 PRISIÓN PREVENTIVA. PROBLEMAS TÉCNICOS CON EL DVD. Alega el recurrente que el Juzgado Penal de Turno Extraordinario de San José, impuso al tutelado una medida cautelar de prisión preventiva por el plazo de un mes y que lo dispuesto fue impugnado. Asegura que, el 7 de junio de 2012, el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, ordenó la trasncripción de lo ocurrido el día de la audiencia, debido a que la grabación de la misma era inaudible y exige se ordene la libertad del tutelado, pues en su criterio, la resolución judicial no existe. En ese caso la Sala señala que quedó plena e idóneamente demostrado, el Juzgado Penal recurrido verificó que el disco compacto funcionaba correctamente y descartó cualquier irregularidad; no obstante, realizó una trascripción literal, la cual, el 11 de junio de 2012, fue leída a las partes por el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial, quienes no formularon inconformidad alguna, lo que llevó a que se confirmara la precautoria, descartando la posibilidad de una detención ilegítima. Se declara sin lugar el recurso. SL

7939-12. PRISIÓN PREVENTIVA. SE ACUSA QUE IMPUTADOS SE ENCUENTRAN DETENIDOS SIN ORDEN DE JUEZ Y SIN QUE LA SENTENCIA EN SU CONTRA HAYA ADQUIRIDO FIRMEZA. Alegan los recurrentes que el Tribunal de Apelación de Sentencia, declaró inadmisible la prueba que se había propuesto y declaró sin lugar los recursos interpuestos por la defensa técnica de los imputados, quienes se encuentran en Prisión Preventiva en el Centro de Admisión de San Sebastián.  El 12 de noviembre del 2011, mediante resolución 990-2011, dictada por el Tribunal Penal de Juicios de Flagrancias del Segundo Circuito Judicial de San José, los aquí amparados fueron condenados a cinco años de prisión por el delito de robo agravado.  Dicha sentencia indica que se prorroga el plazo de prisión preventiva de ambos condenados por el término de seis meses, los cuales vencerán el doce de mayo del dos mil doce.  Considera que no es posible que tras la resolución del Tribunal de Apelación de Sentencia, de forma tacita se desprende, que la sentencia dictada por el Tribunal Penal de Juicios de Flagrancias adquiera firmeza, porque cuanto aún quedan recursos por presentar, como el de Revocatoria y Actividad Procesal Defectuosa y de ser necesario Recurso de Casación.  La resolución 2012-0836 del Tribunal de Apelación de Sentencia, emitida a las ocho horas veinte minutos del tres de mayo de dos mil doce, no contempla la ampliación de la prisión preventiva que se venció el día 12 de mayo del presente año, por  lo que considera que sus defendidos se encuentran detenidos en la Unidad de Admisión de San Sebastián, sin una orden dictada por un Juez y sin que la sentencia haya adquirido firmeza.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, Se declara SIN lugar el recurso. La Magistrada Calzada Miranda y los Magistrados Cruz Castro y Piza Rocafort salvan el voto y declaran con lugar el recurso, ordenado la libertad de los amparados. Comuníquese a todas las partes. SL
7940-12. PRISIÓN PREVENTIVA. IMPUESTA EN ETAPA DE JUICIO Y POSTERIOR A CONDENATORIA. Alega el recurrente que contra de su representado se ordenó prisión preventiva el quince de octubre de dos mil cuatro, medida que se mantuvo por un periodo aproximado de seis meses. Indican que la prisión preventiva fue oportunamente sustituida por medidas cautelares atenuadas: depósito de una fianza, presentación periódica ante la autoridad designada e impedimento de salida del país. Señalan que el tutelado se mantuvo vinculado al proceso mediante medidas cautelares distintas a la prisión preventiva por un periodo aproximado de seis años. Explican que el veintisiete de abril de dos mil once, el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicialde San José resolvió, por mayoría, condenar a su defendido a quince años de prisión. Además, dicha autoridad dispuso la prisión preventiva de su representado por el plazo de un año contado a partir del dictado de la sentencia. Sostienen que, a solicitud de la fiscalía correspondiente, el Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicialde San José ordenó, mediante  resolución de las trece horas y quince minutos del veintisiete de abril de dos mil doce, la prolongación del plazo de vigencia de la medida cautelar citada, con un término final  a cumplirse el veintisiete de octubre de dos mil doce.  Afirman  que  la  decisión  de  las  juzgadoras  se  encuentra  carente  de fundamentación, tan solo señalando que el peligro de fuga se mantiene incólume. Añaden que la resolución es  omisa en razonamientos  sobre las condiciones personales y particulares del tutelado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada Miranda y Piza Rocafort salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL

7941-12. PRISIÓN PREVENTIVA. DICTADA SIN PREVIA AUDIENCIA. Alega el recurrente que había sido declarado rebelde, razón por la cual, le fueron impuestos tres meses de prisión preventiva. No obstante, al vencimiento de la misma, fue prorrogada de oficio sin previa audiencia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Castillo y Piza, salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
7832-12. ANTECEDENTES PENALES. CAMBIO DE CRITERIO EN CUANTO A LA INSCRIPCIÓN DE ANTECEDENTES, EN LOS CASOS EN QUE SE DA EL BENEFICIO DE EJECUCIÓN CONDICIONAL. ACLARACIÓN DE LA SENTENCIA. Se aclara la sentencia número  2012-6697 de 10:30 hrs. de 18 de mayo de 2012, en el sentido de que, en los casos en que se otorga el beneficio de ejecución condicional de la pena, el Registro y Archivo Judicial debe tomar en cuenta la fecha de la sentencia condenatoria, agregar a ésta la pena impuesta y a partir de la fecha en que se cumple la pena impuesta, contabilizar los diez años para cancelar la anotación. Se le reitera que, conforme se dispuso en esa sentencia, en el evento de que el beneficio de ejecución condicional de la pena fuera revocado, lo procedente es, en efecto, el cómputo a partir del cumplimiento efectivo de la condena, si no se ha efectuado una nueva inscripción. 

7314-12 DETENCIÓN. ACUSA IMPEDIMENTO DE SALIDA, A PESAR DE QUE SE HABÍA DICTADO ABSOLUTORIA. Alega el recurrente que  de forma indebida, se le impidió abandonar el territorio nacional en fecha 16 de marzo de 2012, con sustento en una medida cautelar decretada en una causa penal en la que se había dictado su absolutoria desde 1989, lo cual lesiona sus derechos fundamentales. En este caso la Sala señala que debe acogerse el recurso únicamente respecto del Poder Judicial, y para efectos exclusivamente indemnizatorios, pues ya se ha ejecutado el levantamiento del impedimento de salida que pesaba sobre la recurrente. Se cita el artículo 22 de la Constitución Política.  Se cita el voto 2011014530 de las 17:20 horas del 25 de octubre de 2011.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente respecto al Poder Judicial, en lo ﻿demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcialmente

7357-12 RESEÑA. NIEGAN ACCESO A RESEÑA POLICIAL AL DEFENSOR. Alega la recurrente que  solicitó la reseña policial del tutelado, para demostrar que existió un error al momento de identificar al posible responsable del delito que se investiga y que, al rechazarse el acceso al registro que solicita se vulnera el derecho de defensa del tutelado, dado que no puede demostrar el error antes de que se realice la audiencia preliminar. En este caso, la Sala señala que ﻿no se violentan los derechos fundamentales del tutelado por cuanto el acceso al registro que indica la recurrente es restringido y, según la jurisprudencia de este Tribunal, la Defensa Pública no tiene acceso al mismo, dado que no realiza funciones de investigación policíaca. Se citan los votos 2609-1991,  05169-2003 y  2647-2005. ﻿Se declara SIN LUGAR el recurso. SL

7374-12 DETENCIÓN. ASISTENCIA DEL DEFENSOR Y COLOCACIÓN DE ESPOSAS. Alega el recurrente que  durante la indagatoria realizada en la Fiscalía de Nicoya, se le colocaron esposas al tutelado y que,  fue interrogado sin presencia de su defensor, lo que quedó plasmado en un documento denominado “datos previos”. En este caso, la Sala señala que se demostró que el tutelado recibió asistencia letrada, toda vez que el mismo defensor firmó el acta. Por otra parte, la colocación de “esposas”, obedeció al comportamiento agresivo del imputado en los momentos previos a la indagatoria, de modo que se procuró garantizar la seguridad e integridad del personal del despacho. ﻿Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada    pone nota. COMUNÍQUESE. SL

7376-12 INDAGATORIA. ACUSA COLOCACIÓN DE ESPOSAS SIN FUNDAMENTO Alega el recurrente que en su contra se sigue una causa penal y que,  tutelado fue trasladado a la autoridad judicial recurrida a efecto de realizar una declaración indagatoria; sin embargo, indica que durante su permanencia, al tutelado no le permitieron permanecer sin esposas, pese a que no se cumplen los requisitos previstos en el artículo 97 del Código Procesal Penal, para ser esposado. En este caso, la Sala señala que la denegatoria en la remoción de esposas del amparado se fundamentó en razones objetivas, sea la seguridad institucional, previa valoración de las condiciones personales del tutelado y que se constató  que la indagatoria tardó quince minutos, debido a que el privado de libertad se abstuvo de declarar. Se cita el artículo 44 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se cita el voto  2009-019013 de las nueve horas treinta y un minutos del dieciocho de diciembre del dos mil nueve. ﻿Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada    pone nota. COMUNÍQUESE. SL

7389-12 DEBATE. ATRASO EN LA DETERMINACIÓN DE FECHA. Alega el recurrente que en su contra se sigue una causa en el Tribunal recurrido, no obstante, las fechas de juicio han sido modificadas varias veces, de forma tal que la dilación del proceso lesiona sus derechos fundamentales. En este caso la Sala estima que no lleva razón el recurrente en el agravio alegado.  Se declara sin lugar el recurso. La Magistrado Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso. SL

7802-12. PRISIÓN PREVENTIVA. SE MANTIENE AÚN CUANDO LA SENTENCIA CONDENATORIA NO ESTÁ FIRME. Alega el recurrente que en el Tribunal Penal de Puntarenas se tramita una causa penal por el delito de robo agravado en contra del tutelado. Indica que por sentencia Nº 358-P-2011 de  las  13:30 hrs. del 2 de noviembre de 2011, se le impuso 10 años de prisión a su representado y se ordenó la prórroga de la prisión preventiva por el término de 6 meses, que vencían el 2 de mayo de 2012. La sentencia está pendiente ante el Tribunal de Apelaciones del Tercer Circuito Judicial de Alajuela. Refiere que a la fecha en que se acude  ante el Tribunal Constitucional no se  ha  dictado  prórroga  de  la  prisión preventiva,  ni  se encuentra  firme  la  sentencia  dictada  en  contra  del tutelado, por  lo que se  le mantiene  privado de su libertad  en forma ilegítima. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Cruz Castro y Piza Rocafort salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
7807-12. PRISIÓN PREVENTIVA. TRIBUNAL DE APELACIONES NO RESUELVE SOBRE PRÓRROGA DE PERSONA CONDENADA. Alega el recurrente que mediante sentencia del Tribunal Penal de Juicio, se  impuso al agraviado un año de prisión, al encontrársele autor responsable de un delito de hurto simple en grado de tentativa. Asimismo en dicha resolución se impuso prisión preventiva al imputado por el término de tres meses, a vencer el día 8 de mayo del año 2012. Interpuesto en tiempo y forma el recurso de apelación respectivo, mediante sentencia del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Juicio, la impugnación presentada fue declarada sin lugar. Encontrándose el asunto en término para interponer recurso de casación contra la sentencia del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Juicio y no habiéndose prorrogado la prisión preventiva mas allá del día 8 de mayo del presente año, la defensa técnica solicitó ante el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del II Circuito Judicial de San José, la libertad del encartado, con resultados negativos por lo que a la fecha el agraviado se encuentra en prisión sin resolución que así lo sustente.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, Se declara SIN LUGAR. El Magistrado Cruz Castro lo declara sin lugar pero por motivos diferentes. SL
7828-12 PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN EN SENTENCIA. Alega el recurrente que los amparados se encuentran detenidos desde el 23 de marzo de 2012 y a la fecha, el Tribunal de Flagrancia recurrido aún los mantiene en prisión preventiva mediante resoluciones carentes de toda fundamentación y sin que se haya concluido el debate. En este caso la Sala señala que si bien la autoridad recurrida excedió el plazo de los 15 días dispuesto en el artículo 430 del Código Procesal Penal en su primer párrafo,  esta actuación no resulta arbitraria de conformidad con lo señalado en el segundo párrafo de esta misma norma, en la cual se establecen excepciones para tal plazo dentro de las cuales encaja el agravio alegado por el recurrente. Se declara sin lugar el recurso. SL

7846-12 DETENCIÓN ILEGÍTIMA. ACUSA RESTRICCIÓN DE SU LIBERTAD SIN FUNDAMENTACIÓN. Alega el recurrente que el tutelado  permanece detenido desde el 23 de mayo de 2012  sin una resolución de un Órgano Jurisdiccional que respalde la restricción de su libertad. En este caso, consta que el amparado efectivamente estuvo más de veinticuatro horas detenido por un error judicial, lo cual, constituye una grosera vulneración de los derechos fundamentales del amparado, que desde todo punto de vista debe ser reparada en esta Jurisdicción Constitucional. Se declara con lugar el recurso, pero sin ordenar la libertad del tutelado. CL

7851-12 PRISIÓN PREVENTIVA. DICTADA DE OFICIO PARA ASEGURAR LA REALIZACIÓN DEL DEBATE. Alegan los recurrentes que la autoridad recurrida prorrogó la prisión preventiva de los encartados sin concederle audiencia a la Defensa. En este caso, la Sala señala que para efectos de garantizar la realización del debate, puede incluso de oficio la autoridad judicial sin solicitud expresa del Ministerio Público, disponer la prisión preventiva del encausado si se hallare en libertad y desde luego mantener esa medida precautoria si no lo estuviere, según lo establecen, expresamente, en los artículos 254 y 329 del Código Procesal Penal. Se declara sin lugar el recurso. SL
7858-12 ORALIDAD. SE ACUSA QUE OMITEN ENTREGAR SENTENCIA EN FORMA ESCRITA. Alega el recurrente que el Tribunal de Juicio de Cartago dispuso dictar la sentencia de manera oral en contraposición al artículo 364 del Código Procesal Penal, lo que dificulta plantear el recurso de apelación y lesiona su derecho de defensa. En el presente asunto, la Sala indica que la práctica judicial de omitir la redacción de la sentencia documento, sustituyendo éste por una resolución emitida en forma oral no es contraria al principio de legalidad, ni contraria a ningún derecho constitucional, o convencional, siempre y cuando se suministre a la parte el registro audiovisual en DVD, o en cualquier otro medio que permita la reproducción de ese registro y se provea, en las instalaciones del Poder Judicial, de los medios necesarios para accederla, en caso de que no cuente con los recursos propios para ello. Se cita el voto 2009-3117 de las 15:03 horas del 25 de febrero de 2009. Se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO TRIBUTARIO
7898-12. IMPUESTO A SOCIEDADES. SE ALEGA DESIGUALDAD EN EL COBRO ENTRE SOCIEDADES INACTIVAS GRANDES Y PEQUEÑAS. En este caso las partes recurrentes manifiestan estar inconformes por el cobro de un nuevo impuesto a las sociedades anónimas, al que tildan de desproporcionado, pues, a su juicio, no es procedente que se les exija pagar la misma cantidad de dinero a las sociedades inactivas grandes y a las pequeñas. No obstante, no exponen ningún ningún razonamiento  o alegato de orden  jurídico  para  fundar  sus  reclamos,  sino  que  únicamente  señalan  su disconformidad porque que el pago es el mismo en ambos supuestos, dando a entender que ese mero hecho es suficiente para acreditar su tesis. Sobre el particular, esta Sala ya se pronunció en sentencias 12611-11, 5532-12 y 5534-12, razón por la cual, procede declarar sin lugar el recurso. SL 

DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

9064-12 DEPORTACIÓN. Alega el recurrente que el amparado ﻿ se encuentra detenido a pesar de no tener delitos ni antecedentes penales, no tiene orden de extradición, ni ningún asunto pendiente ante la autoridad recurrida y a éste se le debe de permitir regularizar su estatus migratorio por razones humanitarias. En este caso la Sala señala que  la  aprehensión  del  amparado  obedece  a  la permanencia ilegal en el país y que,  la regularización de la situación migratoria por razones humanitarias debe de ser atendida en la vía administrativa, por no ser  de competencia constitucional su otorgamiento. Se citan los artículos 24,  37 y  75 de la Constitución Política. ﻿Se declara sin lugar el recurso.  Tome nota la autoridad recurrida de lo indicado en el considerando tercero de la resolución. SL

9110-12. DEPORTACIÓN. DEVOLUCIÓN DE PASAPORTE. Alega el recurrente que  la amparada  es de nacionalidad nicaragüense e ingresó legalmente al país, y que es hija y hermana de residentes costarricenses, sin embargo, fue capturada por Oficiales de la Policía de Migración y conducida al Destacamento de Alajuelita y despojada de su pasaporte por cuanto le fue decomisado, iniciando además, un procedimiento administrativo de declaratoria de permanencia ilegal en su contra, lo cual lesiona sus derechos fundamentales, toda vez que el pasaporte se encuentra retenido, y añade que desde entonces la amparada ha sido citada a la oficina de la Policía de Migración, sin que se le defina su situación jurídica y que, al reclamar devolución de su pasaporte para viajar a su país de origen y obtener la documentación necesaria para realizar sus trámites de cedulación por vínculo con residentes esto le ha sido denegado. En este caso la Sala señala que no puede hablarse  de una detención irrazonable puesto que la amparada fue aprehendida ante un indicio evidente de infracción y de la lectura del expediente se colige que actualmente se encuentra libre, tampoco puede ser de recibo en la vía de hábeas corpus el alegato según el cual requería su pasaporte para viajar a su país de origen y obtener así la documentación necesaria para realizar sus trámites de cedulación por vínculo conresidentes y por último,   a nivel constitucional no se reconoce el derecho a una doble instancia en vía administrativa , quedando de este modo a discreción del legislador, disponer o no la posibilidad de impugnación y su procedimiento. Se declara SIN lugar el recurso. SL

7260-12 MIGRACIÓN. ACUSA IMPEDIMENTO PARA RENOVAR SU CARNÉ DE REFUGIADA. Alega la recurrente que  en Migración se negaron arbitrariamente a recibirle la documentación para renovar su carné de refugiada y, que además se niegan a atenderla en la Caja Costarricense de Seguro Social. En este caso, la Sala señala descarta el agravio alegado, por cuanto se verifica que  no es que a la recurrente se le negara ad portas el trámite, sino que no cumplió con el requisito de sacar cita previa y que, aunado se constató que la recurrente fue condenada a 12 años de prisión  por el delito de tráfico internacional de drogas, que se encuentra en este momento en ejecución de la pena y cumple con descuento, el 06 de febrero del 2013 y con prisión el 20 de febrero del 2015. Aclara además, que se descarta lo alegado por la recurrente en cuanto a la negativa para recibir atención médica, por cuanto se demostró que la recurrente ha sido atendida en el Ebais de La Merced y la Clínica de Urgencias en seis ocasiones aproximadamente. Se cita el artículo 44 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. ﻿Se declara SIN lugar el recurso. SL

ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

8310-12 PARTICIPACIÓN CIUDADANA. CONSULTA PÚBLICA DE ARESEP ACERCA DE FIJACIÓN DE TARIFAS. El recurrente considera contrario  del derecho de participación ciudadana el plazo de cuatro días concedido para presentar oposiciones y coadyuvancias dentro del procedimiento correspondiente  a  la  solicitud  de  fijación extraordinaria de precios de combustibles  de abril de 2012 presentada por la Refinadora  Costarricense  de  Petróleo.  Alega  que,  aún  siendo  de  carácter extraordinario la solicitud en cuestión, debió efectuarse una audiencia pública en la que mediaran plazos razonables para que las comunidades  presentaran su posición. Reclama, además, que haciendo caso omiso a la suspensión de la consulta  pública  dentro  del  procedimiento  tramitado, dictada cautelarmente por esta Sala Constitucional, la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos convocó a una consulta   pública  para   un nuevo ajuste extraordinario de los precios de los combustibles, concediendo de la misma forma, un plazo irrazonable para presentar oposiciones y coadyuvancias. Este Tribunal Constitucional descarta una afectación del principio de participación ciudadana en los términos acusados. Para un mejor abordaje del tema,  se invierte el orden de resolución de los agravios planteados  por el actor. La Sala Constitucional  no aprecia en el caso concreto ninguna circunstancia que justifique el hecho que no se haya sometido  a la audiencia pública aludida el contenido integral de la resolución. Para esta Sala, el mecanismo  de consulta pública utilizado por la ARESEP en los procedimientos de reajuste tarifario de carácter extraordinario,  garantiza  los  principios  de  publicidad  y  de  participación democrática de profunda raigambre constitucional. Se declaran  sin lugar los recursos planteados. SL

FAMILIA
7999-12 MENORES DE EDAD. DECISIÓN DEL PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA DE SEPARAR A LOS MENORES DE EDAD DE SU PADRE. Estima el actor que el Patronato Nacional de la Infancia lesiona los derechos fundamentales de la tutelada al separarla de sus hijas sin que se haya adoptado ninguna medida cautelar en ese sentido. A juicio de la Sala no se ha lesionado en este caso ningún derecho fundamental de la tutelada. Las medidas que en su momento se adoptaron y repercutieron sobre el derecho de guarda y crianza de sus hijas fueron dictadas por la Fiscalía Adjunta de San Carlos y el Juzgado contra la Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial de San Carlos, en el marco de denuncias de abuso sexual contra persona menor de edad y de agresión física, verbal y sexual contra  menor  de  edad.  Por  el  carácter  apremiante  de  este  tipo  de  casos,  la vulnerabilidad  de  las  personas  involucradas  y  estar  respaldados  en  actividad jurisdiccional, las medidas eran legítimas y no lesionan derecho alguno de la tutelada. Se declara sin lugar el recurso. SL

8083-12 MENORES DE EDAD. INTERVENCIÓN DEL  PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA Acusa lesión al debido proceso. Señala que por resolución judicial tiene el cuido de sus hijos, siendo que, arbitrariamente el Patronato Nacional de la Infancia se los quitó. Resuelve la Sala lo relevante al artículo 55 de la Constitución Política y considera la existencia de lesiones al debido proceso y el derecho a la protección especial de la familia y del interés superior de los menores. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva y Representante Legal y a la Trabajadora Social, ambas del Patronato Nacional de la Infancia, emitir una resolución administrativa en el expediente de la amparada, disponer lo necesario para que se concluya, a la mayor brevedad posible, la intervención administrativa del expediente y para que se ponga en conocimiento del órgano jurisdiccional competente la medida administrativa de protección adoptada, de inmediato, para su fiscalización. CL
7997-12 REGISTRO CIVIL. RETARDO EN SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD.  La recurrente considera lesionados sus derechos fundamentales,  pues  en  el  mes  de  septiembre  del  año  2011  solicitó  un reconocimiento de paternidad ante el Registro Civil. Sin embargo, a la  fecha de presentar el presente recurso no ha obtenido respuesta alguna. Considera la Sala que el recurso debe ser declarado con lugar, pues el plazo transcurrido de aproximadamente 8 meses desde que se inició el procedimiento de reconocimiento de paternidad y dos meses desde que se dictó la resolución donde se da el reconocimiento de paternidad, sin que a la fecha haya sido notificado a la recurrente ni tampoco se haya inscrito la paternidad respectiva, resulta lesivo de los derechos fundamentales de la tutelada y de la persona menor de edad. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a la Directora General y al Oficial Mayor del Departamento Civil, ambos del Registro Civil, realizar las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se notifique la resolución numero 750-PR-2012 a la recurrente y se realice la inscripción de paternidad correspondiente, dentro del plazo DIEZ DÍAS, contados a partir de la notificación de esta sentencia. CL 

7616-12 MENOR DE EDAD. ACCESO AL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO.  Alega la recurrente que  solicitó a las autoridades recurridas el reintegro de la amparada a su casa, debido a que no se ha cumplido con las condiciones dispuestas en la resolución de medidas de protección, al no permitirle tener contacto con ella y que, como represalia en su contra, por resolución de las 13:00 horas del 4 de mayo del año en curso, se ordenó la suspensión de toda visita y comunicación vía telefónica con la menor amparada, así como el acceso al expediente administrativo. En este caso, la Sala señala que no hay duda que en el presente caso existe una arbitraria negativa de la Administración recurrida a otorgar lo pedido, lo que no obsta para que las autoridades recurridas separen del expediente requerido la información sensible que consideren puede afectar a la menor amparada y, permitan el acceso a las demás piezas del expediente. Se cita el artículo 71 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso. Se ordena a la Coordinadora de la Oficina Local en Alajuela del Patronato Nacional de la Infancia, o a quien ocupe ese cargo, que de manera INMEDIATA, contado a partir de la notificación de esta resolución, facilite el expediente administrativo solicitado por la recurrente. CL Parcial

INTIMIDAD

8051-12 ACOSO TELEFÓNICO. LLAMADAS TELEFÓNICAS A LA AMPARADA DE A ENTIDAD BANCARIA PARA COBRO DE DEUDAS. Señala que ha sido victima de acoso, intimidación y hostigamiento telefónico por parte de los personeros de la recurrida. Debe señalarse que a criterio de esta Sala, no corresponde  a esta jurisdicción determinar si las llamadas que llevó a cabo la institución accionada para el cobro de la deuda antes citada, constituyen o no acoso, pues ello implica un análisis que excede la naturaleza sumaria del amparo. Asimismo, conviene indicar que el Decreto Ejecutivo número 35867-MEIC Reglamento de Tarjetas de Crédito y Débito, prevé el procedimiento para la atención de denuncias para prácticas como la cuestionada por el recurrente, de ahí que éste debe plantear su disconformidad ante las instancias correspondientes. SL

7217-12 INFORMACIÓN PENAL. ACUSA PUBLICACIÓN DE INFORMACIÓN FALSA Y DATOS CONFIDENCIALES. Alega el recurrente que en  la base de datos a la que se puede acceder por medio de la página de Internet www.datum.net, y que actualmente administra EFX de Costa Rica S.A., aparece una alerta de seguridad en la que se le relaciona con el robo de 3.5 millones de colones, en perjuicio del Banco BAC San José S.A; no obstante esta información carece de veracidad, toda vez que no está involucrado en el asunto y que, a su juicio, este tipo de publicaciones son de carácter privado y no público, por lo que considera lesionados sus derechos fundamentales. En este caso la Sala señala que  no se cuentan con elementos de convicción que permitan tener por acreditado el reproche de fondo del recurrente, en relación con la alegada alerta de seguridad. Se cita el artículo 57 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se cita el voto ﻿ 00151-97  de las 15:27 horas del 8 de enero de 1997. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL

7246-12 ACOSO COMERCIAL. PONEN EN RIESGO SU ESTABILIDAD LABORAL. Alega el recurrente que tiene obligaciones dinerarias con la empresa Importadora Monge y,  está en la mayor disposición de cancelarlas de conformidad con sus posibilidades económicas; no obstante,  recibe constantes llamadas telefónicas, faxes a la línea de su patrono que ponen en riesgo su estabilidad laboral, vulnerando además, sus derechos fundamentales. En este caso la Sala señala que no es posible tener como cierto lo manifestado por el actor, en el sentido que, tales empresas ponen en riesgo su estabilidad laboral, dado que, valga reiterar, no consta que el único comunicado aportado al proceso, haya sido enviado al número de fax que pertenece a su trabajo. Se cita el voto 2011-4721 de las 10:55 hrs. de 8 de abril de 2011. ﻿Se declara sin lugar el lugar el recurso. SL

7249-12 DATOS CONFIDENCIALES. DIVULGACIÓN DE DATOS. Alega el recurrente que  la empresa Datum -ahora EFX DE COSTA RICA S.A-, mantiene en su base de datos información personal y privada respecto a su persona, sin contar con su consentimiento tal como calificaciones personales respecto a  su capacidad crediticia;   información sobre     el grado académico y dónde y cuándo   lo obtuvo, indicándose,   además,  que   la  fuente   es   el Ministerio de Educación Pública;   así como  datos   sensibles   que   pueden   atentar  contra  su seguridad, privacidad e integridad, por    ejemplo:  historial  salarial   y patronal, los  teléfonos personales, el patrono actual, los familiares, el cónyuge, los hijos y el historial crediticio, lo cual lesiona sus derechos fundamentales. En este caso la Sala señala que lleva razón la recurrente en su alegato, por cuanto  la empresa recurrida admite que contaba con información de tales datos de la amparada, actuación que no puede excusar en el transitorio I de la ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales. Se citan los votos ﻿ 5802-99 de las 15:36 horas del 27 de julio de 1999,  8996-02 de las diez horas con treinta y ocho minutos del trece de septiembre de 2002,  2004-04626 de las doce horas con cuatro minutos del treinta de abril de dos mil cuatro, ﻿2005-08894 de las diecisiete horas con cincuenta minutos del cinco de julio de dos mil cinco. Se cita el artículo 40 de la Constitución Política. ﻿Se declara con lugar el recurso. Se condena a EFX DE COSTA RICA S.A. Comuníquese. CL

LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
8022-12 MAGISTERIO NACIONAL. OBLIGACIÓN DE LOS FUNCIONARIOS DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA DE FORMAR PARTE DEL MAGISTERIO NACIONAL. La recurrente, asesora legal del Ministerio de Educación Pública, reclama contraria al derecho tutelado en el artículo 25 de la Constitución Política, la afiliación obligatoria a la Sociedad de Seguros del Magisterio Nacional, entidad a la que, aduce, no quiere pertenecer. Esta Sala concluye que no se está ante una actuación ilegítima, arbitraria o contraria a los derechos invocados por la recurrente. En efecto, por disposición legal expresa la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional es un organismo social integrado por todos los funcionarios docentes y administrativos dependientes del Ministerio de Educación Pública así como los que laboren en las instituciones de enseñanza oficial, semioficial y privada que funcionen legalmente en sus diversos niveles y modalidades, siendo que la calidad de asociado “en este caso, obligatorio para los funcionarios del Ministerio de Educación Pública a tenor del artículo 497 del mismo código” le impone la obligación de pagar las cuotas y aportar los documentos necesarios para la formación del expediente pero le otorga el derecho correlativo para que en caso de su fallecimiento, se liquide el importe de su póliza a favor de los beneficiarios nombrados  por el asociado o de sus herederos legítimos en caso de no haber designación expresa de aquéllos. Por lo tanto se declara sin lugar el recurso. SL

LIBERTAD DE PRENSA
7881-12. RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA. SOBRE NOTICIA EN CUANTO A ESTUDIANTES QUE COMETIERON UN DELITO EN DESAMPARADOS. Alega el recurrente que el miércoles 23 de mayo de 2012, en la sección de sucesos del Diario Extra, aparece una publicación con el título: "Falsos estudiantes  balean  transeúnte"  en  el  texto  interno  involucran  dos  hombres supuestamente vestidos con el uniforme del Liceo de Calle Fallas que le disparan a un transeúnte para robarle. El día siguiente, jueves 24 de mayo de 2012, ese diario publicó una nota en donde involucró directamente a estudiantes de esa casa de estudios, con el siguiente título: "Colegiales se echaron peatón para asaltarlo". Alega que ello es motivo de preocupación para la comunidad en la cual está inmerso el Colegio de Calle Fallas.   Añade que, de hecho, vecinos de la localidad se han acercado a la institución, preocupados por la noticia, y han desmentido lo anterior, lo mismo que oficiales del Organismo de Investigaciones Judiciales que les visitaron. Dada esta situación, el recurrente visitó el Diario Extra, en donde le indicaron que en uso de su derecho de respuesta, enviara una nota al respecto y ésta sería publicada. Sin embargo, ello hasta ahora no ha sido así. En este caso, señala la Sala que el artículo 69 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional  establece las reglas conforme a las cuales debe ejercerse el mencionado derecho. En cuanto a este tema, se cita la sentencia número 2773-96 y se rechaza el asunto, en tanto consta que deben cumplirse una serie de reglas para ejercer el derecho de rectificación o respuesta, entre las cuales se incluye el deber del interesado de formular  por escrito la correspondiente solicitud al dueño o director del órgano de comunicación. Esta exigencia no se cumplió en el caso en estudio, porque la nota presentada por el recurrente fue dirigida al periodista, que era el redactor de la noticia cuestionada. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
7392-12 PUBLICACIÓN. FOTOGRAFÍAS DE CONTENIDO SEXUAL DE UN FUNCIONARIO PÚBLICO. Alega el recurrente que desde un correo electrónico se publicaron unas fotografías personales de contenido sexual, las cuales fueron enviadas a los Diputados de la  República y a un medio de comunicación, el cual las publicó sin concederle entrevista alguna. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se condena a la Sociedad Periodística Extra Limitada al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo civil. Comuníquese.- El Magistrado Cruz Castro consigna nota. CL

MINORIAS
8324-12 MENORES DE EDAD CON DISCAPACIDAD. PARTICIPACIÓN DE ESCUELAS ESPECIALES EN FESTIVALES CULTURALES. El recurrente  acusa que, para el presente año, la normativa que regula el Festival Estudiantil de las Artes limita o impide que los Centros de Educación Especial puedan organizar eventos competitivos en el marco del referido festival, en infracción de los derechos de los y las estudiantes de esos centros educativos, como es el caso de los estudiantes de la Escuela de Enseñanza  Especial  de  Liberia,  pues  se  les  está  discriminando  con  tal determinación. Estima esta Sala que tal distinción, basada por razón de discapacidad, resulta discriminatoria. En cuyo caso, debe reiterarse que el Derecho de la Constitución reconoce expresamente el derecho de las personas con discapacidad a participar en la vida cultural, sin que resulten admisibles las distinciones, exclusiones o restricciones por motivos de discapacidad que tengan el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio efectivo, y en igualdad de condiciones, de ese derecho fundamental. CL

8916-12 CUMPLIMIENTO LEY 7600. ACUSA QUE INFRAESTRUCTURA DE CENTRO EDUCATIVO INCUMPLE LOS REQUIRIMIENTOS ESTABLECIDOS EN LA LEY 7600. Alega el recurrente que el menor amparado, padece una discapacidad y que, para su perjuicio, el centro educativo en el que estudia no cumple con las disposiciones en materia de infraestructura tipificadas en la Ley 7600. En este caso la Sala estima que la infraestructura del Liceo José María Castro Madriz, no es propicia ni accesible a las personas con algún tipo de discapacidad y que, tampoco se han desarrollado medidas categóricas a efecto de cumplir con lo estipulado en la Ley 7600. Se cita el artículo 78 de la Constitución Política.  Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Ministro de Cultura y Juventud, al Director de la Dirección de Infraestructura y Equipamiento Educativo del Ministerio de Educación Pública y al Director y Presidente de la Junta Administrativa del Liceo José María Castro Madriz, proceder  a la adecuación del Liceo José María Castro Madriz de conformidad con lo establecido en la Ley 7600. Deberá el Ministro de Cultura y Juventud coordinar en el plazo máximo de dos meses   con el Centro de Investigación y Conservación del Patrimonio Cultural, la elaboración de los planos constructivos  de las obras destinadas a la implementación de las rampas de acceso para personas con algún tipo de discapacidad en el Liceo José María Castro Madriz, de conformidad a la legislación vigente sobre discapacidad. Del mismo modo, deberá el Director de la Dirección de Infraestructura y Equipamiento Educativo del Ministerio de Educación Pública, proceder en el plazo máximo de cuatro meses  con el trámite de financiamiento del proyecto  de construcción de rampas de acceso para personas con algún tipo de discapacidad en la institución educativa señalada, lo anterior una vez que los planos constructivos de las obras hayan sido elaborados por parte del Ministerio de Cultura y Juventud. Asimismo, se ordena al Director y Presidente de la Junta Administrativa del Liceo José María Castro Madriz, dentro el plazo de SEIS MESES -contado a partir de la aprobación del presupuesto requerido  para  la  elaboración  de las obras- tomar las medidas necesarias a efecto de ejecutar las obras pertinentes en el centro educativo que dirige, lo anterior de conformidad  con el diseño estructural elaborado  por el Ministerio de Cultura y Juventud. CL

8944-12 CUMPLIMIENTO LEY 7600. MUELLES DE GOLFITO Y PUERTO JIMÉNEZ NO REÚNEN LAS CONDICIONES ESTABLECIDAS EN LA LEY 7600 PARA FACILITAR EL ACCESO A PERSONAS CON ALGÚN TIPO DE DISCAPACIDAD. Alega el recurrente que padece una discapacidad permanente y que, la infraestructura de los muelles de Golfito y Puerto Jiménez no se ajusta a lo señalado en la Ley 7600 y las autoridades municipales no han tomado las medidas necesarias para subsanar el problema, lo cual lesiona sus derechos fundamentales. En este caso la Sala señala que lleva razón el recurrente toda vez que se desprende del informe y la prueba presentada por el Área Rectora  de  Salud  de  Golfito,  que  los  inmuebles  antes  citados, efectivamente incumplen con los requerimientos necesarios para que las personas con discapacidad, puedan acceder a ellos sin ningún tipo de dificultad. Se citan los artículos 169 de la Constitución Política y 71 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a   la  Alcaldesa, y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Golfito, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que la municipalidad recurrida cumpla con lo dispuesto por la orden sanitaria número BRU-ARS-G-ERS-MM-124-2012. CL

7953-12 INDÍGENAS. SE ACUSA NOMBRAMIENTO DE DOCENTE SIN CONSULTAR A LA COMUNIDAD  Y ADEMÁS, NO HABLA CABÉCAR. Los recurrentes ,  padres de familia y miembros de la Junta de Educación y Patronato Escolar de la Escuela de Santa María  en  el  territorio  indígena  de  Ujarrás,  acusan  que  las  autoridades  del Ministerio de Educación Pública han procedido a nombrar en propiedad a un docente  no  indígena  en  la  Escuela  Santa  María,  sin  haberle  consultado  esa designación a la organización indígena local. Cuestionan que no domina el idioma ni conoce la cultura Cabécar. Considera esta Sala, que independientemente del derecho a la estabilidad del funcionario, este nombramiento fue impuesto a la comunidad indígena-cabécar de Ujarrás, y se realizo sin la consulta a la comunidad indígena lo cual lesiona sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, disponer para el próximo curso lectivo, el traslado del docente a otro centro educativo distinto a donde, actualmente, está ejerciendo su cargo, siempre y cuando ese traslado no implique un ius variandi abusivo y se respeten sus derechos adquiridos. Asimismo, se le ordena abstenerse de incurrir, nuevamente, en las conductas que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso.  CL

8033-12 INDÍGENAS. NOMBRAMIENTO DE FUNCIONARIOS NO INDÍGENAS EN ESCUELA CABÉCAR. Los recurrentes afirman ser padres de familia de varios estudiantes pertenecientes a la comunidad indígena de Guanacaste, ubicada en Ujarrás de Buenos Aires de Puntarenas. Alegan que el accionado Ministerio de Educación Pública nombró en propiedad como directora y docente de la Escuela Indígena de Guanacaste de Ujarrás, respectivamente, a 2 funcionarios que no son indígenas y no hablan la lengua cabécar, idioma que hablan sus hijos e hijas, lo cual vulnera sus derechos fundamentales. Este Tribunal ha considerado que es necesario reconocer a los indígenas, además de la plenitud de sus derechos  y libertades  como seres humanos, otras condiciones jurídicamente garantizadas, mediante las cuales se logren compensar la desigualdad y discriminación a que están sometidos, con el propósito de garantizar su real y efectiva igualdad en todos los aspectos de la vida social. sin desconocer el derecho a la estabilidad de los citados  funcionarios,  considera  este  Tribunal  que  la  comunidad  indígena Guanacaste, ubicada en Ujarrás de Buenos Aires de Puntarenas, no tiene por qué soportar  las consecuencias derivadas del proceder incorrecto del Ministerio accionado, al no haberse asegurado, previamente,  que se cumplieran  todos los requisitos para el nombramiento  de los docentes aludidos en ese territorio. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, disponer lo necesario para que en el plazo de 1 MES contado a partir de la notificación de esta sentencia, se dote a la Escuela Guanacaste, de Ujarrás de Buenos Aires de Puntarenas, de los 2 docentes indígenas que reclaman los recurrentes en este amparo, en los términos establecidos en esta sentencia. CL
8056-12 PERSONAS CON DISCAPACIDAD. SERVICIO DE TRANSPORTE PÚBLICO QUE SE BRINDA NO CUENTA CON CONDICIONES APTAS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD. El recurrente  demandó la tutela de los derechos fundamentales del menor amparado, pues, en su criterio, presentó una denuncia ante el Consejo de Transporte Público respecto del servicio que brinda el concesionario de la ruta 124 a las personas discapacitadas y pese al plazo que ha transcurrido, no se ha resuelto. Se encuentra plena e idóneamente demostrado que al momento en que se promovió este recurso, la denuncia promovida por el recurrente se encontraba pendiente de resolverse. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que se produjo el agravio reclamado. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director del Consejo de Transporte Público, disponer lo necesario para que dentro de los ocho días hábiles siguientes a la comunicación de esta resolución se determine la veracidad de los hechos denunciados por el recurrente, y de ser necesario se dispongan las medidas técnicas pertinentes para garantizar que las unidades de la ruta 124 se adapten a las necesidades de las personas con discapacidad. CL
7233-12 DISCRIMINACIÓN. OMISIÓN DE SUBTÍTULOS EN PROGRAMAS DE TELEVISIÓN, PERJUDICA PERSONAS CON DISCAPACIDADES AUDITIVAS. Alega el recurrente que  las  autoridades recurridas violan el acceso a la información, comunicación y recreación de las personas con discapacidad auditiva, debido a la omisión de subtítulos para las películas, series televisivas y programas de interés nacional. En este caso, la Sala señala que no lleva razón el recurrente en el agravio alegado, toda vez que  se constata  que las empresas recurridas , además de los noticieros, transmiten bajo el formato “close captioned” al menos tres programas que se difunden como mínimo una vez por semana y son espacios destinados a difundir criterios de especialistas en diversas ramas del conocimiento mediante entrevistas y coloquios televisivos, y a formar  opinión pública respecto a temas de interés nacional e internacional. Se citan los votos ﻿ 98-6732 de las 15:18 horas del 18 de setiembre de 1998, 2001-05792 de las 9:12 horas del 29 de junio del 2001, 2002-5974 de las 11:20 horas del 14 de junio del 2002, 2002-9233 de las 10:56 horas del 20 de setiembre de 2002, 2003-07275 de las 8:57 horas del 18 de julio de 2003. Se citan los artículos ﻿ 33, 50, 51 y 67 de la Constitución Política. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL

7593-12 PERSONAS CON DISCAPACIDAD. SE ACUSA QUE LA CLÍNICA MARCIAL RODRÍGUEZ NO CUMPLE CON LO ESTABLECIDO EN LA LEY 7600. Alega el recurrente que la Clínica Marcial Rodríguez de Alajuela carece de ascensores, señalización táctil o auditiva, tanto al interior como al exterior del edificio y rampas de bandas hidráulicas o de cualquier alternativa que pudiera ser utilizada por las personas con algún tipo de discapacidad física, lo cual lesiona sus derechos fundamentales. En este caso la Sala, estima que no se han valorado alternativas para de manera provisional se garantice el libre y adecuado acceso a todos los usuarios, incluidas las condiciones especiales que presentan las personas con algún tipo de discapacidad por lo que procede que las autoridades recurridas dispongan  lo necesario para que la remodelación de las instalaciones del antiguo Hospital de Alajuela y el traslado de la actual Sucursal de Alajuela a esa edificación, esté concluido antes de que finalice el año 2013. Se citan los votos 2006-012593 de las 17:05 horas del 30 de agosto del 2006 y 2011-017720 de las nueve horas cinco minutos del 23 de diciembre del 2011. Estése la recurrente a lo dispuesto por esta Sala en la sentencia número 2011-017720 de las nueve horas cinco minutos del 23 de diciembre del 2011. CL
7602-12 ALBERGUE. CIERRE DE ALBERGUE DE ENFERMOS EN FASE TERMINAL. La recurrente impugna la decisión del Ministerio de Salud, de clausurar el albergue que dirige para el cuidado de personas en fase terminal. En este caso, la Sala señala que se acredita que inicialmente se procuró reubicar en condiciones satisfactorias y conforme a sus necesidades a cada uno de los pacientes y que, el cierre se realizó en aras de garantizar la tutela efectiva de los derechos fundamentales de los pacientes, toda vez que estos centros requieren de estándares básicos en la atención de pacientes en fase terminal. Se declara sin lugar el recurso. SL

MUNICIPALIDAD
8315-12 AGUAS. PROBLEMAS DE INUNDACIONES POR TAPIA CONSTRUIDA. El recurrente alega que en la comunidad donde reside, Rincón Herrera, Calle Loaiza, Guácima de Alajuela, en época de invierno sufren de inundaciones,  sin que a la fecha exista solución alguna. Se constató que sobre el cauce de desfogue se construyó una tapia, por lo que impide el correcto ingreso del agua. A raíz de la interposición del presente recurso, se procedería a iniciar el proceso de restablecimiento del cauce normal del agua. En consecuencia, lo procedente es declarar con lugar el recurso   y ordenar a la Municipalidad de Alajuela que adopte inmediatamente las medidas que sean necesarias para darle una solución definitiva a los problemas  de obstrucción y desbordamiento del cauce normal del agua, y que también implementen sistemas de control y seguimiento a fin de evitar que se repitan. 

8322-12 AGUAS. EMPRESA AGRÍCOLA DESCARGA AGUAS HACIA LA CARRETERA PROVOCANDO DETERIORO. La recurrente alega que desde el año dos mil uno, vecinos de la calle El Trapiche de Jesús de Santa Bárbara de Heredia, han venido realizando denuncias ante la municipalidad recurrida, para que se abra un proceso administrativo a la empresa Inversiones Agrícolas y Comerciales Ruiz Gutiérrez, debido a que descargan las aguas de la finca hacia la calle. Lo anterior, provocando que se coloque ante un gran peligro para los vecinos, así como un visible deterioro de la vía denominada Calle Montero.  Aduce que los propietarios no realizaron obras dentro de su finca para encausar las aguas pluviales, por lo que el problema no fue corregido y aún persiste, porque las cataratas han formado cavernas y el volumen de agua que baja arrastra ramas y lodo, causando que la calle sea intransitable, situación que les causa grave perjuicio.  Alega que la descarga de aguas pluviales de la finca está ocasionando un severo deterioro de la calle, lo cual, a su vez, impide el libre tránsito de las personas y vehículos, y pone en riesgo a los vecinos. Según las consideraciones de esta Sala se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y a la Presidenta del Concejo de la Municipalidad de Santa Bárbara de Heredia, que una vez agotado el plazo otorgado a la empresa Inversiones Agrícolas y Comerciales Ruiz Gutiérrez, para que efectúe las obras requeridas en su propiedad, inspeccionen que, efectivamente, éstas se hayan llevado a cabo. En el mismo sentido, que den seguimiento al problema en la calle "EL Trapiche de Jesús", en Santa Bárbara de Heredia, a fin que sea resuelto de manera definitiva. CL

8285-12 CAMINO PÚBLICO. CONDICIONES DE CAMINO PÚBLICO CANTONAL. Los recurrentes aducen que el camino público  cantonal, que  va  desde  Zapote  a  los  Ángeles, no  cuenta  con  las condiciones óptimas para ser transitado, aunado a que se han colocado cercas y perros que impiden el paso y libre tránsito, y que   la fecha no les han resuelto la problemática. El Alcalde Municipal de Zarcero acepta parcialmente la situación, pues la calle efectivamente fue reparada mediante el proyecto de asfaltado pero solamente un sector por razones presupuestarias. En  ese sentido, esta Sala no es ajena a los problemas presupuestarios de los Gobiernos Locales para poder asfaltar las calles, sobre todo cuando se trata de caminos rurales e incluso para darles mantenimiento. No obstante, también debe velar por el respeto de los derechos fundamentales  de los ciudadanos,  lo que implica la posibilidad de transitar en calles que no levante polvo y por ende afecten su salud (sentencia 10-14079). Por consiguiente, deberá la Municipalidad recurrida comenzar el arreglo del camino objeto del presente recurso en el plazo de dieciocho  meses,  todo  con  la  debida  planificación  y  las  previsiones presupuestarias necesarias de recursos para que, conforme a la disponibilidad de éstos, se dé una solución efectiva al recurrente y los vecinos del lugar. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Zarcero, que en el improrrogable plazo de DIECIOCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia inicie las acciones necesarias para solucionar el problema del camino público de la ruta cantonal con código 2-11-043. CL

8244-12 PATENTE. SUSPENSIÓN DE PATENTE MUNICIPAL DEBE PLANTEARSE EN VÍA CONTENCIOSA. El  recurrente manifiesta que al negocio de su representada, Bar y Restaurante Cerros, le fue suspendido su derecho de venta de licores, al alegarse que es deber del interesado renovar el bien y si no lo realiza en el plazo establecido, la gestión que presente será tratada como un trámite nuevo y deberá cumplir los requisitos  que  establece  el  reglamento. Asegura que lo anterior constituye una violación al debido proceso, el principio de legalidad y el derecho de igualdad. Se impone el rechazo de plano e indicarle al gestionante que si a bien lo tiene puede acudir a la jurisdicción contencioso-administrativa. Se rechaza por el fondo el recurso. RF 

8117-12 BASURA. DENUNCIA DE VERTEDERO DE BASURA CLANDESTINO. Las recurrentes alegan que denunciaron ante la Municipalidad de Cartago acerca de la existencia de un basurero clandestino, pero no les han contestado esa gestión ni se ha procedido a la recolección de los desechos ahí existentes. Reiteradamente este Tribunal se ha referido a la obligación del Estado de velar por el derecho a la salud y a un medio ambiente sano y equilibrado a favor de todos los habitantes. Estima esta Sala que si bien no se le puede imputar a la Administración  Local, una actuación directa que vulnere al derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado  en lo que a ese vertedero clandestino respecta, es evidente que la municipalidad como gestora de los intereses y servicios locales debe velar por la salud de su población y en tal virtud realizar lo necesario para garantizarle el disfrute de un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, así como satisfacer las demandas de los administrados en el ámbito respectivo de su competencia. En este sentido, este Tribunal Constitucional no aprecia que la Municipalidad de Cartago haya sido diligente en atender esa problemática, la cual le había sido denunciada  por las recurrentes. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Vicealcaldesa Primera de Cartago, que disponga lo necesario para que dentro del plazo de quince días, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se proceda a la recolección de los desechos existentes en el sector denunciado, debiendo además, adoptar las medidas que sean necesarias para que no se siga utilizando como botadero de basura. Los Magistrados Jinesta Lobo y Piza Rocafort salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
8015-12. CAMINO. FALTA DE CONSTRUCCIÓN DE CAMINO EN POCOCÍ. El recurrente alega la falta de construcción de un camino para el cantón de Pococí, que comprende desde Punta Riel en Roxana, hasta el aeropuerto y desde Los Lagos hasta la Colonia Zeledón, Cariari, el cual había sido aprobado por el Concejo de Pococí, pero después fue desechado. En casos como el de estudio ha reconocido que el Estado se encuentra obligado a adoptar de manera oportuna todas aquellas medidas preventivas necesarias para enfrentar peligros inherentes a la vida en sociedad, reduciéndolos al mínimo posible. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra la Municipalidad de Pococí. Se ordena al Alcalde, y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Pococí, que en el improrrogable plazo de dieciocho meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, realicen las acciones necesarias para solucionar el problema del camino público cantonal denunciado por el recurrente. Respecto a las autoridades recurridas del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, se declara sin lugar el recurso. CL 

8218-12 POZO. ORDEN DE CLAUSURA DE POZO DE AGUA POTABLE QUE SE UBICA EN EL INTERIOR DE CONDOMINIO EN BELÉN. Alega el recurrente que la municipalidad recurrida pretende ingresar a las instalaciones de su representado, a efectos de clausurar un pozo de agua potable, ubicado en las áreas comunes del lugar. Puntualiza que el recurso de amparo que dio origen a la orden emitida, fue interpuesto contra la municipalidad de Belén, sin embargo, nunca se le dio audiencia, no se le tuvo como parte al Condominio en su calidad de entidad jurídica. En virtud de esta situación considera que, tanto su representada como los habitantes del lugar, se ven amenazados directa e ilegalmente como la municipalidad. Señala que aunque el hecho no se ha realzado constituye una amenaza inminente y puede ocurrir en cualquier momento. Por las consideraciones expuestas por la Sala Constitucional se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y declaran con lugar el recurso. El Magistrado Piza pone nota. SL

7995-12 PUENTE. INEXISTENCIA DE PUENTE OCASIONA ACCIDENTES Y REPRESENTA UN RIESGO PARA LA VIDA. El recurrente manifiesta que debido a las inclemencias del tiempo en setiembre de 2009 se destruyó el puente "Los Chacones". En virtud de esto, los vecinos de la localidad han recurrido a las distintas instituciones públicas competentes, sin recibir respuesta alguna. Igualmente este tema fue presentado ante la Defensoría de los Habitantes, instancias que apercibió al municipio local que debían atender el tema, reparando o construyendo el puente, pero hasta este momento no se ha procedido conforme. Señala que es una persona discapacitada debido a que le falta una pierna, y por ello, se le hace prácticamente imposible y peligroso pasar por un puente improvisado  de tablas, que cuando está mojado sólo se puede pasar montado en un carretillo, puente que ha sido construido por los vecinos en tres ocasiones porque el río lo destruye. Esta Sala ha acogido los recursos de amparo que se presentan por la omisión de las autoridades competentes (sea las Municipalidades, el MOPT o el CONAVI) en darle el debido mantenimiento, o reparación a las vías públicas, en cuenta los puentes, considerándose que ello no sólo amenaza el derecho a la vida sino que viola el derecho de obtener una eficiente prestación de los servicios públicos. Por lo tanto se declara con lugar el recurso. Se declara CON lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Pérez Zeledón, que tome las medidas inmediatas para solucionar en forma definitiva la ausencia de puente en los "Los Chacones" de San Ramón de Sur de Páramo. CL
7230-12 CARRETERA. FALTA DE MANTENIMIENTO DE CARRETERA EN SAN RAFAEL DE ALAJUELA. Alega el recurrente que  la ruta cantonal 2-0106, del distrito de San Rafael del cantón central de Alajuela, que comunica los Centros de Atención Penitenciario La Reforma y Gerardo Rodríguez Echeverría, carece de una capa de asfalto, lo que provoca  que los servidores  públicos, así como los familiares de los privados de libertad, queden expuestos a inhalar el polvo que se desprende debido al constante tráfico vehicular que circula en la mencionada calle cantonal. En este caso, la Sala estima que se observa una clara omisión de las autoridades recurridas que sin duda configura una lesión al derecho fundamental al buen funcionamiento de los servicios públicos, toda vez que representa un quebranto a la obligación constitucional encomendada  a las Municipalidades y al Ministerio de Obras Públicas y Transportes de velar por la administración de los intereses y servicios locales del cantón. Se cita el voto 5445- 99 de las 14:30 horas del 14 de julio de 1999. Se declara CON lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Alajuela y al Ministro de Obras Públicas y Transportes  o a quienes ocupen los cargos, que realicen todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y coordine con las dependencias competentes, para que, en el plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, proceda a la reparación de la ruta cantonal 2-0106, del distrito de San Rafael del cantón central de Alajuela, que comunica los Centros de Atención Penitenciario La Reforma y Gerardo Rodríguez Echeverría. Para esos fines, se ordena a la Contraloría General de la República, no aprobar presupuestos o modificaciones a éstos  durante  el  próximo  ejercicio  presupuestario  provenientes  de  la Municipalidad de Alajuela, si no incluyen la partida respectiva para cumplir con lo antes ordenado, dentro del marco de las competencias respectivo. CL

7554-12 RÍO. INERCIA DE AUTORIDADES EVITAR EROSIÓN DEL RÍO BARQUERO QUE AFECTA PROPIEDADES VECINAS. Alega el recurrente las autoridades recurridas no han tomado las medidas necesarias para prevenir el riesgo que supone la erosión que genera el río Barquero en su inmueble. En este caso, la Sala señala que lleva razón el recurrente toda vez que se acredita el agravio alegado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Vicealcaldesa Primera, Presidente del Concejo Municipal y Coordinador del Departamento de Obras Varias de la Municipalidad de Cartago, que de inmediato, tomen las acciones administrativas necesarias para realizar las obras de protección en el río Barquero a fin de prevenir la erosión de los inmuebles de los vecinos de la Urbanización San José, Caballo Blanco, todo en coordinación con los vecinos afectados y los órganos que, por sus competencias, se ven involucradas en la resolución de esta clase de problemas. CL
7553-12 TORRES. COMPAÑÍA CLARO INSTALA TORRE SIN PERMISOS MUNICIPALES. Alega el recurrente que la empresa Claro CR Telecomunicaciones S.A. instaló una torre de transmisión del tipo móvil (COWS), en un lote baldío que se ubica junto a su casa de habitación, ubicado en San Felipe de Alajuelita, en horas de la madrugada y que, que posteriormente, la Municipalidad de Alajuelita clausuró la obra, bajo el argumento que tanto la instalación de la torre, como la construcción de la valla protectora se realizaron sin los respectivos permisos municipales; sin embargo lo que más le preocupa es que en caso de que la torre se caiga su familia sería la más afectada por la cercanía con el terreno. En el presente asunto, la Sala estima que se considera que la instalación de la torre en la propiedad continua a la casa de habitación del recurrente, al margen de algunas de las especificaciones técnicas establecidas, ha significado un riesgo para su bien inmueble, su persona así como su familia, debiendo en consecuencia recibir tutela por parte de este Tribunal. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra la empresa Claro CR Telecomunicaciones Sociedad Anónima.  Respecto a los demás recurridos, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

7258-12 ACERAS. SE ACUSA OBSTACULIZACIÓN ACERAS EN LAS CALLES DE VENTA DE AUTOS DE GRECIA. Alega el recurrente que  en representación de la Asociación de Desarrollo Integral de Rincón Arias de Grecia, denunció ante la Municipalidad de Grecia y el  Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que a lo largo de la Radial a Grecia se encuentran diversos negocios de autos usados y que, los automotores son aparcados a lo largo de la vía y de las aceras, obstaculizando el paso de los transeúntes,  quienes se ven obligados a lanzarse a las calles, poniendo en riesgo su vida e integridad física, sin embargo las autoridades recurridas no han tomado las medidas necesarias para solucionar este problema. En este caso, la Sala señala que al tratarse de la obstrucción de las aceras, la Municipalidad de Grecia, de conformidad  con lo dispuesto   por los artículos 75 y 76 del Código Municipal, está obligada a intervenir, para corregir la anomalía y que, ante la inercia de las autoridades competentes, debe acogerse el recurso, toda vez que se tienen por ciertos los hechos incoados. Se cita el artículo 45 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se declara con lugar el recurso.   Se ordena al Director General de la Policía de Tránsito del Consejo de Seguridad Vial, y Jefe del Departamento de Inspección Vial y Demoliciones de la División de Ingeniería de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, o a quienes en sus lugares ocupen esos cargos, así como a las personas que funjan como Director General de Ingeniería de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes y, Alcalde de la Municipalidad de Grecia que, de manera inmediata y coordinada, lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se solucione el problema de obstrucción del tránsito, que se presenta con las ventas de autos usados ubicadas a lo largo de la radial a Grecia. CL

7518-12 COBRO ADMINISTRATIVO. DOBLE INSTANCIA. Alega el recurrente que presentó recurso de revocatoria con apelación en subsidio ante dos cobros administrativos y que, el Departamento de Gestión de Cobros de la Municipalidad recurrida los rechazó argumentando que el aviso de cobro administrativo no tenía recurso de revocatoria ni de apelación, por lo que considera que se violentó el derecho fundamental de doble instancia del interesado (artículo 42), que se encuentra dentro del también principio fundamental del debido proceso consagrado en los artículos 39 y 41 de la Constitución Política. En este caso la Sala señala que no existe propiamente un derecho fundamental a la segunda instancia en la vía administrativa, habida cuenta que, al agotarse ésta, queda expedita la jurisdicción ordinaria, donde se puede ventilar la controversia ante un órgano jurisdiccional, imparcial e independiente, según lo dispone el numeral 49 de la Constitución. Se cita el artículo  9 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se cita el voto 2006-10008 de las 16:19 horas del 11 de julio de 2006. Se rechaza de plano el recurso. RP

PODER EJECUTIVO
8386-12. CERTIFICACIÓN DE NACIMIENTO. DENEGATORIA DE ENTREGA DE CERTIFICACION DE NACIMIENTO POR TENER CEDULA VENCIDA. El recurrente reclama que en el Registro Civil no le permitieron firmar el acta y retirar el respectivo certificado de nacimiento de su hijo recién nacido por estar vencido su documento de identidad. Considera la Sala que  el derecho a la identidad de las personas menores de edad, entendiendo por tal el derecho a un nombre, una nacionalidad y un documento de identidad costeado por el Estado y expedido por el Registro Civil; y en su artículo 30, el derecho a la vida familiar que tienen las personas menores de edad, que implica el derecho a conocer a su padre y madre, crecer y desarrollarse a su lado, y ser cuidados por ellos. y en tanto sea posible comprobar la identidad del progenitor fehacientemente,  debe permitirse la realización del trámite sin exigir más requisitos formalistas, a fin de no lesionar los derechos enunciados. Ello, claro está, sin perjuicio de lo efectos que son propios para el portador de un documento vencido en el ámbito de sus propias actuaciones. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a Directora General del Registro Civil, dar trámite a la solicitud del recurrente, si otra causa diferente a la examinada en el sub lite no lo impide. CL
8896-12 OTORGAMIENTO DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS.  NIEGAN PASAPORTE A ESPOSA DE DIPLOMÁTICO POR NO ESTAR CASADOS. Alega la recurrente que el amparado fue nombrado como cónsul en Nueva Cork y que, en razón de su cargo solicitó los pasaportes de servicio, no obstante éstos le fueron negados alegando que únicamente existe un vínculo sentimental, lo cual considera lesiona sus derechos fundamentales. En este particular la Sala indica que el beneficio de otorgamiento de pasaporte diplomático y tiquete aéreo cobija a quienes mantienen una unión de hecho en el tanto ésta se apegue a lo establecido en la materia que la regula. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Servicio Exterior, y al Director Jurídico, ambos del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se resuelva nuevamente la solicitud planteada por el amparado por el amparado el 6 de mayo de 2011, para el otorgamiento de pasaporte de servicio y tiquetes aéreos para su pareja, tomando  en cuenta lo dispuesto en la sentencia número 2012-00748 de las 11:01 del 20 de enero de 2012, de esta Sala. CL
7994-12 REGISTRO NACIONAL. SERVICIO DE ALERTA REGISTRAL. El recurrente acusa vulnerado el principio de igualdad constitucional, puesto que el Registro Nacional pretende brindar el servicio denominado “alerta registral”, únicamente, a quienes paguen de forma anual, quince dólares estadounidenses. Estima, además, que la autoridad recurrida impone aranceles y cargas indebidas a los administrados, a cambio de seguridad registral y acusa, que no puede cobrarse el aludido servicio en dólares, dado que la moneda nacional es el colón. Esta Sala considera que no lleva razón el recurrente, al alegar que la autoridad recurrida tiene prohibido llevar a cabo el cobro del servicio en cuestión, mediante una moneda diversa al colón. A mayor abundamiento, nótese que en este caso, tampoco se lesionan los derechos fundamentales del amparado, puesto que éste no manifiesta haberse apersonado  al Registro Nacional a cancelar el servicio en colones y que se lo hubiesen denegado, o en términos generales, que éste solo puede ser pagado en dólares, sino, simplemente, que el precio público se encuentra fijado en moneda extranjera. Así las cosas, debido a que el servicio puede ser adquirido por el administrado, de ambas formas, considera esta Sala que no se configura el agravio reclamado. Se declara sin lugar el recurso. Tome nota el Director del Registro Nacional de lo indicado al final del considerando IV. SL

7958-12 RÉGIMEN FORESTAL. RECHAZO AD PORTAS DE GESTIÓN PARA INSCRIBIR FINCA EN RÉGIMEN FORESTAL. Recurrente manifiesta que presentó ante la Administración recurrida una gestión a favor de una empresa ", para realizar una inscripción en el Registro de Fincas sometidas al Régimen Forestal con pago de servicios ambientales. No obstante, reclama que no le recibieron dicha gestión bajo el argumento de que el representante debía presentarla personalmente o bien, por medio de un apoderado. El recurrente explica que se presentó en ese despacho en calidad de mensajero y no de petente; que el documento iba firmado por el solicitante y la negativa a recibir la gestión presentada lesiona su derecho de acceso a las dependencias administrativas.  Según lo considerado por esta Sala se declara parcialmente el recurso con respecto al rechazo ad portas de la gestión planteada por el amparado. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solamente, por el rechazo ad portas del requerimiento planteado el 7 de diciembre de 2011. Se ordena al Director y Jefe de la Oficina de Sarapiquí, ambos del Área de Conservación de la Cordillera Volcánica Central, que se abstengan de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito a la presente estimatoria. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

7244-12 PUENTE. CONSTRUCCIÓN DE PUENTE PEATONAL EN GUATUSO. Alegan los recurrentes, residentes de la Comunidad El Edén en Guatuso de Alajuela (territorio indígena) y estudiantes del Colegio Técnico Profesional de Guatuso, que la falta de construcción del puente PEATONAL sobre el río Cucaracha pone en riesgo la vida de la población estudiantil que transita por el lugar. En este caso, la Sala señala que  se demuestra que los recurridos han sido omisos en tomar accionar para corroborar la seguridad del paso peatonal sobre el puente del río Cucaracha, se constata la violación de los derechos fundamentales en cuestión (derecho a la vida, y derecho a la prestación eficiente de servicios públicos).  Se citan los votos 2008-017231 de las 16:01 horas de 18 de noviembre de 2008,  2012-003956 de las ocho horas treinta minutos del veintitrés de marzo de dos mil doce. Se declara CON lugar el recurso,  en consecuencia  se ordena al Viceministro de Infraestructura y Concesiones del Ministerio de Obras Públicas y Transportes; al Alcalde de Guatuso; al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad; al  Ministro  a.i  de  Obras  Públicas  y Transportes; y a la  Directora Ejecutiva del Consejo de Seguridad Vial, o a quienes en su lugar ocupen estos cargos, proceder de inmediato, cada uno dentro del ámbito de sus competencias a coordinar acciones a efectos de: 1) Realizar un estudio técnico en el puente sobre el río Cucaracha, valorar el grado de seguridad del paso peatonal y emitir recomendaciones sobre las acciones que se necesitan para el mejor resguardo del derecho a la vida de los transeúntes, en cuenta si resulta necesario la construcción de nueva infraestructura. Todo dentro del plazo máximo de UN mes calendario contado a partir de la comunicación de esta resolución, y debiendo enviar copia de dicho estudio a esta Sala. 2) Con base en dicho estudio, elaborar un Plan de Acción, que contengan un cronograma de todas las acciones que sea necesario tomar para el mejor resguardo del derecho a la vida de los transeúntes sobre el puente Cucaracha, dentro de un plazo razonable. Todo dentro del plazo máximo de DOS MESES calendario contados a partir de la comunicación de esta resolución, y debiendo enviar copia de dicho plan a esta Sala. 3) Entretanto se hace el estudio y se elabora el plan, tomar de inmediato las acciones correctivas temporales del caso que el paso peatonal por dicho puente sea más seguro para los transeúntes, e informar de inmediato a esta Sala de las acciones correctivas temporales tomadas. CL

7810-12. PUBLICACIÓN. SE ACUSA FALTA DE PUBLICACIÓN EN LA GACETA DE CÓDIGO ELÉCTRICO. Alega el recurrente que el Decreto 36979-MEIC "RTCR 458:2011  denominado  "Reglamento  de  Oficialización  del  Código Eléctrico de Costa Rica para la Seguridad  de la Vida y la Propiedad " en su artículo número 1° indica: "Oficialícese como "Código Eléctrico de Costa Rica para la Seguridad  de la Vida y de la Propiedad", la norma NFPA-70, en su última versión en español denominada NEC 2008, con la excepción del artículo 90 y de aquellos  artículos que se encuentran afectados  en este Reglamento ". Acusa que pese a lo dispuesto legalmente dicha norma, su última versión en español no ha sido publicada en el Diario Oficial La Gaceta, como corresponde,  omisión que genera gran incertidumbre a los medios técnicos  que se dedican a labores  de mantenimiento e instalaciones eléctricas, ya que no cuentan con norma legal, debiendo en consecuencia  ser comprada a la empresa que tiene los derechos comerciales o ser bajada de una página extranjera en internet, que es en el idioma inglés. Considera que la omisión de las recurridas de no publicar la norma en cuestión viola gravemente el desarrollo de las   actividades laborales, comerciales y de mantenimiento eléctrico, electromecánico a nivel nacional. Considera lesionado el principio constitucional de publicidad de las normas, así como el de seguridad jurídica. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo por la falta de publicación de los lugares o medios en los que se puede adquirir, acceder o consultar el NEC 2008, versión español. Se ordena a la Ministra de Economía, Industria y Comercio, que dentro del plazo de 15 días contado a partir de la comunicación de esta sentencia, por un lado, se publique en La Gaceta los lugares o medios a través de los cuales se puede adquirir o consultar el NEC 2008, en su versión en español, en los términos indicados en el Decreto Ejecutivo número 36979-MEIC del 13 de diciembre de 2011., y, por el otro, que en La Gaceta Digital se incluya un vínculo a la versión digital del citado documento. En lo demás se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Cruz declara con lugar el recurso por razones diferentes. CL Parcial
7576-12 PUENTE. CONSTRUCCIÓN DE ZONA PEATONAL FRENTE HOSPITAL MONSEÑOR SANABRIA DE PUNTARENAS. Alega el recurrente que   el sector que comprende los cien metros en que se ubica el Hospital Monseñor Sanabria de Puntarenas, es transitado por muchos vehículos, motocicletas y autobuses y por ello, existe la necesidad de colocar un semáforo peatonal para cruzar hacia la entrada principal de ese centro médico, pues hay muchas personas que deben usar esa ruta, entre ellos, pacientes que deben utilizar sillas de ruedas, o muletas, asimismo, niños que se exponen a un atropello. En este caso, la Sala señala que resulta evidente la vulneración de derechos fundamentales inherentes al derecho al libre tránsito en condiciones de seguridad, pues tal omisión supone una barrera arquitectónica que afecta a la diversa población usuaria de los servicios médicos de un hospital, entre los cuales se encuentran niños, mujeres embarazadas, adultos mayores, personas con capacidades diferentes, entre otros. Se cita el artículo 45 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se cita el voto 2006-015918 de las dieciocho horas y treinta y dos minutos del 31 de octubre del 2006. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud Puntarenas-Chacarita del Ministerio de Salud, al Alcalde Municipal de Puntarenas, o a quienes en su lugar ejercieren esos cargos, y al Jefe de la Dirección de Ingeniería de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, cada uno de ellos dentro del ámbito de sus competencias, adoptar de manera coordinada las medidas que sean necesarias para ejecutar la señalización vial necesaria para regular el paso de vehículos y peatones en los alrededores del Hospital Monseñor Sanabria de Puntarenas, todo esto ajustado a la Ley 7600 y dentro del plazo de seis meses contado a partir de la notificación de ésta resolución. CL
PODER JUDICIAL
8702-12 NOTIFICACIONES. IMPUGNA DECISIÓN DEL CONSEJO SUPERIOR DE ESTABLECER COMO MEDIO DE NOTIFICACIONES UN FAX. El recurrente manifiesta que es una persona de pocos recursos económicos y que tramita diferentes procesos en los tribunales de justicia. Explica que él les ayuda a hacer sus alegatos, pero luego, ni él ni ellos cuentan con un fax único como  medio para atender notificaciones. Considera que no es correcta la disposición que tomó el Consejo Superior del Poder Judicial al señalar un fax como medio para atender notificaciones, debe ser de uso exclusivo para el envío o la recepción de documentos y no puede usarse como teléfono. El recurrente manifiesta que no puede comprar un fax y pide que se acepte el telefax y se ordene al Consejo Superior enviar una circular a los despachos judiciales en ese sentido. Se rechaza de plano el recurso. RP
8956-12 JUSTICIA PRONTA Y CUMPLIDA. ACUSA PLAZO IRRAZONABLE PARA RESOLVER RECURSO DE REVOCATORIA CON APELACIÓN EN SUBSIDIO.  Alega el recurrente que presentó recurso  de revocatoria con apelación en subsidio desde el diecinueve de octubre de dos mil once contra la resolución que fijó el monto de pensión provisional, y  a la fecha, no se ha resuelto. En este caso la Sala estima que   es evidente la negligencia por parte de Juzgado del Segundo Circuito Judicial de Familia de San José en dar respuesta a la solicitud del accionante. Se citan los artículos 41 de la Constitución Política y 45 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se declara con lugar el recurso. Comuníquese. CL 

3819-12 MORA JUDICIAL. RETARDO EN FIJAR CITA EN EL DEPARTAMENTO MÉDICO LEGAL DEL OIJ.  Alega la recurrente que sufrió un accidente laboral que le afectó la cadera y la columna vertebral, por lo que acudió al Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica e interpuso un proceso de riesgo de trabajo, el cual, lo envió a cita en la Sección de Medicina del Trabajo del Departamento  Médico Legal del Organismo de Investigación Judicial; no obstante, ese departamento le dio cita para ocho meses más tarde, plazo que considera irrazonable. En este caso, la Sala señala que no lleva razón la recurrente en su alegato por cuanto no se han vulnerado  sus derechos fundamentales y, contrario a su dicho, se estima que el hecho de que se le hubiera otorgado la cita de valoración en Medicina Legal del Organismo de Investigación Judicial para el 2 de noviembre entrante, no es irrazonable ni desproporcionado, sobre todo cuando se toma en cuenta la situación especial que está atravesando esa Unidad en este momento con la gran cantidad de pacientes que tiene que atender para valoraciones por Riesgo de Trabajo por Nemagón. ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL 

PENSIONES ALIMENTARIAS
9070-12 INCIDENTE DE REBAJO DE PENSION. APREMIO CORPORAL. Alega el recurrente que el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Rafael de Heredia  dictó una orden de apremio corporal contra el tutelado, a pesar de que no se ha resuelto el incidente de rebajo de pensión alimentaria presentada desde el veintiséis de setiembre del dos mil once. En este caso la Sala señala que el incidente de rebajo de pensión alimentaria  no altera una posible orden de apremio corporal pues recuérdese que se trata de dos cosas diferentes, toda vez que el incidente pretende que la autoridad judicial, a partir de las pruebas existentes, rebaje el monto de la obligación alimentaria, si ello fuera procedente, en tanto que el apremio  corporal se dicta por el no pago oportuno  de la obligación alimentaria  y  cuando  existe  previa  solicitud  en  ese  sentido  de  la  parte beneficiaria; apremio que se dicta independientemente del monto de la pensión. Se cita el voto  2007-000772 de las trece horas y cuarenta y tres minutos del diecinueve de enero del dos  mil siete. Se declara sin lugar el recurso. SL

PRIVADOS DE LIBERTAD
8566-12. CONDICIONES. PRIVADO DE LIBERTAD DEBE DORMIR EN EL SUELO. El accionante Acusa lesión a sus derechos a la libertad, la dignidad y la salud. Sostiene que la resolución que ordena la medida cautelar valoró inadecuadamente la prueba. Cuestiona las declaraciones de los testigos, las declaraciones policiales, y las actas de secuestro de las herramientas. No recibe en el CAI de San Sebastián la atención médica que requiere, ya que, sufre de poliomielitis,   úlcera gástrica y dislipidemia AID.   Tampoco recibe la alimentación que necesita; e indica que se le obliga a dormir en el suelo. Se declara con lugar el recurso únicamente por lesión al artículo 40 de la Constitución Política. Se ordena a Director a.i. del Centro de Atención Institucional de San José, o a quién en su lugar ejerza su cargo, que en el término improrrogable de 15 días contado a partir de la notificación de esta sentencia, suministre al recurrente una cama de conformidad a las exigencias de las "Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos", adoptadas por la Organización de las Naciones Unidas. Se condena al Estado al pago de las costas,  daños y perjuicios causados  con los hechos  que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En cuanto al derecho a la libertad y el derecho a la salud se declara sin lugar el recurso. CL
8167-12 UBICACIÓN. AMPARADO ES INDICIADO Y SE ENCUENTRA CON PERSONAS SENTENCIADAS. Estima el recurrente contrario a los derechos del actor que, pese a su condición de indiciado, se le mantenga privado de libertad con personas sentenciadas, así como en un lugar donde su vida corre peligro. Considera la Sala que lleva razón el recurrido al indicar que escapa a su competencia establecer la ubicación que debe tener el tutelado en el sistema penitenciario, ya que no se reúnen las condiciones para que el amparado sea ubicado en esta sección. Por lo tanto se declara parcialmente con lugar. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por encontrarse el tutelado recluido con personas sentenciadas. Se ordena a la Directora a.i. del Centro de Atención Institucional La Reforma, o a quien ocupe su cargo, tomar las medidas inmediatas necesarias para que se defina si existen opciones de ubicación del tutelado con población indiciada y, de ser así, se ejecute el correspondiente traslado a la mayor brevedad posible. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.CL Parcial

7584-12 PERSONA CON DISCAPACIDAD. SE ACUSA QUE NO TIENE ADECUADAS CONDICIONES EN LA REFORMA. Alega el recurrente que en el Centro de Atención Institucional La Reforma donde se encuentra privado de libertad no le dan control para sus afecciones, ya que no recibe terapia física, no puede caminar con muletas por las barreras físicas y no le brindan la dieta especial que requiere. En este caso, la Sala señala que la situación impugnada en este proceso de amparo es ilegítima y lesiona los derechos protegidos en los artículos 33 de la Constitución Política y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, toda vez que se acredita la existencia de una imposibilidad material para dar cumplimiento a lo establecido en la Ley 7600. Se citan los votos 2000-2305 de las 15:18 horas del 15 de marzo de 2000 y 2005-16179 de las 14:30 hrs. del 29 de noviembre de 2005. Se declara parcialmente CON lugar el recurso por violación al derecho a la igualdad. En consecuencia, se ordena al Director del Ámbito de Convivencia B del Centro de Atención Institucional La Reforma, o a quien en su lugar ejerza el cargo, realizar en el improrrogable plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, las acciones necesarias para solucionar el problema de espacio sin adecuación a la Ley número 7600 que aqueja al recurrente. En todo lo demás se declara sin lugar el recurso. Comuníquese. CL Parcial

7585-12 INDULTO. RECLUSO SOLICITA BENEFICIO. Alega el recurrente que se encuentra privado de libertad y el día 16 de noviembre de 2011 presentó ante el Consejo de Gobierno una solicitud de indulto, toda vez que va a cumplir ochenta años y fue sentenciado con pruebas falsas y que a la fecha de la interposición del recurso no le han resuelto su petición. En este caso la Sala señala que escapa de su competencia resolver este asunto, toda vez que concierne a una situación de mera legalidad que debe ser discutida en la vía jurisdiccional que corresponde. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL

SERVICIOS PUBLICOS
8308-12. SERVICIO DE ELECTRICIDAD. DENEGATORIA DE COLOCAR POSTES DE LUZ. Los recurrentes alegan que desde 2008 un grupo de vecinos de la comunidad de Las Palmas y La Rita, de Pococí de Limón, solicitaron al Instituto Costarricense de Electricidad la instalación de 2 postes de luz y unas lámparas para iluminar el lugar donde viven; sin embargo, a pesar del tiempo transcurrido solo se les ha dicho que su gestión está en proceso y que posiblemente en un futuro se les llegue a realizar. Además, acusan que se les ha negado el acceso al expediente relacionado con dicha solicitud. Sobre el suministro de electricidad como servicio público (Sentencia 08-793)  la Sala señala que la actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales  del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios, en la especie no existe una negativa arbitraria de la Administración en la prestación del servicio de electricidad, sino un problema de infraestructura. SL
8017-12 SEGURIDAD SOCIAL. DENEGATORIA DE DESAFILIACIÓN DE RÉGIMEN DE SEGURO VOLUNTARIO. Reclama el recurrente que acudió a las oficinas centrales de la Caja Costarricense  de Seguro Social para solicitar la suspensión del pago del seguro voluntario; sin embargo, se le indicó que  no  podía  suspender  el  seguro,  lo  que  estima  lesiona  sus  derechos fundamentales, toda vez que el seguro debería ser voluntario y no obligatorio. Este Tribunal advierte que en caso de que al recurrente se le denegara expresamente la solicitud de desafiliación del régimen voluntario no lesionaría sus derechos fundamentales. Tal como lo indican las autoridades recurridas, en caso de que el amparado presente problemas económicos, puede solicitar que se realice un estudio que determine si es candidato para que se le otorgue el beneficio de pensión por el estado. En mérito de lo anterior, lo procedente es declarar sin lugar el recurso. SL

8074-12 SEGURIDAD SOCIAL. NIEGAN SOLICITUD DEL RECURRENTE PARA ASEGURAR A SU HIJO MAYOR  DE EDAD. El  recurrente  acusa  que  las autoridades recurridas se negaron, de forma injustificada, a que él pudiera asegurar a su hijo, mayor de edad. Lo que estima infringe sus derechos fundamentales. Por su parte, las  autoridades recurridas informan que, en la especie, una vez revisados los antecedentes del amparado y la información brindada por el propio recurrente en la entrevista que se le realizó, se determinó que, en este caso,   sería con la madre que existiría la relación de dependencia económica, por ende, si se pretendía el aseguramiento del tutelado como beneficiario familiar, quien debía realizar el respectivo trámite era la madre, como asegurada directa. En cuyo caso, estima esta Sala que tal determinación obedece a un mero formalismo excesivo e irrazonable, en detrimento del derecho fundamental del amparado a la seguridad social. Este Tribunal desarrolla el principio de la Universalidad de la Seguridad Social y determina que lo correspondiente es declarar con lugar el recurso de amparo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director Médico del Hospital Dr. Fernando Escalante Pradilla, que realice las gestiones pertinentes y ejecute las acciones necesarias dentro de su ámbito de competencia, para que, de manera inmediata, se prosiga con el trámite de aseguramiento incoado por el recurrente a favor del amparado. CL
8088-12. SEGURIDAD SOCIAL. NO RENUEVAN CARNÉ DE LA CCSS, POR NO TENER VIGENTE CÉDULA DE RESIDENCIA. La   recurrente   alega   que   los amparados-quienes son adultos mayores y nicaragüenses con cédula de residencia vencida-, padecen cáncer terminal y osteoporosis, respectivamente, no obstante para renovar su carné de asegurado y así recibir atención médica en el Hospital San Rafael de Alajuela, el Área de Salud de Poás les exige renovar su documento de identificación. Estima lesionado el derecho a la salud de los tutelados, puesto que ambos presentan dificultades para movilizarse y no cuentan con los recursos económicos requeridos para realizar el trámite.  Sobre el particular, conviene aclarar a la recurrente que, pese a la lamentable situación que presentan los tutelados, para que éstos puedan recibir la atención médica que requieren  en condición de asegurados, indefectiblemente, deben  corregir  su  situación  migratoria  irregular  en  el  país,  renovando  su documento de identificación. En reiteradas ocasiones, este Tribunal Constitucional ha establecido que, si bien el derecho a la salud y a la seguridad social implica que toda persona puede solicitar seguro a las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro  Social  y  recibir,  en  consecuencia,  las  prestaciones  sanitarias correspondientes, lo cierto es que, debe tenérsele como asegurado, una vez cumplidos y verificados los requisitos establecidos en la normativa vigente. Lo anterior, haciendo la salvedad que, tratándose de una situación de urgencia o emergencia médica, no puede negarse la atención que necesita un paciente en dicha condición, pudiendo la institución, con posterioridad, realizar el cobro por esos servicios. Se declara sin lugar el recurso. Tome nota la Directora del Área de Salud de Poás, así como el Director General y el Coordinador de la Oficina de Validación de Derechos del Hospital San Rafael de Alajuela, de lo advertido al final del considerando V. SL
7250-12 AGUA POTABLE. ACUSA QUE JUNTA DE CONDOMINIO ORDENÓ EL CORTE DEL SERVICIO POR NO PAGAR CUOTA. Alega el recurrente que el  Presidente de la Junta Directiva de los Condominios Piamonte 2, dispuso que le cortaran el suministro de agua potable a su apartamento y que, actualmente, pague o no el servicio, no tiene recibe agua pues según ellos tiene que cumplir la ley interna del condominio, en la que acordaron cobrar inicialmente diecisiete mil colones; no obstante la aumentaron a veinticinco mil colones. Afirma que son setenta y ocho apartamentos, pero solamente a él se le ocasiona el perjuicio de quitarle el agua potable. En este caso, la Sala señala que la situación expuesta atañe directamente al incumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley Reguladora de la Propiedad en Condominio 7933, arts. 10 y 30,  para lo cual está expresamente dispuesta por el legislador la vía del proceso sumario en el artículo 432 del Código de Procedimientos  Civiles (inciso 7). ﻿Se declara sin lugar el recurso. SL

SUJETO DE DERECHO PRIVADO
8344-12. DESAFILIACIÓN. NEGATIVA DE SINDICATO DE DESAFILIAR A AMPARADAS El recurrente acude en amparo de la libertad de asociación consagrada en el artículo 25 de la Constitución Política. Alega que, el Sindicato de Trabajadores de la Empresa Pública y Privada se ha negado a recibir y dar trámite a las solicitudes de desafiliación presentadas a favor de los tutelados. Considera este Tribunal que la negativa  del  sindicato  recurrido  a  tramitar  las  referidas  solicitudes  de desafiliación  resulta  incompatible  con  el  Derecho  de  la  Constitución, por infringir los artículos 25 y 60 de la Constitución Política Se declara parcialmente con lugar el recurso Se ordena a Presidente del Sindicato de Trabajadores de la Empresa Privada y Pública, inmediatamente, a la solicitud de desafiliación planteada a favor de JAMR y abstenerse de incurrir en las conductas que dieron mérito para acoger el amparo. CL
















